
C O M P I L A C I Ó N

Normatividad NacioNal e iNterNacioNal

eN materia de Justicia para adolesceNtes

que iNfriNgeN la ley peNal

i

ruth villaNueva

(coordiNadora)

N
o

r
m

a
t

iv
id

a
d

 N
a

c
io

N
a

l
 e

 i
N

t
e

r
N

a
c

io
N

a
l
 e

N
 m

a
t

e
r

ia
 d

e
 J

u
st

ic
ia

 p
a

r
a
 a

d
o

l
e

sc
e

N
t

e
s 

q
u

e
 i

N
f

r
iN

g
e

N
 l

a
 l

e
y
 p

e
N

a
l
 •

 i



C O M P I L A C I Ó N

Normatividad NacioNal e iNterNacioNal

eN materia de Justicia para adolesceNtes

que iNfriNgeN la ley peNal

i

ruth villaNueva

(coordiNadora)



Primera reimpresión de
la primera edición: julio, 2018

ISBN: 978-607-729-389-7 (Obra completa)
ISBN: 978-607-729-390-3 (Volumen I)

D. R. © Comisión Nacional  
 de los Derechos Humanos
 Periférico Sur 3469,
 esquina Luis Cabrera,
 Col. San Jerónimo Lídice,
 C. P. 10200, Ciudad de México.

Impreso en México

3VG



3

CONTENIDO

Introducción 5

LEGISLACIÓN NACIONAL

Constitución Política  
de los Estados Unidos Mexicanos 9

Ley General de los Derechos de Niñas, Niños  
y Adolescentes 15

Ley Nacional del Sistema Integral  
de Justicia Penal para Adolescentes 21

DOCUMENTOS INTERNACIONALES

Declaración de Ginebra sobre  
los Derechos del Niño 173

Declaración de los Derechos del Niño 175

Convención sobre los Derechos del Niño 179

Reglas Mínimas de las Naciones Unidas  
para la Administración de la Justicia  
de Menores “Reglas de Beijing” 211



4

NORMATIVIDAD NACIONAL E INTERNACIONAL EN MATERIA DE JUSTICIA
PARA ADOLESCENTES QUE INFRINGEN LA LEY PENAL (I)

Directrices de las Naciones Unidas  
para la Prevención de la Delincuencia Juvenil  
“Directrices de Riad” 229

Reglas de las Naciones Unidas para la Protección  
de los Menores Privados de la Libertad  
“Reglas de la Habana” 245



5

INTRODUCCIÓN

Para la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, el sistema 
de justicia aplicable a los adolescentes que infringen la ley penal 
debe garantizarles los derechos reconocidos para todos los seres 
humanos, además de brindarles la protección especial que se les 
debe suministrar en razón de su edad y etapa de desarrollo con-
forme a los objetivos principales del sistema de justicia especia-
lizado dentro de los que se resalta su tratamiento, formación 
integral y reinserción a la sociedad, permitiéndoles consecuen-
temente que vivan sin conflicto con la ley, que tengan la capacidad 
de asumir un desarrollo laboral social y educativo acorde a sus 
necesidades y asumir un papel constructivo en la sociedad. Por 
lo anterior, se debe atender los principios jurídicos específicos 
que tutelan a estas personas, así como las particularidades espe-
ciales y los principios generales del derecho respecto de quienes 
no han alcanzado la mayoría de edad, por lo que es indispensable, 
además, considerar el amplio catálogo normativo que es aplicable 
a toda la niñez.

Desde la adopción de la Convención sobre los Derechos del Niño 
se ha logrado un gran avance en lo relativo al desarrollo de un 
sistema normativo dirigido a los adolescentes que infringen la 
ley penal, sin embargo, en nuestro país debe aún fortalecerse en 
lo que se refiere a la incorporación de los estándares y criterios 
de derecho internacional aplicables al proceso integral de aten-
ción al adolescente, y eso sólo se puede lograr en la medida que 
se conozca la normatividad genérica y específica en la materia. 
Por lo anterior, esta Comisión desea contribuir con la presente 
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Compilación de normas nacionales e instrumentos internaciona-
les desarrollados por la Organización de las Naciones Unidas para 
el fortalecimiento de la armonización en la aplicación de la ley en 
nuestro país. Es importante precisar que no se incluyen instru-
mentos como la Declaración Universal de Derechos Humanos; ni 
los Pactos Internacionales de Derechos Civiles y Políticos, y el de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales en virtud de haber 
sido incluidos en la Compilación de Instrumentos Internacionales 
sobre Derechos Humanos de las Personas en Reclusión que forma 
parte de esta colección de Instrumentos y pronunciamientos que 
ha publicado esta Comisión.

Por la amplitud del catálogo normativo, la presente Compilación 
se divide en dos tomos: el primero contiene los instrumentos 
generales de aplicación al adolescente que infringe la Ley penal; 
el segundo, las observaciones del Comité sobre los Derechos del 
Niño de la ONU que por su valor adquieren fuerza jurídica en el De
recho Internacional de los Derechos Humanos. Lo anterior con el 
propósito de acortar la distancia entre el discurso normativo del Es
tado mexicano y la realidad que enfrentan los adolescentes acu-
sados de haber infringido la Ley penal en nuestro país.



LEGISLACIÓN  
NACIONAL
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA  
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas 
gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitu-
ción y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexi-
cano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo 
ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos 
y bajo las condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de 
conformidad con esta Constitución y con los tratados internacio-
nales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas 
la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen 
la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los de-
rechos humanos de conformidad con los principios de universa-
lidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En con-
secuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y 
reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos 
que establezca la ley.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los 
esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanza-
rán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes.

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico 
o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición 
social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las pre-
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ferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente con-
tra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar 
los derechos y libertades de las personas.

Artículo 4o.

[…]

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cum-
plirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizan-
do de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen 
derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, 
salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo inte-
gral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimien-
to y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez.

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de pre-
servar y exigir el cumplimiento de estos derechos y principios.

El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coad-
yuven al cumplimiento de los derechos de la niñez.

[…]

Artículo 18. Sólo por delito que merezca pena privativa de liber-
tad habrá lugar a prisión preventiva. El sitio de ésta será distinto 
del que se destinare para la extinción de las penas y estarán com-
pletamente separados.

El sistema penitenciario se organizará sobre la base del respeto 
a los derechos humanos, del trabajo, la capacitación para el mis-
mo, la educación, la salud y el deporte como medios para lograr 
la reinserción del sentenciado a la sociedad y procurar que no 
vuelva a delinquir, observando los beneficios que para él prevé la 
ley. Las mujeres compurgarán sus penas en lugares separados de 
los destinados a los hombres para tal efecto.
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La Federación y las entidades federativas podrán celebrar conve-
nios para que los sentenciados por delitos del ámbito de su com-
petencia extingan las penas en establecimientos penitenciarios 
dependientes de una jurisdicción diversa.

La Federación y las entidades federativas establecerán, en el ám-
bito de sus respectivas competencias, un sistema integral de jus-
ticia para los adolescentes, que será aplicable a quienes se atri-
buya la comisión o participación en un hecho que la ley señale 
como delito y tengan entre doce años cumplidos y menos de die-
ciocho años de edad. Este sistema garantizará los derechos hu-
manos que reconoce la Constitución para toda persona, así como 
aquellos derechos específicos que por su condición de personas 
en desarrollo les han sido reconocidos a los adolescentes. Las 
personas menores de doce años a quienes se atribuya que han 
cometido o participado en un hecho que la ley señale como deli-
to, sólo podrán ser sujetos de asistencia social.

La operación del sistema en cada orden de gobierno estará a car-
go de instituciones, tribunales y autoridades especializados en la 
procuración e impartición de justicia para adolescentes. Se po-
drán aplicar las medidas de orientación, protección y tratamien-
to que amerite cada caso, atendiendo a la protección integral y el 
interés superior del adolescente.

Las formas alternativas de justicia deberán observarse en la apli-
cación de este sistema, siempre que resulte procedente. El pro-
ceso en materia de justicia para adolescentes será acusatorio y 
oral, en el que se observará la garantía del debido proceso legal, 
así como la independencia de las autoridades que efectúen la 
remisión y las que impongan las medidas. Éstas deberán ser pro-
porcionales al hecho realizado y tendrán como fin la reinserción 
y la reintegración social y familiar del adolescente, así como el 
pleno desarrollo de su persona y capacidades. El internamiento 
se utilizará sólo como medida extrema y por el tiempo más breve 
que proceda, y podrá aplicarse únicamente a los adolescentes 
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mayores de catorce años de edad, por la comisión o participación 
en un hecho que la ley señale como delito.

Los sentenciados de nacionalidad mexicana que se encuentren 
compurgando penas en países extranjeros, podrán ser traslada-
dos a la República para que cumplan sus condenas con base en 
los sistemas de reinserción social previstos en este artículo, y los 
sentenciados de nacionalidad extranjera por delitos del orden 
federal o del fuero común, podrán ser trasladados al país de su 
origen o residencia, sujetándose a los Tratados Internacionales 
que se hayan celebrado para ese efecto. El traslado de los reclusos 
sólo podrá efectuarse con su consentimiento expreso.

Los sentenciados, en los casos y condiciones que establezca la ley, 
podrán compurgar sus penas en los centros penitenciarios más 
cercanos a su domicilio, a fin de propiciar su reintegración a la 
comunidad como forma de reinserción social. Esta disposición 
no aplicará en caso de delincuencia organizada y respecto de 
otros internos que requieran medidas especiales de seguridad.

Para la reclusión preventiva y la ejecución de sentencias en ma-
teria de delincuencia organizada se destinarán centros especiales. 
Las autoridades competentes podrán restringir las comunicacio-
nes de los inculpados y sentenciados por delincuencia organiza-
da con terceros, salvo el acceso a su defensor, e imponer medidas 
de vigilancia especial a quienes se encuentren internos en estos 
establecimientos. Lo anterior podrá aplicarse a otros internos 
que requieran medidas especiales de seguridad, en términos de 
la ley.

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

[…]

XXI. Para expedir:
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[…]

c) La legislación única en materia procedimental penal, de me-
canismos alternativos de solución de controversias en ma-
teria penal, de ejecución de penas y de justicia penal para 
adolescentes, que regirá en la República en el orden federal 
y en el fuero común.
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LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS,  
NIÑOS Y ADOLESCENTES1

Capítulo Décimo Octavo 
Del Derecho a la Seguridad Jurídica y al Debido Proceso

Artículo 82. Niñas, niños y adolescentes gozan de los derechos y 
garantías de seguridad jurídica y debido proceso establecidos en 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tra-
tados internacionales, esta Ley y demás disposiciones aplicables.

Artículo 83. Las autoridades federales, de las entidades federati-
vas, municipales y de las demarcaciones territoriales del Distrito 
Federal, que sustancien procedimientos de carácter jurisdiccional 
o administrativo o que realicen cualquier acto de autoridad en 
los que estén relacionados niñas, niños o adolescentes, de con-
formidad con su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y grado 
de madurez estarán obligadas a observar, cuando menos a:

 I. Garantizar la protección y prevalencia del interés supe-
rior de la niñez a que se refiere el artículo 2 de la presen
te Ley;

 II. Garantizar el ejercicio de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes, establecidos en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacio-
nales, esta Ley y demás disposiciones aplicables;

 III. Proporcionar información clara, sencilla y comprensible 
para las niñas, niños y adolescentes sobre el procedi-

1  Diario Oficial de la Federación, 4 de diciembre de 2014.
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miento judicial o administrativo de que se trate y la im-
portancia de su participación en el mismo, incluyendo, en 
su caso, formatos accesibles de fácil comprensión y lec-
tura para niñas, niños y adolescentes con discapacidad;

 IV. Implementar mecanismos de apoyo al presentar una 
denuncia, participar en una investigación o en un pro-
ceso judicial;

 V. Garantizar el derecho de niñas, niños y adolescentes a 
ser representados en términos de lo dispuesto en el Tí-
tulo Quinto, Capítulo Segundo, de la presente Ley, así 
como información sobre las medidas de protección dis-
ponibles;

 VI. Proporcionar asistencia de profesionales especializados 
cuando la naturaleza del procedimiento lo requiera;

 VII. Proporcionar la asistencia de un traductor o intérprete;
 VIII. Ponderar, antes de citar a una niña, niño o adolescente 

a alguna audiencia, la pertinencia de la misma, conside-
rando su edad, madurez, estado psicológico, así como 
cualquier otra condición específica;

 IX. Garantizar el acompañamiento de quien ejerza sobre 
ellos la patria potestad, tutela, guarda o custodia duran-
te la sustanciación de todo el procedimiento, salvo dis-
posición judicial en contrario;

 X. Mantener a niñas, niños o adolescentes apartados de los 
adultos que puedan influir en su comportamiento o es-
tabilidad emocional, cuando así lo determine la autori-
dad competente, antes y durante la realización de la 
audiencia o comparecencia respectiva;

 XI. Destinar espacios lúdicos de descanso y aseo para niñas, 
niños y adolescentes en los recintos en que se lleven a 
cabo procedimientos en que deban intervenir;

 XII. Ajustarse al tiempo de participación máximo para la in-
tervención de niñas, niños o adolescentes durante la sus
tanciación de los procedimientos de conformidad con 
los principios de autonomía progresiva y celeridad pro-
cesal, y 
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 XIII. Implementar medidas para proteger a niñas, niños o 
adolescentes de sufrimientos durante su participación 
y garantizar el resguardo de su intimidad y datos per-
sonales.

Artículo 84. Las autoridades federales, de las entidades federati-
vas, municipales y de las demarcaciones territoriales del Distrito 
Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, garantiza-
rán que niñas y niños a quienes se atribuya la comisión o partici-
pación en un hecho que la ley señale como delito se les reconozca 
que están exentos de responsabilidad penal y garantizarán que 
no serán privados de la libertad ni sujetos a procedimiento algu-
no, sino que serán únicamente sujetos a la asistencia social con 
el fin de restituirles, en su caso, en el ejercicio de sus derechos.

Lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades civiles que co-
rrespondan a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda 
y custodia, conforme a las disposiciones aplicables.

Artículo 85. En aquellos casos en que el Ministerio Público o cual-
quier otra autoridad, tenga conocimiento de la presunta comisión 
o participación de una niña o niño en un hecho que la ley señale 
como delito, de manera inmediata dará aviso a la Procuraduría 
de Protección competente.

Niñas o niños, en ningún caso podrán ser detenidos, retenidos o 
privados de su libertad por la supuesta comisión o participación 
en un hecho que la ley señale como delito.

La Procuraduría de Protección, en el marco de sus atribuciones, 
deberá, en su caso, solicitar a la autoridad competente de mane-
ra inmediata las medidas necesarias para la protección integral, 
de asistencia social y en su caso, restitución de sus derechos y 
garantizar que niñas y niños no sean objeto de discriminación.

Toda medida que se adopte será susceptible de revisión por ór-
gano judicial competente en un proceso contradictorio en el que 
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se garantice, por lo menos, el derecho a ser oído y la asistencia 
de un abogado especializado.

Artículo 86. Las autoridades federales, de las entidades federati-
vas, municipales y de las demarcaciones territoriales del Distrito 
Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, garanti-
zarán que en los procedimientos jurisdiccionales en que estén 
relacionadas niñas, niños o adolescentes como probables vícti-
mas del delito o testigos, de conformidad con su edad, desarrollo 
evolutivo, cognoscitivo y grado de madurez, tengan al menos los 
siguientes derechos:

 I. Se les informe sobre la naturaleza del procedimiento y 
el carácter de su participación en el mismo, el que en 
ningún caso podrá ser el de imputado o probable res-
ponsable;

 II. Que su participación en un procedimiento se lleve a cabo 
de la manera más expedita, asistidos por un profesional 
en derecho y atendiendo a lo dispuesto por la fracción 
XI del artículo 83 de esta Ley;

 III. Garantizar el acompañamiento de quien ejerza sobre 
ellos la patria potestad, tutela o guarda y custodia du-
rante la sustanciación de todo el procedimiento, salvo 
disposición judicial en contrario, con base en el interés 
superior de la niñez;

 IV. Que se preserve su derecho a la intimidad, que no se 
divulguen sus datos de identificación en los términos de 
esta Ley y las demás aplicables;

 V. Tener acceso gratuito a asistencia jurídica, psicológica 
y cualquier otra necesaria atendiendo a las caracterís-
ticas del caso, a fin de salvaguardar sus derechos, en 
términos de las disposiciones aplicables, y

 VI. Adoptar las medidas necesarias para evitar la revictimi-
zación de niñas, niños y adolescentes que presuntamen-
te son víctimas de la comisión de un delito o violación a 
sus derechos humanos.
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Artículo 87. Siempre que se encuentre una niña, niño o adoles-
cente en el contexto de la comisión de un delito, se notificará de 
inmediato a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y 
custodia, así como a la Procuraduría de Protección competente.

Artículo 88. La legislación en materia de justicia integral para 
adolescentes en conflicto con la ley penal determinará los proce-
dimientos y las medidas que correspondan a quienes se les atri-
buya la comisión o participación en un hecho que la ley señale 
como delito mientras era adolescente.

La legislación a que se refiere el párrafo anterior, deberá garan-
tizar los derechos fundamentales que reconoce la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos para todo individuo, así 
como aquellos derechos específicos que por su condición de per-
sonas en desarrollo les han sido reconocidos.
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LEY NACIONAL DEL SISTEMA INTEGRAL DE  
JUSTICIA PENAL PARA ADOLESCENTES

LIBRO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES

TÍTULO I 
DISPOSICIONES PRELIMINARES

Capítulo Único 
Ámbito de Aplicación y Objeto

Artículo 1. Ámbito de aplicación

Esta Ley es de orden público y de observancia general en toda la 
República Mexicana. Se aplicará a quienes se atribuya la realiza-
ción de una conducta tipificada como delito por las leyes penales 
y tengan entre doce años cumplidos y menos de dieciocho años 
de edad, y que sean competencia de la Federación o de las enti-
dades federativas, en el marco de los principios y derechos con-
sagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y en los Tratados Internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte.

En ningún caso, una persona mayor de edad podrá ser juzgada 
en el sistema de justicia para adultos, por la atribución de un 
hecho que la ley señale como delito por las leyes penales, proba-
blemente cometido cuando era adolescente.



22

NORMATIVIDAD NACIONAL E INTERNACIONAL EN MATERIA DE JUSTICIA
PARA ADOLESCENTES QUE INFRINGEN LA LEY PENAL (I)

Artículo 2. Objeto de la Ley

Esta Ley tiene como objeto:

 I. Establecer el Sistema Integral de Justicia Penal para 
Adolescentes en la República Mexicana;

 II. Garantizar los derechos humanos de las personas ado-
lescentes a quienes se les impute o resulten responsa-
bles de la comisión de hechos tipificados como delitos;

 III. Establecer los principios rectores del Sistema Integral 
de Justicia Penal para Adolescentes en la República 
Mexicana;

 IV. Establecer las bases, requisitos y condiciones de los me-
canismos alternativos de solución de controversias del 
Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes;

 V. Determinar las medidas de sanción correspondientes a 
quienes se les compruebe la comisión de un hecho se-
ñalado como delito por las leyes penales durante su 
adolescencia según su grupo etario;

 VI. Definir las instituciones, órganos y autoridades especia-
lizados, así como delimitar y distribuir sus atribuciones 
y funciones para la aplicación de las normas del Sistema;

 VII. Establecer los procedimientos de ejecución de medidas 
de sanción y los relativos para resolver las controversias 
que surjan con motivo de la ejecución de las medidas;

 VIII. Determinar los mecanismos de cumplimiento, sustitu-
ción y terminación de las medidas de sanción.

Artículo 3. Glosario

Para los efectos de esta Ley, se entiende por:

 I. Adolescente: Persona cuya edad está entre los doce años 
cumplidos y menos de dieciocho;

 II. Ajustes razonables: Las modificaciones y adaptaciones 
necesarias y adecuadas en la infraestructura y los ser-
vicios, que al realizarlas no impongan una carga despro-
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porcionada o afecten derechos de terceros, que se apli-
can cuando se requieran en un caso particular, para 
garantizar que las personas gocen o ejerzan sus dere-
chos en igualdad de condiciones con las demás;

 III. Autoridad Administrativa: Órgano Especializado en la 
Ejecución de Medidas para adolescentes;

 IV. Código Nacional: Código Nacional de Procedimientos 
Penales;

 V. Constitución: Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos;

 VI. Convención: Convención sobre los Derechos del Niño;
 VII. Defensa: La o el defensor público o la o el defensor par-

ticular especializado en el Sistema Integral de Justicia 
Penal para Adolescentes en los términos de esta Ley;

 VIII. Facilitador: Profesional certificado y especializado en 
adolescentes, cuya función es facilitar la participación 
de los intervinientes en los mecanismos alternativos y 
justicia restaurativa;

 IX. Grupo etario I: Grupo de personas adolescentes que por 
su edad se encuentren comprendidas en el rango de 
edad de doce años cumplidos a menos de catorce años;

 X. Grupo etario II: Grupo de personas adolescentes que por 
su edad se encuentren comprendidas en el rango de edad 
de catorce años cumplidos a menos de dieciséis años;

 XI. Grupo etario III: Grupo de personas adolescentes que por 
su edad se encuentren comprendidas en el rango de edad 
de dieciséis años cumplidos a menos de dieciocho años;

 XII. Guía Técnico: Es el responsable de velar por la integri-
dad física de la persona adolescente. Es el garante del 
orden, respeto y la disciplina al interior del centro espe-
cializado e integrante de las instituciones policiales. 
Tendrá además la función de acompañar a la persona 
adolescente en el desarrollo y cumplimiento de su pro-
grama individualizado de actividades;

 XIII. Ley: Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal 
para Adolescentes;
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 XIV. Ley General: Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes;

 XV. Ley de Mecanismos Alternativos: Ley Nacional de Me-
canismos Alternativos de Solución de Controversias en 
Materia Penal;

 XVI. Leyes Penales: El Código Penal Federal, los Códigos pe-
nales o leyes que en su caso, resulten aplicables al Sis-
tema Integral de Justicia Penal para Adolescentes;

 XVII. Órgano Jurisdiccional: El Juez de Control, el Tribunal de 
Enjuiciamiento, el Juez de Ejecución y el Magistrado, 
especializados en el Sistema Integral de Justicia Penal 
para Adolescentes;

 XVIII. Persona adulta joven: Grupo de personas mayores de 
dieciocho años sujetos al Sistema;

 XIX. Persona responsable de la/el adolescente: Quien o quie-
nes ejercen la patria potestad, custodia o tutela de la 
persona adolescente;

 XX. Plan Individualizado de Actividades: Organización de los 
tiempos y espacios en que cada adolescente podrá rea-
lizar las actividades educativas, deportivas, culturales, 
de protección al ambiente, a la salud física y mental, 
personales y para la adquisición de habilidades y des-
trezas para el desempeño de un oficio, arte, industria o 
profesión, de acuerdo con su grupo etario, en los térmi-
nos de la medida cautelar de internamiento preventivo 
impuesta por el Órgano Jurisdiccional;

 XXI. Plan Individualizado de Ejecución: El plan que diseña la 
Autoridad Administrativa en la Ejecución de Medidas 
por el que se individualiza la ejecución de las medidas de 
sanción, aprobado por el Juez de Ejecución;

 XXII. Procuradurías de Protección: La Procuraduría Federal de 
Protección de Niñas, Niños y Adolescentes y las procura-
durías de protección de niñas, niños y adolescentes de 
cada entidad federativa establecidas por la Ley General;

 XXIII. Sistema: Sistema Integral de Justicia Penal para Adoles-
centes, y
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 XXIV. Víctima u Ofendido: Los señalados en el artículo 108 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales.

Artículo 4. Niñas y niños

Las niñas y niños, en términos de la Ley General, a quienes se les 
atribuya la comisión de un hecho que la ley señale como delito 
estarán exentos de responsabilidad penal, sin perjuicio de las 
responsabilidades civiles a las que haya lugar.

En caso de que la autoridad advierta que los derechos de estas 
niñas y niños están siendo amenazados o violados, deberá dar 
aviso a la Procuraduría de Protección competente.

Artículo 5. Grupos de edad

Para la aplicación de esta Ley, se distinguirán los grupos etarios 
I, II y III:

 I. De doce a menos de catorce años;
 II. De catorce a menos de dieciséis años, y
 III. De dieciséis a menos de dieciocho años.

Artículo 6. Aplicación de esta Ley a la persona mayor de edad

A las personas mayores de dieciocho años de edad a quienes se 
les atribuya la comisión o participación en un hecho señalado 
como delito en las leyes penales mientras eran adolescentes, se 
les aplicará esta Ley.

Asimismo, se aplicará en lo conducente a las personas que se 
encuentren en proceso o cumpliendo una medida de sanción y 
cumplan dieciocho años de edad. Por ningún motivo, las personas 
mayores de edad cumplirán medidas privativas de la libertad en 
los mismos espacios que las personas adolescentes.
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Artículo 7. Comprobación de la edad

Para todos los efectos de esta Ley, la edad a considerar será la que 
tenía la persona al momento de realizar el hecho que la ley seña-
le como delito, el cual se acreditará mediante acta de nacimiento 
expedida por el Registro Civil, o bien, tratándose de extranjeros, 
mediante documento oficial. Cuando esto no sea posible, la com-
probación de la edad se hará mediante dictamen médico rendido 
por el o los peritos que para tal efecto designe la autoridad co-
rrespondiente.

Artículo 8. Presunciones de edad

Si existen dudas de que una persona es adolescente se le presu-
mirá como tal y quedará sometida a esta Ley, hasta en tanto se 
pruebe lo contrario. Cuando exista la duda de que se trata de 
una persona mayor o menor de doce años, se presumirá niña o 
niño.

Si la duda se refiere al grupo etario al que pertenece la persona 
adolescente se presumirá que forma parte del que le sea más 
favorable.

En ningún caso se podrán decretar medidas de privación de la 
libertad para efectos de comprobación de la edad.

Artículo 9. Interpretación

La interpretación de las disposiciones contenidas en esta Ley de-
berá hacerse de conformidad con la Constitución, los principios 
rectores del Sistema, la Ley General y los Tratados Internaciona-
les, favoreciendo en todo tiempo a las personas adolescentes la 
protección más amplia.
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Artículo 10. Supletoriedad

Sólo en lo no previsto por esta Ley deberán aplicarse supletoria-
mente las leyes penales, el Código Nacional, la Ley de Mecanismos 
Alternativos, la Ley Nacional de Ejecución Penal y la Ley General 
de Víctimas, siempre que sus normas no se opongan a los princi-
pios rectores del sistema y sean en beneficio de la persona suje-
ta a la presente Ley.

Solo serán aplicables las normas procesales en materia de delin-
cuencia organizada y de protección a personas que intervienen 
en el procedimiento penal, que impliquen un beneficio para la 
persona adolescente.

Artículo 11. Salvaguarda de derechos  
de las personas sujetas a esta Ley

En el caso de las personas adolescentes a las que se les atribuya 
la comisión de un hecho que la ley señale como delito y que ca-
rezcan de madre, padre o tutor, o bien, estos no sean localizables, 
el Ministerio Público deberá dar aviso a la Procuraduría de Pro-
tección competente para que, en términos de las atribuciones 
establecidas por las leyes aplicables, ejerza en su caso la repre-
sentación en suplencia para la salvaguarda de sus derechos.

Asimismo, con independencia de que cuente con madre, padre o 
tutor, cuando se advierta que los derechos de la persona adoles-
cente acusada de la comisión de un hecho que la ley señale como 
delito se encuentran amenazados o vulnerados, el Ministerio Pú-
blico deberá dar aviso a la Procuraduría de Protección compe-
tente para que proceda en términos de lo previsto en la legisla-
ción aplicable y, en su caso, ésta ejerza la representación en 
coadyuvancia para garantizar en lo que respecta a la protección 
y restitución de derechos.
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TÍTULO II 
PRINCIPIOS Y DERECHOS EN EL PROCEDIMIENTO

Capítulo I 
Principios Generales del Sistema

Artículo 12. Interés superior de la niñez

Para efectos de esta Ley el interés superior de la niñez debe en-
tenderse como derecho, principio y norma de procedimiento 
dirigido a asegurar el disfrute pleno y efectivo de todos sus dere-
chos, en concordancia con la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes.

La determinación del interés superior debe apreciar integralmente:

 I. El reconocimiento de éstos como titulares de derechos;
 II. La opinión de la persona adolescente;
 III. Las condiciones sociales, familiares e individuales de la 

persona adolescente;
 IV. Los derechos y garantías de la persona adolescente y su 

responsabilidad;
 V. El interés público, los derechos de las personas y de la 

persona adolescente;
 VI. Los efectos o consecuencias que la decisión que se adop-

te pueda tener en el futuro de la persona adolescente, y
 VII. La colaboración de las partes intervinientes para garan-

tizar su desarrollo integral e integridad personal.

En todas las resoluciones se deberá dejar patente que el interés 
superior ha sido una consideración primordial, señalando la for-
ma en la que se ha examinado y evaluado el interés superior y la 
importancia que se le ha atribuido en la decisión administrativa 
o judicial.
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Artículo 13. Protección integral de los derechos  
de la persona adolescente

Las personas adolescentes gozan de todos los derechos humanos 
inherentes a las personas. Les serán garantizadas las oportuni-
dades y facilidades, a fin de asegurarles las mejores condiciones 
para su desarrollo físico, psicológico y social, en condiciones de 
dignidad.

Todas las autoridades del Sistema deberán respetar, proteger y 
garantizar los derechos de las personas adolescentes mientras se 
encuentren sujetas al mismo.

Artículo 14. Integralidad, indivisibilidad e interdependencia  
de los derechos de las personas adolescentes

Los derechos de las personas adolescentes son indivisibles y 
guardan interdependencia unos con otros y sólo podrán consi-
derarse garantizados en razón de su integralidad.

Artículo 15. Prohibición de tortura y otros tratos  
o penas crueles, inhumanos o degradantes

Estarán prohibidos todos los actos que constituyan tortura y 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

Las autoridades, dentro de sus respectivos ámbitos de competen-
cia, deberán garantizar la seguridad física, mental y emocional de 
las personas adolescentes.

Quedan prohibidos los castigos corporales, la reclusión en celda 
oscura y las penas de aislamiento o de celda solitaria, así como 
cualquier otra sanción o medida disciplinaria contraria a los de-
rechos humanos de la persona adolescente.
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No podrá ser sancionada ninguna persona adolescente más de 
una vez por el mismo hecho. Quedan prohibidas las sanciones 
colectivas.

Artículo 16. No discriminación e igualdad sustantiva

Los derechos y garantías reconocidos en esta Ley se aplicarán a 
quienes se les atribuya o compruebe la realización de uno o varios 
hechos señalados como delitos por las leyes penales federales y 
locales mientras eran adolescentes, sin que se admita discrimi-
nación motivada por origen étnico o nacional, género, edad, dis-
capacidad, condición social, condición de salud, religión, opinión, 
preferencia sexual, identidad de género, estado civil o cualquier 
otra, ya sea de la persona adolescente o de quienes ejercen sobre 
ellas la patria potestad o tutela, que atenten contra su dignidad 
humana.

Se entiende por igualdad sustantiva el acceso al mismo trato y 
oportunidades para el reconocimiento, goce o ejercicio de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales.

Las autoridades del sistema velarán por que todas las personas 
adolescentes sean atendidas teniendo en cuenta sus caracterís-
ticas, condiciones específicas y necesidades especiales a fin de 
garantizar el ejercicio de sus derechos sobre la base de la igual-
dad sustantiva.

Durante el procedimiento, determinación de la medida o sanción 
y ejecución de la que corresponda, se respetará a la persona ado-
lescente en sus creencias, su religión y sus pautas culturales y 
éticas.

Artículo 17. Aplicación favorable

En ningún caso se podrán imponer a las personas adolescentes 
medidas más graves ni de mayor duración a las que correspon-



31

LEGISLACIÓN NACIONAL

derían por los mismos hechos a un adulto, ni gozar de menos 
derechos, prerrogativas o beneficios que se le concedan a estos. 
De igual forma, bajo ninguna circunstancia se establecerán res-
tricciones en los procesos de solución de conflictos que perjudi-
quen en mayor medida a la persona adolescente que al adulto.

Artículo 18. Mínima intervención y subsidiariedad

La solución de controversias en los que esté involucrada alguna 
persona adolescente se hará prioritariamente sin recurrir a pro-
cedimientos judiciales, con pleno respeto a sus derechos huma-
nos. Se privilegiará el uso de soluciones alternas en términos de 
esta Ley, el Código Nacional y la Ley de Mecanismos Alternativos.

Artículo 19. Autonomía progresiva

Todas las autoridades del sistema deben hacer el reconocimien-
to pleno de la titularidad de derechos de las personas adolescen-
tes y de su capacidad progresiva para ejercerlos, de acuerdo a la 
evolución de sus facultades, lo cual significa que a medida que 
aumenta la edad también se incrementa el nivel de autonomía.

Artículo 20. Responsabilidad

La responsabilidad de la persona adolescente se fincará sobre la 
base del principio de culpabilidad por el acto. No admitirá, en su 
perjuicio y bajo ninguna circunstancia, consideraciones acerca 
de la personalidad, vulnerabilidad biológica, temibilidad, peligro-
sidad, ni de cualquier otra que se funde en circunstancias perso-
nales de la persona adolescente imputada.

Artículo 21. Justicia restaurativa

El principio de justicia restaurativa es una respuesta a la conduc-
ta que la ley señala como delito, que respeta la dignidad de cada 
persona, que construye comprensión y promueve armonía social 
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a través de la restauración de la víctima u ofendido, la persona 
adolescente y la comunidad. Este principio puede desarrollarse 
de manera individual para las personas mencionadas y sus res-
pectivos entornos y, en la medida de lo posible, entre ellos mis-
mos, a fin de reparar el daño, comprender el origen del conflicto, 
sus causas y consecuencias.

Artículo 22. Principios generales del procedimiento

El Sistema estará basado en un proceso acusatorio y oral en el 
que se observarán los principios de publicidad, contradicción, 
concentración, continuidad e inmediación con las adecuaciones 
y excepciones propias del sistema especializado.

Artículo 23. Especialización

Todas las autoridades del Sistema deberán estar formadas, capa-
citadas y especializadas en materia de justicia para adolescentes 
en el ámbito de sus atribuciones.

Las instituciones u órganos que intervengan en la operación del 
Sistema, deberán proveer la formación, capacitación y actualiza-
ción específica a sus servidores públicos, de acuerdo a su grado 
de intervención en las diferentes fases o etapas de dicho Sistema, 
por lo que incluirán lo anterior en sus programas de capacitación, 
actualización y/o de formación correspondientes.

Asimismo, deberán conocer los fines del Sistema Integral de Justi
cia Penal para Adolescentes, la importancia de sus fases, particu-
larmente de las condiciones que motivan que las personas sujetas 
a esta Ley cometan o participen en hechos señalados como deli-
tos por las leyes penales y las circunstancias de la etapa corres-
pondiente a la adolescencia.

Desde el inicio del procedimiento, todas las actuaciones y diligen-
cias estarán a cargo de órganos especializados en el Sistema, en 
los términos de esta Ley.
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Artículo 24. Legalidad

Ninguna persona adolescente puede ser procesada ni sometida 
a medida alguna por actos u omisiones que, al tiempo de su ocu-
rrencia, no estén previamente definidos de manera expresa como 
delitos en las leyes penales aplicables.

La responsabilidad penal de una persona adolescente solamente 
podrá determinarse seguido el procedimiento establecido en la 
presente Ley. En caso de comprobarse la responsabilidad de la per-
sona adolescente, el Órgano Jurisdiccional únicamente podrá san-
cionarla a cumplir las medidas de sanción señaladas en la pre
sente Ley, conforme a las reglas y criterios establecidos para su 
determinación.

Artículo 25. Ley más favorable

Cuando una misma situación relacionada con personas adoles-
centes, se encuentre regulada por leyes o normas diversas, siem-
pre se optará por la que resulte más favorable a sus derechos, o 
a la interpretación más garantista que se haga de las mismas.

Artículo 26. Presunción de inocencia

Toda persona adolescente debe ser considerada y tratada como 
inocente en todas las etapas del procedimiento mientras no se 
declare su responsabilidad mediante sentencia firme emitida por 
Órgano Jurisdiccional, en los términos señalados en esta Ley.

Artículo 27. Racionalidad y proporcionalidad  
de las medidas cautelares y de sanción

Las medidas cautelares y de sanción que se impongan a las per-
sonas adolescentes deben corresponder a la afectación causada 
por la conducta, tomando en cuenta las circunstancias personales 
de la persona adolescente, siempre en su beneficio.
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Artículo 28. Reintegración social y familiar  
de la persona adolescente

La reintegración social y familiar es un proceso integral que se 
debe desarrollar durante la ejecución de la medida de sanción, 
cuyo objeto es garantizar el ejercicio de los derechos de la per-
sona adolescente encontrada responsable de la comisión de un 
delito.

La reintegración se llevará a través de diversos programas socioe-
ducativos de intervención destinados a incidir en los factores 
internos y externos, en los ámbitos familiar, escolar, laboral y co-
munitario de la persona adolescente para que genere capacida-
des y competencias que le permitan reducir la posibilidad de 
reincidencia y adquirir una función constructiva en la sociedad.

Artículo 29. Reinserción social

Restitución del pleno ejercicio de los derechos y libertades tras 
el cumplimiento de las medidas ejecutadas con respeto a los de-
rechos humanos de la persona adolescente.

Artículo 30. Carácter socioeducativo  
de las medidas de sanción

Las medidas de sanción tendrán un carácter socioeducativo, pro-
moverán la formación de la persona adolescente, el respeto por 
los derechos humanos y las libertades fundamentales, el fomen-
to de vínculos socialmente positivos y el pleno desarrollo de su 
personalidad y de sus capacidades.

En la ejecución de las medidas de sanción se deberá procurar que 
la persona adolescente se inserte en su familia y en la sociedad, 
mediante el pleno desarrollo de sus capacidades y su sentido de 
la responsabilidad.



35

LEGISLACIÓN NACIONAL

Artículo 31. Medidas de privación de la libertad  
como medida extrema y por el menor tiempo posible

Las medidas de privación de la libertad se utilizarán como medi-
da extrema y excepcional, sólo se podrán imponer a personas 
adolescentes mayores de catorce años, por los hechos constitu-
tivos de delito que esta Ley señala, por un tiempo determinado y 
la duración más breve que proceda.

Artículo 32. Publicidad

Todas las audiencias que se celebren durante el procedimiento y la 
ejecución de medidas se realizarán a puerta cerrada, salvo que 
la persona adolescente solicite al Órgano Jurisdiccional que sean 
públicas, previa consulta con su defensor. El Órgano Jurisdiccio-
nal debe asegurarse que el consentimiento otorgado por la per-
sona adolescente, respecto a la publicidad de las audiencias, sea 
informado.

No vulnera el principio de publicidad de las personas adolescen-
tes, la expedición de audio y video de las audiencias a favor de las 
partes en el procedimiento, teniendo la prohibición de divulgar 
su contenido al público.

Artículo 33. Celeridad procesal

Los procesos en los que están involucradas personas adolescen-
tes se realizarán sin demora y con la mínima duración posible, 
por lo que las autoridades y órganos operadores del Sistema, de-
berán ejercer sus funciones y atender las solicitudes de los inte-
resados con prontitud y eficacia, sin causar dilaciones injustifi-
cadas, siempre que no afecte el derecho de defensa.
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Capítulo II 
Derechos y Deberes de las Personas Adolescentes

Artículo 34. Enunciación no limitativa

Los derechos de las personas adolescentes previstos en la pre-
sente Ley son de carácter enunciativo y deberán ser interpreta-
dos de conformidad con lo dispuesto en la Constitución, en los 
Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea par-
te y las leyes aplicables en la materia, favoreciendo en todo tiem-
po la protección más amplia de sus derechos.

Sección Primera 
Derechos de las Personas Adolescentes Sujetas al Sistema

Artículo 35. Protección a la intimidad

La persona adolescente tendrá derecho a que durante todo el 
procedimiento y la ejecución de las medidas se respete su dere-
cho a la intimidad personal y familiar, evitando cualquier intro-
misión indebida a su vida privada o a la de su familia. Las autori-
dades protegerán la información que se refiera a su vida privada, 
la de su familia y sus datos personales.

Artículo 36. Confidencialidad y privacidad

En todas las etapas del proceso y durante la ejecución de las me-
didas de sanción las autoridades del Sistema garantizarán la pro-
tección del derecho de las personas adolescentes a la confiden-
cialidad y privacidad a sus datos personales y familiares.

Desde el inicio de la investigación o el proceso las policías, el 
Ministerio Público o el Órgano Jurisdiccional, informarán de esta 
prohibición a quienes intervengan o asistan al proceso y, en su 
caso, a los medios de comunicación.
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Si la información que permite la identificación de la persona ado-
lescente investigado, procesado o sancionado, fuera divulgada 
por funcionarios públicos, se aplicarán las penas señaladas para 
el tipo penal básico del delito contra la administración de justicia, 
cometidos por servidores públicos.

En caso de los medios de comunicación, se aplicarán las sancio-
nes previstas en el artículo 149 de la Ley General y se exigirá la 
retractación de la misma forma en que se hubiere dado publici-
dad de la información sobre la persona adolescente investigado, 
procesado o sancionado.

Artículo 37. Registro de procesos

Los antecedentes y registros relacionados con personas adoles-
centes sometidas a proceso o sancionadas conforme a esta Ley 
en ningún caso podrán ser utilizados en contra de la misma per-
sona, en otro juicio derivado de hechos diferentes.

Si la persona adolescente fuere absuelta mediante sentencia fir-
me, el registro y los antecedentes se destruirán transcurridos tres 
meses contados desde que la sentencia quede firme. Antes del 
vencimiento de este plazo, la persona adolescente o su defensor 
podrán solicitar que estos registros se conserven íntegramente, 
cuando consideren que su conservación sea en su beneficio. Si el 
caso se resuelve mediante una salida alterna, los registros rela-
cionados se destruirán dos años después de haberse cumplido 
con el acuerdo reparatorio o el plan de reparación de la suspen-
sión condicional del procedimiento.

Pasados tres años del cumplimiento de la medida de sanción im-
puesta o extinguida la acción penal por las causales previstas en 
esta Ley, se destruirán todos los registros vinculados con el pro-
ceso legal.

No obstante, lo dispuesto en esta norma, los registros que con-
tengan la sentencia se preservarán, salvaguardando, en todo caso, 
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la información sobre los datos personales de las partes, peritos 
y testigos en el proceso.

Artículo 38. Garantías de la detención

Toda persona adolescente deberá ser presentada inmediatamen-
te ante el Ministerio Público o el Juez de Control especializados 
dentro de los plazos que establece esta Ley, garantizando sus de-
rechos y seguridad.

Desde el momento de su detención se asegurará que las personas 
adolescentes permanezcan en lugares distintos a los adultos.

En todos los casos habrá un registro inmediato de la detención.

Artículo 39. Prohibición de incomunicación

Toda persona adolescente tiene derecho a establecer una comu-
nicación efectiva, por vía telefónica o por cualquier otro medio 
disponible, inmediatamente luego de ser detenida, con sus fami-
liares, su defensor o con la persona o agrupación a quien desee 
informar sobre su detención o privación de libertad.

Durante la ejecución de las medidas queda prohibido imponer 
como medida disciplinaria la incomunicación a cualquier perso-
na adolescente.

Artículo 40. Información a las personas adolescentes

Toda persona adolescente tiene derecho a ser informada sobre 
las razones por las que se le detiene, acusa, juzga o impone una 
medida; el nombre de la persona que le atribuye la realización 
del hecho señalado como delito; las consecuencias de la atribu-
ción del hecho; los derechos y garantías que le asisten y el dere-
cho a disponer de una defensa jurídica gratuita.
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La información deberá ser proporcionada en un lenguaje claro, 
sencillo, comprensible y sin demora, de manera personal y en 
presencia de la o las personas responsables de la persona ado-
lescente, de su representante legal o de la persona que el adoles-
cente haya designado como de su confianza.

Artículo 41. Defensa técnica especializada

Todo adolescente tiene derecho a ser asistido por un licenciado 
en derecho, con cédula profesional y especializado en el Siste-
ma, en todas las etapas del procedimiento, desde su detención 
hasta el fin de la ejecución de la medida impuesta.

En caso de que no elija a su propio defensor, el Ministerio Públi-
co o el Órgano Jurisdiccional le designará defensor público desde 
el primer acto del procedimiento. El Órgano Jurisdiccional debe 
velar por que la persona adolescente goce de defensa técnica y 
adecuada.

En caso de ser indígenas, extranjeros, tengan alguna discapacidad 
o no sepan leer ni escribir, la persona adolescente será asistido 
de oficio y en todos los actos procesales por un defensor que 
comprenda plenamente su idioma, lengua, dialecto y cultura; o 
bien, de ser necesario, su defensor será auxiliado por un traduc-
tor o intérprete asignado por la autoridad correspondiente o de-
signado por la propia persona adolescente. Cuando este último 
alegue ser indígena, se tendrá como cierta su sola manifestación.

Artículo 42. Presencia y acompañamiento de la persona  
responsable o por persona en quien confíe

La persona responsable de la o el adolescente, o la persona de su 
confianza podrán estar presentes durante el procedimiento y du-
rante las audiencias de ejecución. Éstos tendrán derecho a estar 
presentes en las actuaciones y quienes imparten justicia podrán 
requerir su presencia en defensa de las personas adolescentes. 
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Este acompañamiento será considerado como una asistencia ge-
neral a la persona adolescente, de naturaleza psicológica y emo-
tiva, que debe extenderse a lo largo de todo el procedimiento.

Dicho acompañamiento podrá ser denegado por la autoridad ju-
risdiccional competente cuando existan motivos fundados para 
presumir que la exclusión es necesaria en defensa de la persona 
adolescente.

Artículo 43. Derecho a ser escuchado

Toda persona adolescente tiene derecho a ser escuchada y toma-
da en cuenta directamente en cualquier etapa del procedimiento, 
tomando en consideración su edad, estado de desarrollo evolu-
tivo, cognoscitivo y madurez.

La persona adolescente que no comprenda, ni pueda darse a en-
tender en español, deberá ser provista de un traductor o intér-
prete a fin de que pueda expresarse en su propia lengua.

Si se trata de una persona adolescente con discapacidad se le 
nombrará intérprete idóneo que garantice la comunicación efec-
tiva.

Artículo 44. Ajustes razonables al procedimiento

En caso de que la persona adolescente tenga alguna discapacidad 
podrá solicitar por sí o por medio de su defensor, un ajuste razo-
nable al procedimiento para asegurar su efectiva y plena partici-
pación.

Artículo 45. Abstención de declarar

Toda persona adolescente tiene derecho a abstenerse de declarar 
y a no incriminarse a sí misma. Su silencio no puede ser valorado 
en su contra.
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Si una persona adolescente, después de haberlo consultado con 
su defensa, quisiera hacer uso de su derecho a declarar, única-
mente podrá hacerlo en presencia del Órgano Jurisdiccional com-
petente y con la presencia de su defensa. En ningún caso se le 
exigirá protesta de decir verdad.

Sección Segunda 
Derechos de las Personas Adolescentes en Prisión Preventiva  

o Internamiento

Artículo 46. Derechos de las personas sujetas  
a medidas cautelares o de sanción privativa de libertad

Las personas adolescentes durante la ejecución de la medida pri-
vativa de la libertad o las sanciones penales impuestas, gozarán de 
todos los derechos previstos por la Constitución y los Tratados In-
ternacionales de los que el Estado mexicano sea parte, siempre y 
cuando estos no hubieren sido restringidos por la resolución o la 
sentencia, o su ejercicio fuese incompatible con el objeto de éstas.

Para los efectos del párrafo anterior, las autoridades competen-
tes, garantizarán, de manera enunciativa y no limitativa, los si-
guientes derechos:

 I. No ser privados o limitados en el ejercicio de sus dere-
chos y garantías, sino en los términos previstos en la 
medida impuesta o en este ordenamiento;

 II. A que se garantice su integridad moral, física, sexual y 
psicológica;

 III. Ser informado sobre la finalidad de la medida cautelar 
y de sanción impuesta, del contenido del Plan Individua-
lizado de Actividades o Plan Individualizado de Ejecu-
ción y lo que se requiere de él para cumplir con el mismo. 
Lo anterior se hará del conocimiento de sus personas 
responsables, de sus representantes legales y, en su caso, 
de la persona en quien confíe;
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 IV. Recibir información sobre las leyes, reglamentos u otras 
disposiciones que regulen sus derechos, obligaciones y 
beneficios del régimen en el que se encuentren; las me-
didas disciplinarias que pueden imponérseles, el proce-
dimiento para su aplicación y los medios de impugna-
ción procedentes;

 V. No recibir castigos corporales ni cualquier tipo de me-
dida que vulnere sus derechos o ponga en peligro su 
salud física o mental;

 VI. Recibir asistencia médica preventiva y de tratamiento 
para el cuidado de la salud, atendiendo a las necesida-
des propias de su edad y sexo en, por lo menos, centros 
de salud que brinden asistencia médica de primer nivel 
en términos de la Ley General de Salud; en el Centro 
Especializado y, en caso de que sea insuficiente la aten-
ción brindada dentro de reclusión o se necesite asistencia 
médica avanzada, se podrá solicitar el ingreso de aten-
ción especializada a dicho Centro o bien, que la persona 
sea remitida a un Centro de salud público en los térmi-
nos que establezca la ley;

 VII. Recibir en todo momento una alimentación nutritiva, 
adecuada y suficiente para su desarrollo, así como ves-
timenta suficiente y digna que garantice su salud y for-
mación integral;

 VIII. Recibir un suministro suficiente, salubre, aceptable y per-
manente de agua para su consumo y cuidado personal;

 IX. Recibir un suministro de artículos de aseo diario nece-
sarios;

 X. Recibir visitas frecuentes, de conformidad con el Regla-
mento aplicable;

 XI. Salir del Centro Especializado, bajo las medidas de se-
guridad pertinentes para evitar su sustracción o daños 
a su integridad física, en los siguientes supuestos:
a) Recibir atención médica especializada, cuando ésta 

no pueda ser proporcionada en el mismo.
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b) Acudir al sepelio de sus ascendientes o descendientes 
en primer grado, su cónyuge, concubina o concubina-
rio, así como para visitarlos en su lecho de muerte, 
siempre y cuando las condiciones de seguridad lo per-
mitan, de conformidad con el Reglamento aplicable.

En ambos casos, las salidas serán bajo la vigilancia 
que determinen las autoridades del Centro Especiali-
zado;

 XII. Tener contacto con el exterior a través de los programas 
y actividades desarrollados por Centro Especializado;

 XIII. Realizar actividades educativas, recreativas, artísticas, 
culturales, deportivas y de esparcimiento, bajo supervi-
sión especializada;

 XIV. Tener una convivencia armónica, segura y ordenada en 
el Centro Especializado en la que permanezca;

 XV. No ser controlados con fuerza o con instrumentos de 
coerción, salvo las excepciones que determine esta Ley 
y de acuerdo a las disposiciones establecidas respecto 
al uso legítimo de la fuerza;

 XVI. Efectuar peticiones o quejas por escrito, y en casos ur-
gentes, por cualquier medio a las instancias correspon-
dientes;

 XVII. Ser recibidos en audiencia por los servidores públicos 
del Centro Especializado, así como formular, entregar o 
exponer personalmente, en forma pacífica y respetuosa, 
peticiones y quejas, las cuales se responderán en un 
plazo máximo de cinco días hábiles;

 XVIII. A que toda limitación de sus derechos sólo pueda impo-
nerse cuando tenga como objetivo garantizar condicio-
nes de internamiento dignas y seguras. En este caso, la 
limitación se regirá por los principios de necesidad, 
proporcionalidad e idoneidad.

Los demás previstos en la Constitución, en los Tratados Interna-
cionales de los que el Estado mexicano sea parte y las leyes apli-
cables en la materia.
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Artículo 47. Alojamiento adecuado

Las personas adolescentes tienen derecho a ser alojados en Uni-
dades de Internamiento separados de los adultos, de acuerdo con 
su edad, género, salud física y situación jurídica.

Asimismo, al momento de cumplir los dieciocho años en cual-
quier etapa del procedimiento no podrán ser trasladados a un 
Centro de Internamiento para adultos, por lo que deberán ser 
ubicados en áreas distintas, completamente separadas del resto 
de la población menor de dieciocho años de edad.

Artículo 48. Incidir en el Plan Individualizado

La persona adolescente deberá ser escuchada y tomada en cuen-
ta para la elaboración y revisión del Plan Individualizado que 
deba cumplir. El Plan Individualizado podrá ser revisado y modi-
ficado a petición de la persona adolescente, sin necesidad de au-
diencia ante el Juez de Ejecución, siempre que la modificación no 
sea trascendental.

La persona adolescente, representantes legales y familiares, de-
berán conocer la finalidad de la medida de sanción impuesta, el 
contenido del Plan de Actividades y lo que se requiere de la per-
sona adolescente para cumplir con el mismo.

Artículo 49. Cercanía con sus familiares

La persona adolescente privada de la libertad tiene derecho a 
cumplir su medida en el Centro de Internamiento más cercano 
del lugar de residencia habitual de sus familiares, por lo que no 
podrá ser trasladada a otros Centros de Internamiento de mane-
ra arbitraria.

Únicamente, en casos de extrema urgencia de peligro para la vida 
de la persona adolescente o la seguridad del Centro de Interna-
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miento podrá proceder el traslado involuntario, sometiéndolo a 
revisión del Juez de Ejecución dentro de las veinticuatro horas 
siguientes. En estos casos, el traslado se hará al Centro de Inter-
namiento más cercano posible al lugar de residencia habitual de 
sus familiares.

Artículo 50. Acceso a medios de información

La persona adolescente privada de su libertad tiene derecho a 
tener acceso a medios de información tales como prensa escrita, 
radio y televisión que no perjudiquen su adecuado desarrollo.

Artículo 51. Educación

Las personas adolescentes tienen derecho a cursar el nivel edu-
cativo que le corresponda y a recibir instrucción técnica o forma-
ción práctica sobre un oficio, arte o profesión y enseñanza e ins-
trucción en diversas áreas del conocimiento.

Artículo 52. Equivalencia para el acceso al derecho a la salud

Para el ejercicio de su derecho a la salud, a las personas adoles-
centes privadas de la libertad se les deberá aplicar el principio 
de equivalencia. El principio de equivalencia consiste en proveer 
servicios de salud de calidad a las personas adolescentes privadas 
de libertad, equivalentes a los servicios públicos a que tendría 
derecho en externamiento.

En el caso de las madres adolescentes que convivan con su hija o 
hijo dentro de un Centro de Internamiento, este principio se hará 
extensivo a los mismos.

Artículo 53. Conservar la custodia

Las madres adolescentes tendrán derecho a permanecer con sus 
hijas e hijos menores de tres años mientras dure la medida de 
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internamiento, en lugares adecuados para ella y sus descendien-
tes dentro del Centro de Internamiento correspondiente. Asimis-
mo, tendrán derecho a recibir, de las autoridades competentes, 
los insumos y servicios necesarios para su desarrollo.

Una vez que la hija o el hijo han cumplido los tres años, el Órgano 
Jurisdiccional determinará su situación jurídica, siempre toman-
do en cuenta la opinión de la Procuraduría de Protección compe-
tente para garantizar su interés superior.

Artículo 54. Prohibición de aislamiento

Queda prohibido aplicar como medida disciplinaria a las perso-
nas adolescentes privadas de la libertad la medida de aislamien-
to. Únicamente en aquellos casos en que sea estrictamente nece-
sario para evitar o resolver actos de violencia generalizada o 
amotinamiento en los que esté directamente involucrada, la per-
sona adolescente podrá ser aislada por el menor tiempo posible 
y esta medida nunca deberá exceder de veinticuatro horas. En 
estos casos es responsabilidad de la Dirección del Centro de In-
ternamiento dar aviso inmediato a su Defensa. En ningún caso el 
aislamiento implicará la incomunicación.

Artículo 55. Recibir visita íntima

La persona adolescente emancipada privada de la libertad tendrá 
derecho a visita íntima sin que la autoridad del Centro de Inter-
namiento pueda calificar la idoneidad de la pareja. El mismo de-
recho aplica para las personas adolescentes que acrediten con-
cubinato, así como las personas mayores de dieciocho años de 
edad que se encuentren cumpliendo una medida de sanción en 
un Centro de Internamiento.

No podrá negarse la visita íntima de personas que tenga un efec-
to discriminatorio en términos del artículo 1o. de la Constitución. 
No podrá considerarse la suspensión de la visita íntima como una 
sanción disciplinaria.
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Artículo 56. Trabajo

Durante la ejecución de las medidas se dará prioridad a las acti-
vidades de capacitación para el trabajo, a fin de garantizar la in-
serción laboral y productiva de la persona adolescente en edad 
permitida, evitando que implique la realización de acciones que 
puedan ser clasificadas como trabajo peligroso o explotación la-
boral infantil.

Artículo 57. Derechos de las adolescentes en un Centro Especializado

Además de los derechos establecidos en el artículo anterior, las 
adolescentes con medida de internamiento tendrán derecho a:

 I. Recibir trato directo del personal operativo, tratándose 
de su salud podrá solicitar que la examine personal mé-
dico de sexo femenino. Se accederá a esta petición en la 
medida de lo posible, excepto en las situaciones que re-
quieran intervención médica urgente. Si pese a lo soli-
citado, la atención médica es realizada por personal 
médico de sexo masculino, deberá estar presente per-
sonal de sexo femenino del Centro Especializado;

 II. Contar con las instalaciones dignas y seguras y con los 
artículos necesarios para satisfacer las necesidades pro-
pias de su sexo;

 III. Recibir a su ingreso al Centro Especializado, la valora-
ción médica que deberá comprender un examen exhaus-
tivo a fin de determinar sus necesidades básicas y espe-
cíficas de atención de salud, y

 IV. Recibir la atención médica especializada, la cual deberá 
brindarse en hospitales o lugares específicos estableci-
dos en el Centro Especializado, en los términos estable-
cidos en la presente Ley.

Además de éstos, las madres adolescentes con medida de inter-
namiento tendrán los siguientes derechos:
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 I. A la maternidad, parto, puerperio y lactancia;
 II. A permanecer con sus hijas o hijos menores de tres años 

mientras dure la medida de privación de la libertad, en 
lugares adecuados para ella y sus descendientes y a re-
cibir de las autoridades competentes, los insumos y ser-
vicios necesarios para su desarrollo;

 III. Acceder, a los medios necesarios que les permitan a las 
mujeres con hijas e hijos a su cargo adoptar disposicio-
nes respecto a su cuidado, y

 IV. Para el caso de las mujeres que deseen conservar la cus-
todia de la hija o el hijo menor de tres años, durante su 
estancia en el Centro Especializado y no hubiera familiar 
que pudiera hacerse responsable en la familia de origen, 
la Autoridad Administrativa establecerá los criterios 
para garantizar el ingreso de la niña o el niño, ante lo 
cual se notificará a la Procuraduría de Protección com-
petente.

Por su parte, las hijas e hijos que acompañan a sus madres en un 
Centro Especializado tendrán los siguientes derechos:

 I. En el caso de que las hijas e hijos permanezcan con sus 
madres en el Centro Especializado, deberán recibir ali-
mentación adecuada y saludable acorde con su edad y 
sus necesidades de salud con la finalidad de contribuir 
a su desarrollo físico y mental;

 II. Recibir educación inicial para sus hijas e hijos, vestimen-
ta acorde a su edad y etapa de desarrollo, y atención 
pediátrica cuando sea necesario en caso de que perma-
nezcan con sus madres en el Centro Especializado, en 
términos de la legislación aplicable, y

 III. Los demás previstos en las disposiciones legales apli-
cables.

La Autoridad Administrativa coadyuvará con las autoridades co-
rresponsables, en el ámbito de su competencia, para proporcio-
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nar las condiciones de vida que garanticen el sano desarrollo de 
niñas y niños.

Las niñas y niños nacidos dentro del Centro Especializado tienen 
derecho a la identidad. Queda prohibida toda alusión a este lugar 
de nacimiento en el acta del registro civil correspondiente y en 
las certificaciones que se expidan. Será responsabilidad del Cen-
tro Especializado tramitar el acta de nacimiento.

En el supuesto de que la madre no deseara conservar la custodia 
de sus hijas e hijos, éstos serán entregados en un plazo no mayor 
a veinticuatro horas por parte de las autoridades del Centro Es-
pecializado a la Procuraduría de Protección competente, la que 
realizará los trámites correspondientes de acuerdo con la Ley 
General y demás legislación aplicable.

La institucionalización procederá como último recurso y por el 
menor tiempo posible, priorizando las opciones de cuidado en 
un entorno familiar.

La Autoridad Administrativa, deberá garantizar que en los Cen-
tros Especializados para mujeres haya espacios adecuados para 
el desarrollo integral de los hijos o hijas de las adolescentes o, en 
su defecto, para el esparcimiento del niño o niña en las visitas a su 
madre.

En el supuesto en el que las Autoridades determinen el traslado 
de una mujer adolescente embarazada o bien, cuando sus hijas o 
hijos vivan en el Centro Especializado con ella, se garantizará las 
condiciones idóneas de acuerdo al interés superior de la niñez.

Las disposiciones reglamentarias preverán un régimen específico 
de visitas para hijas e hijos que no convivan con la madre en el 
Centro Especializado. Estas visitas se realizarán sin restricciones 
de ningún tipo en cuanto a frecuencia e intimidad, y su duración 
y horario se ajustarán a la organización interna de los Centros.
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Artículo 58. Obligaciones de las personas adolescentes  
sujetas a medidas cautelares o de sanción

Las personas adolescentes sujetas a una medida cautelar o de 
sanción, deberán observar las disposiciones administrativas dis-
ciplinarias que correspondan.

Capítulo III 
Derechos de las Víctimas

Artículo 59. Derechos de las víctimas

Las víctimas u ofendidos por la realización de hechos señalados 
como delitos por las leyes penales federales y de las entidades 
federativas, tendrán todos los derechos reconocidos en la Cons-
titución, el Código Nacional y demás legislación aplicable.

La Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas y las comisiones 
ejecutivas de las entidades federativas, dentro de sus respectivos 
ámbitos de competencia, proporcionarán la asistencia, ayuda, 
atención y reparación integral a las víctimas en términos de la 
Ley General de Víctimas y demás legislación aplicable.

Artículo 60. Reparación del daño a la víctima u ofendido

La persona adolescente tendrá la obligación de resarcir el daño 
causado a la víctima u ofendido, así como de restituir la cosa da-
ñada por su conducta o entregar un valor sustituto. En todo caso, 
se procurará que el resarcimiento guarde relación directa con el 
hecho realizado, el bien jurídico lesionado y provenga del esfuer-
zo propio de la persona adolescente, sin que provoque un trasla-
do de responsabilidad hacia su padre, madre, representante legal 
o a algún tercero.

La restitución se podrá obtener de la siguiente forma:

 I. Trabajo material encaminado en favor de la reparación 
directa del bien dañado;
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 II. Pago en dinero o en especie mediante los bienes, dinero 
o patrimonio del adolescente, y

 III. Pago en dinero con cargo a los ingresos laborales o de 
trabajo del adolescente.

Las medidas a que se refieren las fracciones anteriores se reali-
zarán por el acuerdo de voluntades de las partes; el Ministerio 
Público Especializado en Adolescentes competente sancionará, 
en todos los casos, los mecanismos por el que se pretenda reali-
zar la reparación del daño.

El pago a la víctima u ofendido, podrá aplicarse con cargo al Fon-
do de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral de la Comisión 
Ejecutiva de Atención a Víctimas o su similar en las entidades 
federativas, conforme a lo establecido por la Ley General de Víc-
timas y leyes correspondientes en las entidades federativas, res-
pecto a la compensación subsidiaria.

TÍTULO III 
COMPETENCIA

Capítulo Único 
Reglas Generales

Artículo 61. Reglas Generales

Será competente para conocer de un asunto el Órgano Jurisdiccional 
del lugar en el que ocurrió el hecho que la ley señale como delito.

Para determinar la competencia de los órganos federales o loca-
les, según corresponda, se observarán las siguientes reglas:

 I. Los órganos del fuero común tendrán competencia so-
bre los hechos cometidos dentro de la circunscripción 
en la que ejerzan sus funciones;
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 II. Cuando el hecho este catalogado como delito del orden 
federal, será competencia de los órganos jurisdicciona-
les federales;

 III. Cuando el hecho sea del orden federal pero exista com-
petencia concurrente, deberán conocer los órganos del 
fuero común, en los términos que dispongan las leyes;

 IV. En caso de concurso de delitos, el Ministerio Público de 
la Federación podrá conocer de los delitos del fuero co-
mún que tengan conexidad con delitos federales cuando 
lo considere conveniente; asimismo los órganos juris-
diccionales federales, en su caso, tendrán competencia 
para juzgarlos. Para la aplicación de sanciones y medi-
das de seguridad en delitos del fuero común, se atende-
rá a la legislación de su fuero de origen. En tanto la Fe-
deración no ejerza dicha facultad, las autoridades 
estatales estarán obligadas a asumir su competencia en 
términos de la fracción I de este artículo;

 V. Cuando el lugar de comisión del hecho sea desconocido, 
será competente el Órgano Jurisdiccional de la circuns-
cripción judicial dentro de cuyo territorio haya sido de-
tenida la persona adolescente, a menos que haya preve-
nido el Órgano Jurisdiccional de la circunscripción 
judicial donde resida. Si, posteriormente, se descubre el 
lugar de comisión del hecho, continuará la causa el Ór-
gano Jurisdiccional de este último lugar, y

 VI. Cuando el hecho haya iniciado su ejecución en un lugar 
y haya surtido sus efectos en dos o más lugares distin-
tos, el conocimiento corresponderá, a prevención, al 
Órgano Jurisdiccional de cualquiera de los lugares.

Artículo 62. Competencia Auxiliar

El Poder Judicial de la Federación establecerá el mecanismo más 
propicio para determinar el lugar de sus órganos jurisdiccionales, 
mediante el uso eficiente de los recursos.
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Cuando en el lugar de los hechos no se cuente con un Órgano 
Jurisdiccional federal, por vía de auxilio la competencia para co-
nocer del asunto recaerá en los órganos jurisdiccionales locales.

TÍTULO IV 
AUTORIDADES, INSTITUCIONES Y ÓRGANOS

Capítulo I 
Disposiciones Generales

Artículo 63. Especialización de los órganos del Sistema Integral de 
Justicia Penal para Adolescentes

El Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes deberá 
contar con los siguientes órganos especializados:

 I. Ministerio Público;
 II. Órganos Jurisdiccionales;
 III. Defensa Pública;
 IV. Facilitador de Mecanismos Alternativos;
 V. Autoridad Administrativa, y
 VI. Policías de Investigación.

Dichos órganos deberán contar con el nivel de especialización 
que permita atender los casos en materia de justicia para adoles-
centes, conforme a lo previsto en la presente Ley y las demás 
disposiciones normativas aplicables.

Artículo 64. Especialización de los operadores  
del Sistema Integral

Los operadores del Sistema son todas aquellas personas que for-
man parte de los órganos antes mencionados y deberán contar 
con un perfil especializado e idóneo que acredite los siguientes 
conocimientos y habilidades:



54

NORMATIVIDAD NACIONAL E INTERNACIONAL EN MATERIA DE JUSTICIA
PARA ADOLESCENTES QUE INFRINGEN LA LEY PENAL (I)

 I. Conocimientos interdisciplinarios en materia de dere-
chos de niñas, niños y adolescentes;

 II. Conocimientos específicos sobre el Sistema Integral de 
Justicia Penal para Adolescentes;

 III. Conocimientos del sistema penal acusatorio, las medidas 
de sanción especiales y la prevención del delito para 
adolescentes, y

 IV. El desarrollo de habilidades para el trabajo con adoles-
centes en el ámbito de sus respectivas competencias.

La especialización de los funcionarios del Sistema podrá llevarse 
a cabo mediante convenios de colaboración con instituciones 
académicas públicas.

Artículo 65. Servicio Profesional de Carrera

Se deberán determinar los criterios para el ingreso, promoción y 
permanencia de sus funcionarios y operadores del Sistema Inte-
gral de Justicia Penal para Adolescentes conforme a las disposi-
ciones aplicables al servicio profesional de carrera que, en su 
caso, corresponda.

Capítulo II 
Del Ministerio Público Especializado

Artículo 66. El Ministerio Público Especializado  
en Justicia para Adolescentes

Las Procuradurías Generales de Justicia o Fiscalías de las entida-
des federativas contarán con agentes del Ministerio Público o Fis-
cales Especializados en Justicia para Adolescentes que, además 
de las obligaciones y atribuciones previstas por la Constitución, 
los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea 
parte, el Código Nacional y leyes aplicables, tendrán las siguientes:

 I. Garantizar el respeto y cumplimiento de los derechos y 
garantías de las personas adolescentes;
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 II. Garantizar que desde el momento en que sea puesto a 
su disposición, la persona adolescente se encuentre en 
un lugar adecuado a su condición de persona en desa-
rrollo y diferente al destinado a los adultos;

 III. Prevenir a la persona adolescente, desde el momento en 
el que sea puesto a su disposición, sobre su derecho a 
nombrar un defensor y, en caso de no contar con uno, 
informar de inmediato a la Defensoría Pública para que 
le sea designado un defensor;

 IV. Informar de inmediato a la persona adolescente, a sus 
familiares, al defensor y, en su caso, a la persona que 
designe como persona en quien confíe, sobre su situa-
ción jurídica y los derechos que le asisten;

 V. Llevar a cabo las diligencias correspondientes para com-
probar la edad de la persona detenida;

 VI. Otorgar a la persona adolescente, defensor y, en su caso, 
a su familia, la información sobre la investigación, salvo 
los casos excepcionales previstos en el Código Nacional;

 VII. Garantizar, siempre que resulte procedente, la aplicación 
de criterios de oportunidad, en los términos de esta Ley, 
el Código Nacional y demás disposiciones aplicables;

 VIII. Garantizar, siempre que resulte procedente, la utiliza-
ción de mecanismos alternativos, a fin de cumplir con 
los principios de mínima intervención y subsidiariedad;

 IX. Garantizar que no se divulgue la identidad de la persona 
adolescente y de la víctima u ofendido, y

 X. Las demás que establece esta Ley.

Capítulo III 
De la Defensa

Artículo 67. Obligaciones de los defensores  
en justicia para adolescentes

La defensa, además de las obligaciones y atribuciones previstas 
por la Constitución, los Tratados Internacionales de los que el 
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Estado mexicano sea parte, el Código Nacional y las leyes aplica-
bles, tendrán las siguientes:

 I. Realizar entrevistas para mantener comunicación cons-
tante con la persona adolescente y con sus responsables 
para informarles del estado del procedimiento;

 II. Informar de inmediato a las autoridades correspondien-
tes cuando no se respeten los derechos de la persona 
adolescente o sea inminente su violación;

 III. Informar de inmediato a la persona adolescente su si-
tuación jurídica, así como los derechos y garantías que 
le otorgan las disposiciones legales aplicables, y

 IV. Realizar todos los trámites o gestiones necesarios que 
garanticen a la persona adolescente una defensa técnica 
y adecuada.

Capítulo IV 
De las Autoridades de Mecanismos Alternativos

Artículo 68. Obligaciones de los Órganos de Mecanismos Alternativos

Para la adecuada aplicación de esta Ley, se establece como obli-
gaciones de los Órganos de Mecanismos Alternativos de las enti-
dades federativas, las siguientes:

 I. Si el Órgano de Mecanismos Alternativos se encuentra 
en sede ministerial, contar con el número necesario, de 
acuerdo a la incidencia de casos, de facilitadores que 
además de estar certificados conforme a la Ley de Me-
canismos Alternativos, estén especializados en justicia 
para adolescentes conforme a esta Ley;

 II. Si el Órgano de Mecanismos Alternativos se encuentra 
en sede judicial, deberá canalizar los casos del Sistema 
de Justicia para Adolescentes al Órgano de Mecanismos 
Alternativos en sede ministerial, a menos que cuente 
con facilitadores especializados conforme a esta Ley. La 
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distribución de casos se hará conforme a la Ley de Me-
canismos Alternativos y el Código Nacional;

 III. Celebrar convenios de colaboración para el estableci-
miento de redes de apoyo y coordinación con institucio-
nes públicas o privadas en materia de justicia para ado-
lescentes, que le permitan atender de manera más 
integral estos casos;

 IV. Difundir los servicios que otorga en materia de justicia 
para adolescentes y, en general, los mecanismos alter-
nativos de solución de controversias y la justicia restau-
rativa;

 V. Llevar el registro y estadística de casos, desagregados 
para la materia de justicia para adolescentes, en los tér-
minos de esta Ley, el Código Nacional, la Ley de Meca-
nismos Alternativos y demás disposiciones aplicables;

 VI. Las demás que establezca esta Ley o la normativa apli-
cable.

Artículo 69. Funciones de los Facilitadores

Son obligaciones de los facilitadores:

 I. Cumplir con la especialización en los términos de esta 
Ley y de las disposiciones aplicables en materia de jus-
ticia para adolescentes;

 II. Vigilar que en los mecanismos alternativos no se afecten 
derechos de terceros, disposiciones de orden público o 
interés social;

 III. Cumplir con los principios de los mecanismos alterna-
tivos establecidos en esta Ley y asegurarse, en la medi-
da de sus posibilidades, de que los auxiliares, apoyo 
administrativo o demás personas que intervengan en 
los mecanismos alternativos a su cargo los cumplan 
también;

 IV. Proponer al Órgano de Mecanismos Alternativos al que 
pertenezca, en los términos de la ley respectiva, la cele-
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bración de convenios de colaboración para formar redes 
de apoyo en materia de justicia para adolescentes;

 V. En los términos del principio de honestidad contempla-
do en esta Ley, excusarse de intervenir en los asuntos en 
los que no se considere técnicamente capaz, por las cir-
cunstancias del caso, de llevar a cabo la facilitación con 
la pericia suficiente, pudiendo solicitar al Órgano de 
Mecanismos Alternativos que le permita facilitar con 
otro especialista;

 VI. Dar por concluido el proceso de mediación cuando no 
logre un equilibrio de poder, en los términos del princi-
pio de equidad contemplado en esta Ley;

 VII. Evitar sesiones conjuntas entre víctimas u ofendidos y 
personas adolescentes en los procesos restaurativos, 
cuando considere que podría ser riesgoso para alguna 
de las partes o contrario a los objetivos de la justicia 
restaurativa, y

 VIII. Las demás establecidas en esta Ley, en la Ley de Mecanis
mos Alternativos u otros ordenamientos aplicables.

Capítulo V 
De los Jueces y Magistrados Especializados

Artículo 70. De los Órganos Jurisdiccionales  
Especializados en adolescentes

Además de las facultades y atribuciones previstas en el Código 
de Procedimientos, la Ley de Ejecución y otras disposiciones apli-
cables, los Jueces de Control, los Tribunales de Juicio Oral, los 
Jueces de Ejecución y los Magistrados Especializados en Justicia 
para Adolescentes de la Federación, y de las entidades federativas 
tendrán las facultades que les confiere esta Ley.
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Capítulo VI 
De las Autoridades de Ejecución de Medidas

Artículo 71. Autoridad Administrativa

En la Federación y en las entidades federativas, en el ámbito de 
sus respectivas competencias, habrá una Autoridad Administra-
tiva especializada dependiente de la Administración Pública Fe-
deral o estatal con autonomía técnica, operativa y de gestión que 
independientemente de su organización administrativa, contará 
con las siguientes áreas:

A. Área de evaluación de riesgos;
B. El Área de seguimiento y supervisión de medidas cautelares 

distintas a la prisión preventiva y de suspensión condicional 
del proceso;

C. Área de seguimiento y supervisión de medidas de sanción 
no privativas de la libertad;

D. Área de seguimiento y supervisión de medidas de sanción 
privativas de la libertad.

Que para su ejercicio tendrá las siguientes atribuciones:

 I. Celebrar convenios con instituciones públicas y privadas 
para el cumplimiento de lo dispuesto en el presente ar-
tículo;

 II. Coordinar acciones con las demás autoridades del Sis-
tema Integral de Justicia Penal para Adolescentes;

 III. Diseñar y ejecutar el Plan Individualizado de Activida-
des, así como el Plan Individualizado de Ejecución;

 IV. Realizar entrevistas, así como visitas no anunciadas en 
el domicilio o en el lugar en donde se encuentre la per-
sona adolescente;

 V. Verificar la localización de la persona adolescente en su 
domicilio o en el lugar en donde se encuentre, cuando 
la modalidad de la medida cautelar, suspensión condi-
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cional del proceso o medida de sanción impuesta por la 
autoridad judicial, así lo requiera;

 VI. Requerir a la persona adolescente proporcione muestras, 
sin previo aviso, para detectar el posible uso de alcohol 
o drogas prohibidas, o el resultado del examen de las 
mismas, cuando así se requiera por la autoridad admi-
nistrativa o judicial;

 VII. Proporcionar todos los servicios disponibles para la ple-
na reinserción y reintegración familiar y social de las 
personas adolescentes, en coordinación con las autori-
dades corresponsables y coadyuvantes que se conside-
re conveniente;

 VIII. Conservar actualizada una base de datos sobre las me-
didas y condiciones impuestas, su seguimiento y con-
clusión;

 IX. Solicitar a la persona adolescente la información que sea 
necesaria para verificar el cumplimiento de las medidas 
y condiciones impuestas;

 X. Canalizar a la persona adolescente a servicios sociales 
de asistencia, públicos o privados, en materia de salud, 
educación, vivienda, apoyo jurídico y de adquisición de 
habilidades y destrezas para el desempeño de un oficio, 
arte, industria o profesión, cuando la modalidad de la 
medida cautelar, de la suspensión condicional del pro-
ceso, o la medida de sanción impuesta así lo requiera;

 XI. Adoptar las acciones necesarias para proteger la inte-
gridad física y psicológica de las personas adolescentes 
que estén bajo su responsabilidad en la medida de san-
ción de internamiento; solicitar y proporcionar infor-
mación a las instituciones públicas, así como atender las 
solicitudes de apoyo que se le realicen;

 XII. Llevar un registro actualizado de las instituciones pú-
blicas y privadas que participen en la ejecución de las 
medidas cautelares o de sanción, y los planes para su 
cumplimiento, así como de las condiciones impuestas 
en la suspensión condicional del proceso, y disponer lo 
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conducente para que esté a disposición del Órgano Ju-
risdiccional, en caso de que se solicite;

 XIII. Supervisar a las áreas que la componen;
 XIV. Asegurar que todo el personal que tiene trato con las 

personas adolescentes, incluyendo el de seguridad, sea 
especializado;

 XV. Implementar los criterios relativos a los procedimientos 
de ingreso, permanencia, evaluación, estímulos, promo-
ción y remoción del personal especializado, de acuerdo 
a lo establecido en esta Ley;

 XVI. Participar en el diseño e implementar la política pública 
correspondiente al Sistema;

 XVII. Llevar un registro de las fechas de cumplimiento de las 
medidas impuestas a las personas sujetas a esta Ley;

 XVIII. Informar a las autoridades correspondientes y a las par-
tes de cualquier violación a los derechos de las personas 
adolescentes, así como las circunstancias que podrían 
afectar el ejercicio de los mismos;

 XIX. Informar a la defensa de la fecha de cumplimiento de la 
mi tad de la duración de las medidas privativas de libertad;

 XX. Las demás atribuciones que esta Ley le asigne y las que 
se establezcan en otras leyes siempre que no se opongan 
a lo dispuesto en esta, y

 XXI. Los planes y programas diseñados por la Autoridad Ad-
ministrativa y las áreas de evaluación y ejecución de las 
medidas, que lo componen deberán considerar la polí-
tica general en materia de protección de adolescentes a 
nivel nacional, así como en materia de ejecución de las 
medidas y de reinserción social para las personas suje-
tas a esta Ley.

Artículo 72. Áreas especializadas de la Autoridad Administrativa

 I. El Área de Evaluación de Riesgos contará con las siguien
tes atribuciones:
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a) Entrevistar a las personas adolescentes detenidas o 
citadas a la audiencia inicial para obtener sus datos 
socioambientales sobre riesgos procesales;

b) Evaluar los riesgos procesales para la determinación 
de las medidas cautelares;

c) Proporcionar a las partes el resultado de la evalua-
ción de riesgos procesales;

d) Realizar solicitudes de apoyo para la obtención de 
información a las áreas con funciones similares de la 
Federación o de las entidades federativas y, en su 
caso, atender las que les sean requeridas, y

e) Las demás que establezca la legislación aplicable.

 II. El Área de Seguimiento y supervisión de medidas cau-
telares distintas a la prisión preventiva y de suspensión 
condicional del proceso, contará con las siguientes atri-
buciones:
a) Supervisar y dar seguimiento a las medidas cautela-

res impuestas, distintas a la prisión preventiva, y a la 
suspensión condicional del proceso;

b) Entrevistar periódicamente a la víctima o testigo del 
delito, con el objeto de dar seguimiento al cumpli-
miento de la medida cautelar impuesta o las condi-
ciones de la suspensión condicional del proceso, 
cuando la modalidad de la decisión judicial así lo re-
quiera, y canalizarlos, en su caso, a la autoridad co-
rrespondiente;

c) Informar al Órgano Jurisdiccional, el cambio de las 
circunstancias que sirvieron de base para imponer la 
medida, sugiriendo, en su caso, la modificación o cam
bio de la misma. La autoridad jurisdiccional notifica-
rá tal circunstancia a las partes, y

d) Las demás que establezca la legislación aplicable.

 III. El Área de Seguimiento y supervisión de medidas de 
sanción no privativas de la libertad contará con las si-
guientes atribuciones:
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a) Cumplir con las resoluciones y requerimientos del 
Juez de Ejecución;

b) Supervisar el cumplimiento de las medidas de san-
ción impuestas e informar al Órgano Jurisdiccional, 
en caso de que se dé un incumplimiento a las mismas;

c) Supervisar que las personas e instituciones públicas 
y privadas a las que la autoridad administrativa en-
cargue el cuidado de la persona adolescente, cumplan 
las obligaciones contraídas, y

d) Las demás que establezca la legislación aplicable.
 IV. Los Centros de Internamiento contarán con las siguien-

tes atribuciones:
a) Ejecutar las medidas de internamiento preventivo y 

de internamiento, en los términos señalados por el 
Órgano Jurisdiccional;

b) Procurar la plena reintegración y reinserción social y 
familiar de las personas sujetas a esta Ley;

c) Cumplir con las resoluciones y requerimientos del 
Órgano Jurisdiccional;

d) Hacer uso legítimo de la fuerza para garantizar la se-
guridad e integridad de las personas sujetas a esta 
Ley, la disciplina en la Unidad de Internamiento y evi-
tar daños materiales. En todos los casos deberá infor-
mar inmediatamente al titular de la Autoridad Admi-
nistrativa sobre la aplicación de las medidas 
adoptadas. Al hacer uso legítimo de la fuerza, las au-
toridades deberán tomar en cuenta el interés supe-
rior de la niñez y utilizarán el medio idóneo, propor-
cional y menos lesivo para éste y sólo por el tiempo 
estrictamente necesario para mantener o restablecer 
el orden o la seguridad, y

e) Las demás que establezcan otras disposiciones.

Sin prejuicio de las facultades que se señalan para cada área es-
pecializada, estas contarán con las siguientes atribuciones:
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a) Verificar los datos proporcionados por las personas adoles-
centes;

b) Informar por escrito al titular de la Autoridad Administra-
tiva, cada tres meses, salvo el caso del Área de Evaluación 
de Riesgo, sobre la forma en que está siendo ejecutada la 
medida, cualquier obstáculo que se presente para el cum-
plimiento de la misma, así como el comportamiento y esta-
do general de las personas adolescentes, y

c) Proponer a la Autoridad Administrativa la suscripción de 
convenios que sean necesarios para la realización de sus 
atribuciones.

Capítulo VII 
De las Autoridades Auxiliares en el Sistema Integral

Artículo 73. Autoridades Auxiliares

Los órganos del Sistema podrán auxiliarse de la Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos y de los organismos de protección 
de los derechos humanos de las entidades federativas.

Las policías y servicios periciales que actúen como auxiliares del 
Ministerio Público, también deberán acreditar que su personal 
cuenta con capacitación en materia de derechos de niñas, niños 
y adolescentes.

Artículo 74. Obligaciones generales  
para las instituciones de Seguridad Pública

El Sistema Nacional de Seguridad Pública dará seguimiento para 
que todos los elementos de las instituciones de seguridad públi-
ca reciban capacitación conforme a protocolos, que deberá dise-
ñar y aprobar, en materia de detención y medidas especiales para 
la protección de los derechos de las personas adolescentes.
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Los elementos de las instituciones de seguridad pública que in-
tervengan en la detención de alguna persona adolescente, ade-
más de las obligaciones que establezcan otros ordenamientos 
legales aplicables, deberán:

 I. Utilizar un lenguaje sencillo y comprensible cuando se 
dirija a ésta;

 II. Abstenerse de esposar a las personas adolescentes de-
tenidas, a menos que exista un riesgo real inminente y 
fundado de que la persona pueda causar un daño para 
sí o para otros;

 III. Hacer uso razonable de la fuerza únicamente en caso de 
extrema necesidad y hacerlo de manera legítima, pro-
porcional, gradual y oportuna;

 IV. Permitir que la persona adolescente detenida sea acom-
pañada por quienes ejercen la patria potestad, tutela o 
por persona de su confianza;

 V. Realizar inmediatamente el Registro de la detención;
 VI. Informar al adolescente la causa de su detención y los 

derechos que le reconocen los ordenamientos aplica-
bles, y

 VII. Poner a la persona adolescente inmediatamente y sin 
demora, a la disposición del Agente del Ministerio Pú-
blico Especializado.

Los guías técnicos de los Centros de Internamiento estarán for-
mados y certificados en materia de los derechos humanos de 
niñas, niños y adolescentes, así como de los derechos del Sistema.

Las instituciones policiales deberán contar con programas de 
formación básica y actualización permanente, respecto al trato 
con las personas sujetas a esta Ley, salvaguardando en todo mo-
mento los principios del interés superior de la niñez.

En la investigación de los hechos señalados como delitos atribui-
dos a las personas sujetas a esta Ley, las policías deberán contar 
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con capacitación especializada en materia del Sistema Integral 
de Justicia Penal para Adolescentes, y actuarán bajo estricto ape-
go a los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesio-
nalismo, honradez y respeto a los derechos humanos, así como a 
las obligaciones establecidas en esta Ley, y las demás disposicio-
nes aplicables.

En los casos de detención en flagrancia, serán válidas las actua-
ciones de la policía, siempre que no contravengan los principios 
previstos en esta Ley, los derechos de las personas adolescentes 
establecidas en la misma y las demás disposiciones legales apli-
cables.

La policía por ningún motivo podrá exhibir o exponer pública-
mente a las niñas, niños y adolescentes; ni publicar o divulgar 
grabación, filmación, imagen o cualquier otra información rela-
cionada con los mismos.

Artículo 75. Consultores técnicos y peritos

Los consultores técnicos o peritos que intervengan en el proce-
dimiento en las materias relativas a medicina, psicología, crimi-
nología, sociología, pedagogía, antropología, trabajo social y ma-
terias afines, deberán contar con una certificación expedida por 
una institución educativa de reconocimiento oficial, o bien, por una 
práctica profesional en la materia, por una plazo razonablemen-
te prolongado y un prestigio o reconocimiento adquirido en ella, 
que respalde su conocimiento amplio y actualizado en materia de 
niñas, niños y adolescentes.

Artículo 76. Organizaciones Coadyuvantes

Los órganos especializados podrán celebrar convenios con insti-
tuciones privadas, organizaciones no gubernamentales y de la 
sociedad civil sin fines de lucro, para coadyuvar en materia de 
capacitación para el trabajo, educativa, laboral, de salud, cultural 
y deporte.
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Los operadores y demás autoridades del Sistema, en el ámbito de 
sus respectivas competencias, deberán asegurarse que las insti-
tuciones privadas y organizaciones de la sociedad civil, inscritas 
conforme a la ley aplicable, cuentan con los requerimientos y condi
ciones necesarios para brindar el servicio en el que auxilian, con 
base en el convenio antes señalado. Para ello, la autoridad res-
ponsable deberá realizar consultas con la Secretaría Ejecutiva del 
Sistema Nacional de Protección sobre las condiciones, requisitos 
y seguimiento que deban de exigir a las instituciones privadas y 
organizaciones de la sociedad civil que coadyuven con la ejecu-
ción de medidas impuestas a las personas adolescentes.

Artículo 77. Coordinación y Colaboración de otras autoridades

Los poderes judicial y ejecutivo competentes, se organizarán, en 
el ámbito de sus respectivas competencias, para el cumplimiento 
y aplicación de esta Ley y demás normatividad aplicable, así 
como para la cooperación con las autoridades administrativas e 
instituciones que intervienen en la ejecución de las medidas cau-
telares y de sanción.

Son autoridades corresponsables para el cumplimiento de esta 
Ley, la Secretaría de Desarrollo Social, la Secretaría de Economía, 
la Secretaría de Educación Pública, la Secretaría de Salud, la Se-
cretaría del Trabajo y Previsión Social y la Comisión Nacional del 
Deporte, o sus equivalentes en las entidades federativas, así como 
las demás que por la naturaleza de sus atribuciones deban inter-
venir en el cumplimiento de la presente Ley.

Encabezada por la Secretaría de Gobernación o su equivalente en 
las entidades federativas, se establecerán comisiones intersecre-
tariales que incluirán a todas las autoridades corresponsables es-
tablecidas en esta Ley a nivel federal y en cada entidad federativa.

Adicionalmente proporcionarán los programas de servicios para 
la reinserción al interior de los Centros de Internamiento y para la 
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ejecución de las medidas a nivel federal y estatal, así como para 
favorecer la inclusión educativa, social y laboral de las personas 
adolescentes privadas de la libertad próximas a ser externadas. 
Las autoridades corresponsables en las entidades federativas 
establecerán su propia comisión a fin de cumplir con los mismos 
fines a nivel local.

La Autoridad Administrativa y las autoridades corresponsables 
podrán implementar mecanismos de participación y firmar con-
venios de colaboración con organizaciones de la sociedad civil a 
fin de diseñar, implementar o brindar servicios en el cumplimien-
to de las medidas.

La Autoridad Administrativa y las autoridades corresponsables, 
conforme a sus presupuestos, establecerán centros de atención 
para el cumplimiento de medidas no privativas de la libertad y 
formarán redes de colaboración en beneficio de las personas ado-
lescentes y a sus familiares a fin de prestar el apoyo necesario 
para facilitar la reinserción social, procurar su vida digna y pre-
venir la reincidencia.

Capítulo VIII 
Sistema Nacional de Información Estadística del Sistema Integral  

de Justicia Penal para Adolescentes

Artículo 78. Sistematización de la información

Las Procuradurías, Fiscalías y los Tribunales Superiores de Jus-
ticia, las instituciones de Seguridad Pública, las Unidades de Me-
didas Cautelares, los Órganos de Mecanismos Alternativos y las 
Autoridades Administrativas de las entidades, deberán recopilar 
y sistematizar la información estadística del Sistema.

La información sistematizada deberá cumplir las disposiciones 
de la presente Ley relativas a la protección de la identidad de la 
persona adolescente y las partes involucradas en el proceso.
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La información estadística deberá ser pública, siempre y cuando 
no obstaculice la investigación, los mecanismos alternativos, el 
procesamiento judicial y la ejecución penal de los casos.

Las autoridades obligadas por este artículo deberán colaborar 
con el Sistema Nacional de Protección Integral de Niñas, Niños y 
Adolescentes y con el Instituto Nacional de Estadística y Geogra-
fía para obtener la información con fines estadísticos que estos 
últimos requieran.

Artículo 79. Obligaciones del Instituto Nacional  
de Estadística y Geografía

El Instituto recabará información estadística sobre características 
demográficas de las personas adolescentes que son parte del Sis-
tema y su situación jurídica. De igual forma, el Instituto recabará 
la información sobre los delitos, procesos; medidas cautelares; 
mecanismos y salidas alternativas; y ejecución de medidas de 
sanción no privativas y privativas de libertad. De la misma forma, 
recolectará información sobre las víctimas de los delitos por los 
cuales fueron sujetos a proceso, entre otras cosas.

El Instituto deberá llevar a cabo la recopilación y procesamiento 
de la información con el apoyo de expertos especialistas en ma-
teria de justicia para adolescentes, así como capacitar al personal 
que encuestará a las personas adolescentes, en su caso, conforme 
a los principios generales del Sistema.

Artículo 80. Registros en materia de Seguridad

El Sistema Nacional de Información Estadística del Sistema Inte-
gral de Justicia Penal para Adolescentes compartirá los registros 
administrativos, que por su naturaleza estadística sean requeri-
dos por el Instituto para el adecuado desarrollo de los Censos 
Nacionales de Gobierno, Seguridad Pública y Sistema Penitencia-
rio, así como de la Encuesta Nacional de Población Privada de la 
Libertad.
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Para el caso de los Censos Nacionales de Gobierno, Seguridad 
Pública y Sistema Penitenciario, el Instituto recolectará y publi-
cará los datos estadísticos sobre infraestructura y recursos hu-
manos y materiales con los que cuentan las Unidades de Interna-
miento, en el marco del Subsistema Nacional de Información de 
Gobierno, Seguridad Pública e Impartición de Justicia.

Artículo 81. Información sobre las personas  
adolescentes privadas de libertad

La Encuesta Nacional de Adolescentes en el Sistema de Justicia 
Penal tendrá como finalidad generar información estadística que 
permita conocer las condiciones de procesamiento e interna-
miento de las personas adolescentes privadas de la libertad, su 
perfil demográfico y socioeconómico, los delitos por los que fue-
ron procesados o sentenciados, entre otras características.

Dicha encuesta se levantará de manera periódica y conforme a 
criterios estadísticos y técnicos, será de tipo probabilística, in-
cluirá a las personas adolescentes que cumplen una medida de 
sanción no privativa de libertad y a la población privada de la 
libertad tanto del fuero común, como federal y será representa-
tiva a nivel nacional y estatal.

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía realizará dicha 
Encuesta conforme a su presupuesto. Asimismo, las Unidades de 
Internamiento seleccionadas en la muestra determinada para la 
Encuesta deberán brindar todas las facilidades al Instituto para 
realizar entrevistas directas a la población privada de la libertad.

El levantamiento de la Encuesta, así como la información propor-
cionada en ella, no podrá tener efectos negativos ni otorgar be-
neficios en el proceso penal ni en el cumplimiento de la medida 
de la persona adolescente. La Encuesta sólo podrá realizarse 
previo consentimiento informado de la persona adolescente, 
quien podrá consultar a su defensor o persona responsable.
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LIBRO SEGUNDO 
MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS 

Y FORMAS DE TERMINACIÓN ANTICIPADA

TÍTULO I 
MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS

Capítulo I 
Disposiciones Generales

Artículo 82. Objeto

Las disposiciones de este Título tienen por objeto regular los me-
canismos alternativos de solución de controversias en materia 
de justicia penal para adolescentes, que puedan derivar en un 
acuerdo reparatorio o en un plan de reparación y propuesta de 
condiciones por cumplir para una suspensión condicional del 
proceso, siempre que sea procedente.

Artículo 83. Principios de los mecanismos alternativos  
de solución de controversias

Son principios de los mecanismos alternativos de solución de 
controversias para adolescentes, además de los previstos en la 
Ley de Mecanismos Alternativos, los siguientes:

 I. Equidad en los procesos restaurativos: En el caso de los 
procesos restaurativos, el trato será diferenciado entre 
la persona adolescente y la víctima u ofendido, partien-
do de la base de que, una persona que causó daños, debe 
resarcir a otra; sin embargo, el facilitador se asegurará 
de que el acuerdo alcanzado es comprendido y percibi-
do como justo por todas las partes;

 II. Honestidad del personal especializado en su aplicación: 
El facilitador valorará sus propias capacidades y limita-
ciones para conducir los mecanismos alternativos, y
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 III. Enfoque diferencial y especializado: Los facilitadores 
llevarán a cabo los ajustes pertinentes en consideración 
del mayor riesgo de exclusión de las personas intervi-
nientes en los procedimientos previstos en esta Ley en 
razón de su edad, género, etnia y condición de discapa-
cidad.

Artículo 84. Mecanismos alternativos

Los mecanismos aplicables en materia de justicia para adoles-
centes son la mediación y los procesos restaurativos.

Capítulo II 
La Mediación

Artículo 85. Concepto

La mediación es el mecanismo voluntario mediante el cual la per-
sona adolescente, su representante y la víctima u ofendido, buscan, 
construyen y proponen opciones de solución a la controversia.

El facilitador durante la mediación propicia la comunicación y el 
entendimiento mutuo entre los intervinientes para que logren 
alcanzar una solución a su conflicto por sí mismos.

Artículo 86. Desarrollo de la sesión

El desarrollo de las sesiones se llevará a cabo de acuerdo a lo 
establecido en la Ley de Mecanismos Alternativos, en un lengua-
je claro, sencillo y comprensible para la persona adolescente.

En el caso de que los intervinientes logren alcanzar un acuerdo o 
plan de reparación y propuestas de condiciones por cumplir que 
consideren idóneos para resolver la controversia, el facilitador lo 
registrará y lo preparará para la firma de los intervinientes de 
conformidad con las disposiciones aplicables previstas en esta Ley.
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Artículo 87. Oralidad de las sesiones y encuentro entre las partes

Todas las sesiones de mediación serán orales. Sólo se registrará 
el acuerdo alcanzado o plan de reparación alcanzado y propues-
tas de condiciones por cumplir, en su caso.

Cuando por alguna circunstancia no pueda tenerse un encuentro 
entre las partes o no se considere conveniente por parte del faci-
litador, podrá realizarse la mediación a través de éste, con en-
cuentros separados. Esto será excepcional, debiendo intentarse 
como regla general que se encuentren las partes presentes.

CAPÍTULO III 
Los Procesos Restaurativos

Artículo 88. Modelos aplicables

Para alcanzar un resultado restaurativo, se pueden utilizar los 
siguientes modelos de reunión: víctima con la persona adoles-
cente, junta restaurativa y círculos.

El resultado restaurativo tiene como presupuesto un acuerdo 
encaminado a atender las necesidades y responsabilidades indi-
viduales y colectivas de las partes. Así como lograr la integración 
de la víctima u ofendido y de la persona adolescente en la comu-
nidad en busca de la reparación de los daños causados y el ser-
vicio a la comunidad.

Artículo 89. Reuniones previas

El uso de cualquiera de los modelos contemplados en este Título, 
requiere reuniones previas de preparación con todas las perso-
nas que vayan a participar en la reunión conjunta.

El facilitador deberá identificar la naturaleza y circunstancias de 
la controversia, las necesidades de los intervinientes y sus pers-
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pectivas individuales, evaluar su disposición para participar en 
el mecanismo, la posibilidad de realizar la reunión conjunta y las 
condiciones para llevarla a cabo.

Adicionalmente, el facilitador deberá explicar el resultado res-
taurativo que se busca, el proceso restaurativo que se vaya a em-
plear, la recolección de información necesaria para determinar 
los daños ocasionados y la aceptación de responsabilidad por 
parte de la persona adolescente.

La aceptación de responsabilidad en términos de este Capítulo 
es un requisito para la realización de la reunión conjunta que 
implica un encuentro entre las partes involucradas y, de ninguna 
manera, puede repercutir en el proceso que se siga en caso de no 
llegarse a un acuerdo o, de alcanzarse éste, no se cumpliere. Esta 
aceptación de responsabilidad no se asentará en el acuerdo que 
en su caso llegare a realizarse.

Artículo 90. Reunión de la víctima con la persona adolescente

Es el procedimiento mediante el cual la víctima u ofendido, la 
persona adolescente y su representante, buscan, construyen y 
proponen opciones de solución a la controversia, sin la partici-
pación de la comunidad afectada.

En la sesión conjunta de la reunión víctima con persona adoles-
cente, el facilitador hará una presentación general y explicará 
brevemente el propósito de la sesión. Acto seguido, dará la pala-
bra a la víctima u ofendido para que explique su perspectiva del 
hecho y los daños ocasionados. Posteriormente, dará la palabra 
a la persona adolescente y, finalmente, a su representante, para 
hablar sobre el hecho y sus repercusiones. Finalmente, el facili-
tador dirigirá el tema hacia la reparación del daño y, conforme a 
las propuestas de los intervinientes, facilitará la comunicación 
para que puedan alcanzar un resultado restaurativo.
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En caso de que los intervinientes logren alcanzar una solución 
que consideren idónea para resolver la controversia, el facilitador 
lo registrará y lo preparará para la firma de éstos, de conformidad 
con lo previsto por la Ley de Mecanismos Alternativos.

Artículo 91. Junta restaurativa

La junta restaurativa es el mecanismo mediante el cual la víctima 
u ofendido, la persona adolescente y, en su caso, la comunidad 
afectada, en el libre ejercicio de su autonomía, buscan, construyen 
y proponen opciones de solución a la controversia, que se desa-
rrollará conforme a lo establecido en la Ley de Mecanismos Al-
ternativos y esta Ley.

Artículo 92. Círculos

Es el modelo mediante el cual la víctima u ofendido, la persona 
adolescente, la comunidad afectada y los operadores del Sistema 
de Justicia para Adolescentes, buscan, construyen y proponen op-
ciones de solución a la controversia. Podrá utilizarse este modelo 
cuando se requiera la intervención de operadores para alcanzar 
un resultado restaurativo, cuando el número de participantes sea 
muy extenso o cuando la persona que facilita lo considere el mo-
delo idóneo, en virtud de la controversia planteada.

En la sesión conjunta del círculo, el facilitador hará una presen-
tación general y explicará brevemente el propósito de la sesión. 
Acto seguido, formulará las preguntas que previamente haya 
elaborado en virtud de la controversia, para dar participación 
a todas las personas presentes, con el fin de que se conozcan las 
distintas perspectivas y las repercusiones del hecho. Posterior-
mente, las preguntas del facilitador se dirigirán a las posibili-
dades de reparación del daño y de alcanzar un resultado res-
taurativo.
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El facilitador, sobre la base de las propuestas planteadas por los 
Intervinientes, facilitará la comunicación para ayudarles a con-
cretar el acuerdo que todos estén dispuestos a aceptar como re-
sultado de la sesión del círculo. Finalmente, el facilitador realiza-
rá el cierre de la sesión.

En el caso de que los intervinientes logren alcanzar una solución 
que consideren idónea para resolver la controversia, el facilitador 
lo registrará y lo preparará para la firma de éstos, de conformidad 
con lo previsto por la Ley de Mecanismos Alternativos.

Artículo 93. Del acuerdo

Los acuerdos alcanzados a través de los mecanismos establecidos 
en este Título, se tramitarán conforme a lo establecido en el Tí-
tulo siguiente, ya sea como acuerdos reparatorios o como pro-
puesta del plan de reparación y sugerencias de condiciones por 
cumplir para la suspensión condicional del proceso.

TÍTULO II 
SOLUCIONES ALTERNAS

Capítulo I 
Disposiciones Generales

Artículo 94. Uso prioritario

Las autoridades aplicarán prioritariamente las soluciones alter-
nas previstas en esta Ley.

Desde su primera intervención, el Ministerio Público, el asesor 
jurídico o el defensor explicarán a las víctimas y a las personas 
adolescentes, según corresponda, los mecanismos alternativos 
disponibles y sus efectos, exhortándoles a utilizarlos para alcan-
zar alguna solución alterna en los casos en que proceda.
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El Juez verificará el cumplimiento de la obligación anterior y, en 
caso de que el adolescente o la víctima manifiesten su descono-
cimiento, éste explicará y exhortará a la utilización de algún me-
canismo alternativo.

Capítulo II 
Acuerdos Reparatorios

Artículo 95. Procedencia

Los acuerdos reparatorios procederán en los casos en que se atri-
buyan hechos previstos como delitos, en los que no procede la 
medida de sanción de internamiento de conformidad con esta 
Ley.

La procedencia del acuerdo reparatorio no implica ni requiere el 
reconocimiento en el proceso por parte de la persona adolescen-
te de haber realizado el hecho que se le atribuye.

Artículo 96. Violencia familiar

Los acuerdos reparatorios no procederán en el delito de violencia 
familiar o su equivalente en las entidades federativas.

Artículo 97. Trámite

Una vez que el Ministerio Público o, en su caso, el Juez, hayan 
invitado a los interesados a participar en un mecanismo alterna-
tivo de solución de controversias, y éstos hayan aceptado, elegi-
rán el Órgano de Mecanismos Alternativos de Solución de Con-
troversias al que se turnará el caso.

Los acuerdos reparatorios una vez validados por el licenciado en 
derecho en los términos de la Ley de Mecanismos Alternativos, 
deberán ser aprobados por el Ministerio Público en la etapa de 
investigación inicial y por el Juez de Control cuando ya se haya 
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formulado la imputación. La parte inconforme con la determina-
ción del Ministerio Público podrá solicitar control judicial dentro 
del plazo de diez días contados a partir de dicha determinación.

Previo a la aprobación del acuerdo reparatorio, el Juez de Control 
o el Ministerio Público verificarán que las obligaciones que se con-
traen no resulten notoriamente desproporcionadas y que los in-
tervinientes estuvieron en condiciones de igualdad para negociar, 
que no actuaron bajo condiciones de intimidación, amenaza o 
coacción, y que se observaron los principios del Sistema y la per-
sona adolescente comprende el contenido y efectos del acuerdo.

Artículo 98. Contenido de los acuerdos reparatorios

En caso de que el acuerdo contenga obligaciones económicas por 
parte de la persona adolescente, siempre que sea proporcional, 
el Juez o el Ministerio Público deberán verificar, además, que en 
la medida de lo posible los recursos provengan del trabajo y es-
fuerzo de la persona adolescente.

Artículo 99. Efectos del cumplimiento  
e incumplimiento del acuerdo

Si la persona adolescente cumpliera con todas las obligaciones 
pactadas en el acuerdo, la autoridad competente resolverá la ter-
minación del procedimiento y ordenará el no ejercicio de la ac-
ción penal o el sobreseimiento por extinción de la acción penal, 
según corresponda.

Si la persona adolescente incumple sin justa causa las obligacio-
nes pactadas dentro del plazo fijado o dentro de seis meses con-
tados a partir del día siguiente de la ratificación del acuerdo de 
no haberse determinado temporalidad, el procedimiento conti-
nuará como si no se hubiera realizado el acuerdo a partir de la 
última actuación que conste en el registro.
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Capítulo III 
Suspensión Condicional del Proceso

Artículo 100. Procedencia

La suspensión condicional del proceso procederá a solicitud de la 
persona adolescente o del Ministerio Público con acuerdo de aquél, 
en los casos en que se cubran los requisitos siguientes:

 I. Que se haya dictado auto de vinculación a proceso por 
hechos previstos como delito en los que no procede la 
medida de sanción de internamiento establecida en esta 
Ley, y

 II. Que no exista oposición fundada de la víctima u ofendido.

Artículo 101. Condiciones y Plan de Reparación

En la audiencia en donde se resuelva sobre la solicitud de sus-
pensión condicional del proceso, la persona adolescente deberá 
presentar un plan de reparación y las condiciones que estaría 
dispuesta a cumplir durante el plazo en que se suspenda el pro-
ceso, en su caso.

Se privilegiará que la víctima participe en la elaboración del plan 
de reparación y en sugerir las condiciones por cumplir, a través de 
un mecanismo alternativo de solución de controversias, conforme 
a esta Ley, siempre y cuando no se trate de un delito por el que no 
procediera un acuerdo reparatorio.

El plazo para el cumplimiento del plan de reparación no podrá 
exceder de tres años.

Artículo 102. Condiciones

El Juez fijará el plazo de suspensión condicional del proceso, que 
no podrá ser inferior a tres meses ni superior a un año, y deter-
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minará una o varias de las condiciones que deberá cumplir la per-
sona adolescente. Además de las condiciones que establece el 
Código Nacional se podrán imponer las siguientes:

 I. Comenzar o continuar la escolaridad que le corresponda;
 II. Prestar servicio social a favor de la comunidad, las víc-

timas, del Estado o de instituciones de beneficencia pú-
blica o privada, en caso de que la persona adolescente 
sea mayor de quince años;

 III. Tener un trabajo o empleo, o adquirir, en el plazo que el 
Juez determine, un oficio, arte, industria o profesión si 
no tiene medios propios de subsistencia, siempre y 
cuando su edad lo permita;

 IV. En caso de hechos tipificados como delitos sexuales, la 
obligación de integrarse a programas de educación se-
xual que incorporen la perspectiva de género,

 V. Abstenerse de consumir drogas o estupefacientes o de 
abusar de las bebidas alcohólicas;

 VI. Participar en programas especiales para la prevención 
y el tratamiento de adicciones, y

 VII. Cualquier otra condición que, a juicio del Juez, logre una 
efectiva tutela de los derechos de la víctima y contribu-
yan a cumplir con los fines socioeducativos de la perso-
na adolescente.

Las condiciones deberán mantener relación con el delito que se 
le atribuya a la persona adolescente, serán las menos y de cum-
plimiento posible, y de mínima intervención.

Cuando se acredite plenamente que la persona adolescente no 
puede cumplir con alguna de las obligaciones anteriores por ser 
contrarias a su salud, o alguna otra causa de especial relevancia, 
el Juez podrá sustituirlas, fundada y motivadamente, por otra u 
otras análogas que resulten razonables.

Para fijar las condiciones, el Juez puede disponer que la persona 
adolescente sea sometida a una evaluación previa por parte de 
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la Autoridad de Supervisión de Medidas Cautelares y de Suspen-
sión Condicional del Proceso. El Ministerio Público, la víctima u 
ofendido, podrán proponer al Juez las condiciones a las que con-
sideren debe someterse la persona adolescente. Las condiciones 
deberán regirse bajo los principios de carácter socioeducativo, 
proporcionalidad, mínima intervención, autonomía progresiva, 
justicia restaurativa y demás principios del Sistema.

El Juez explicará a la persona adolescente las obligaciones con-
tenidas en las condiciones impuestas y la prevendrá sobre las 
consecuencias de su inobservancia.

Artículo 103. Audiencia

Las audiencias se llevarán a cabo conforme lo establece el Código 
Nacional. Durante el debate las partes podrán expresar observa-
ciones a las condiciones propuestas, las que serán resueltas de 
inmediato.

Artículo 104. Revocación de la suspensión

Si la persona adolescente dejara de cumplir injustificadamente 
las condiciones impuestas o no cumpliera con el plan de repara-
ción o las condiciones, el Juez, previa petición del agente del Mi-
nisterio Público o de la víctima u ofendido, convocará a las partes 
a una audiencia en la que se debatirá sobre la procedencia de la 
revocación de la suspensión condicional del proceso, debiendo 
resolver de inmediato lo que proceda.

En lugar de la revocación, el Juez podrá ampliar el plazo de la 
suspensión condicional hasta por seis meses. Esta extensión del 
término solo podrá imponerse una vez.

La revocación de la suspensión condicional del proceso no impe-
dirá el pronunciamiento de una sentencia absolutoria ni la imposi
ción de una medida no privativa de libertad.
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Artículo 105. Cesación provisional de los efectos  
de la suspensión condicional del proceso

La obligación de cumplir con las condiciones impuestas por la 
suspensión del proceso y el plazo otorgado para su cumplimien-
to se suspenderán mientras la persona adolescente esté privada 
de su libertad por otro proceso. Una vez que la persona adoles-
cente obtenga su libertad se reanudarán.

Si la persona adolescente está sometida a otro proceso y goza de 
libertad, la obligación de cumplir con las condiciones y el plazo 
otorgado para tal efecto continuarán vigentes.

LIBRO TERCERO 
PROCEDIMIENTO PARA ADOLESCENTES

TÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES

Capítulo I 
Disposiciones Generales

Artículo 106. Objeto

El procedimiento para adolescentes tiene como objetivo estable-
cer la existencia jurídica de un hecho señalado como delito, de-
terminar si la persona adolescente es su autor o partícipe, el gra-
do de responsabilidad y, en su caso, la aplicación de las medidas 
que correspondan conforme a esta Ley. El proceso deberá obser-
var en todo momento el fin socioeducativo del Sistema.

Artículo 107. Las medidas privativas de libertad

Las medidas privativas de la libertad deberán evitarse y limitar-
se en los términos establecidos en esta Ley, debiéndose aplicar 
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medidas cautelares y de sanción menos gravosas siempre que sea 
posible. Las medidas privativas de la libertad serán aplicadas por 
los periodos más breves posibles.

Artículo 108. Plazos

En el proceso especial para adolescentes los plazos son perento-
rios y se pueden habilitar días y horas no laborables para conocer 
de la causa.

Capítulo II 
De la Prescripción

Artículo 109. Plazos especiales de prescripción

Atendiendo a las reglas de prescripción establecidas en las legis-
laciones penales aplicables y teniendo en cuenta la edad de la 
persona adolescente al momento de la comisión de la conducta, 
la prescripción de la acción penal se ajustará a lo siguiente:

 I. Para las personas adolescentes del Grupo etario I, la 
prescripción de la acción penal, en ningún caso, podrá 
exceder de un año;

 II. Para las personas adolescentes del Grupo etario II, la 
prescripción de la acción penal, en ningún caso, podrá 
exceder de tres años;

 III. Para adolescentes del Grupo etario III, la prescripción 
de la acción penal, en ningún caso, podrá exceder de 
cinco años.

Lo previsto en las fracciones anteriores aplicará para las conductas 
cometidas por las personas adolescentes de conformidad con la 
presente Ley. En los demás casos, la prescripción será de un año.

Tratándose de delitos sexuales o de trata de personas cometidos 
por adolescentes en contra de niñas, niños y adolescentes, el pla-
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zo de prescripción empezará a correr cuando la víctima cumpla 
dieciocho años.

Artículo 110. De la posible acumulación  
y separación de procesos

La acumulación o separación de procesos procederá y se resol-
verá de conformidad con el Código Nacional.

En los casos de acumulación de procesos seguidos a una misma 
persona adolescente, el Órgano Jurisdiccional competente decre-
tará, en su caso, las medidas que correspondan.

En caso de que se decretara la separación de procesos que se es
tuvieren siguiendo a una misma persona adolescente, y se resol-
vieren dictando medidas en más de uno de ellos, en el caso de 
su ejecución se atenderá a lo establecido en el Libro Cuarto de 
esta Ley.

Artículo 111. Suspensión e interrupción

La prescripción correrá, se suspenderá o se interrumpirá, en for-
ma individual, para cada una de las personas adolescentes que 
intervinieron en la comisión del hecho. En el caso de acumulación 
de procesos, las acciones respectivas que de ellos resulten pres-
cribirán separadamente en el término señalado a cada uno.

Artículo 112. Prescripción de la medida  
de sanción por sustracción

Cuando la persona adolescente sujeto a una medida de sanción 
privativa de libertad se sustraiga de ella, se necesitará para la 
prescripción el mismo tiempo que faltaba para cumplirla, más 
una cuarta parte de la medida impuesta. En este caso, el plazo 
para la prescripción no podrá ser menor de un año.
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Artículo 113. Incompetencia

Cuando en el transcurso del procedimiento se compruebe que la 
persona a quien se imputa la realización del hecho señalado 
como delito era mayor de dieciocho años de edad al momento de 
su realización, el Ministerio Público especializado, se declarará 
incompetente y remitirá de inmediato las actuaciones al Minis-
terio Público competente.

En caso de que el Órgano Jurisdiccional especializado estuviere 
conociendo del asunto, a solicitud de parte, previa audiencia, se 
declarará incompetente para seguir conociendo del asunto y re-
mitirá los registros al Juez competente. La persona mayor de die-
ciocho años de edad quedará a disposición de la autoridad admi-
nistrativa o jurisdiccional competente.

Si en el transcurso del procedimiento se comprueba que la per-
sona a quien se le imputa la realización del hecho era menor de 
doce años de edad al momento de realizarlo, quedará al cuidado 
de quien legalmente le corresponda, debiendo notificarse a la 
Procuraduría de Protección competente, para que actúe en tér-
minos de lo previsto por la Ley General.

Artículo 114. Validez de actuaciones

Las actuaciones que se remitan por causa de incompetencia serán 
válidas tanto para la jurisdicción especial de adolescentes como 
para la ordinaria, siempre que no contravengan los fines de esta 
Ley ni los derechos humanos de la persona adolescente.

Artículo 115. Utilización de medios electrónicos

Se podrán utilizar para la realización de todos los actos procesa-
les los medios electrónicos y tecnológicos previstos en el Código 
Nacional.
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Artículo 116. Separación de procedimientos

Cuando en la comisión de un delito participen tanto adolescentes 
como mayores de dieciocho años, los procedimientos se llevarán 
por separado, cada uno ante la autoridad competente.

Artículo 117. Duración del proceso para adolescentes

Desde la vinculación a proceso hasta el dictado de la sentencia 
no podrá transcurrir un plazo mayor a seis meses, salvo que la 
extensión de dicho plazo sea solicitada por la persona adolescen-
te por serle benéfica.

Artículo 118. Del procedimiento

Las etapas del procedimiento penal para adolescentes serán las 
que prevé el Código Nacional, el cual se regirá por las normas 
contenidas en esta Ley y supletoriamente por las del Código Na-
cional.

TÍTULO II 
MEDIDAS CAUTELARES

Capítulo Único 
Medidas Cautelares

Artículo 119. Medidas cautelares personales

Sólo a solicitud del Ministerio Público, la víctima u ofendido, y 
bajo las condiciones y por el tiempo que se fija en esta Ley, el 
Órgano Jurisdiccional podrá imponer a la persona adolescente, 
después de escuchar sus razones, las siguientes medidas caute-
lares:

 I. Presentación periódica ante autoridad que el Juez de-
signe;
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 II. La prohibición de salir del país, de la localidad en la cual 
reside o del ámbito territorial que fije el Órgano Juris-
diccional, sin autorización del Juez;

 III. La obligación de someterse al cuidado o vigilancia de 
una persona o institución determinada, que informe re-
gularmente al Órgano Jurisdiccional;

 IV. La prohibición de asistir a determinadas reuniones o de 
visitar o acercarse a ciertos lugares;

 V. La prohibición de convivir, acercarse o comunicarse con 
determinadas personas, con las víctimas, ofendidos o 
testigos, siempre que no se afecte el derecho de defensa;

 VI. La separación inmediata del domicilio;
 VII. La colocación de localizadores electrónicos;
 VIII. Garantía económica para asegurar la comparecencia;
 IX. Embargo de bienes;
 X. Inmovilización de cuentas;
 XI. El resguardo en su domicilio con las modalidades que el 

Órgano Jurisdiccional disponga, y
 XII. Internamiento preventivo.

En cualquier caso, el Juez de Control para Adolescentes, previo 
debate, puede prescindir de toda medida cautelar, cuando la pro-
mesa del adolescente de someterse al proceso sea suficiente para 
descartar los motivos que autorizarían el dictado de la medida 
conforme al artículo siguiente.

El Juez deberá explicar, claramente, cada una de las medidas cau-
telares impuestas a la persona adolescente, su forma de cumpli-
miento y las consecuencias de incumplimiento.

Las medidas cautelares se podrán modificar, sustituir o revocar 
en cualquier momento hasta antes de dictarse sentencia firme.

Si el fallo resulta absolutorio, el Órgano Jurisdiccional deberá le-
vantar de oficio todas las medidas cautelares impuestas a la per-
sona adolescente.
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Artículo 120. Reglas para la imposición de medidas cautelares

Las medidas cautelares serán impuestas mediante resolución 
judicial, por el tiempo indispensable y sólo se dictarán para ase-
gurar la presencia de la persona adolescente en el procedimien-
to, garantizar la seguridad de la víctima u ofendido o del testigo, 
o para evitar la obstaculización del procedimiento.

Al imponer las medidas cautelares el Órgano Jurisdiccional de-
berá considerar el criterio de mínima intervención, idoneidad y 
proporcionalidad según las circunstancias particulares de cada 
adolescente.

Las medidas de garantía económica, embargo de bienes e inmo-
vilización de cuentas sólo procederán cuando la persona adoles-
cente haya cumplido la mayoría de edad y cuente con bienes o 
cuentas bancarias propias.

Al decidir sobre la medida cautelar consistente en garantía, el 
Juez fijará el monto, la modalidad de la prestación y apreciará su 
idoneidad. Para resolver sobre dicho monto, el Juez deberá tomar 
en cuenta las características del adolescente y la posibilidad de 
cumplimiento de las obligaciones procesales a su cargo. La auto-
ridad judicial hará la estimación del monto de manera que cons-
tituya un motivo eficaz para que el adolescente se abstenga de 
incumplir sus obligaciones y deberá fijar un plazo razonable para 
exhibir la garantía.

La garantía será presentada por el adolescente, por su persona 
responsable, u otra persona en los términos y condiciones que 
para la exhibición de fianzas estén establecidos en la legislación 
penal vigente de la entidad.

Se hará saber al fiador, en la audiencia en la que se decida la me-
dida, las consecuencias del incumplimiento por parte del adoles-
cente.
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Artículo 121. Revisión de la medida cautelar  
de internamiento preventivo

La medida cautelar de prisión preventiva deberá ser revisada 
mensualmente, en audiencia, por el Juez de Control. En la audien-
cia se revisarán si las condiciones que dieron lugar a la prisión 
preventiva persisten o, en su caso, si se puede imponer una me-
dida cautelar menos lesiva.

Artículo 122. Reglas para la imposición del internamiento preventivo

A ninguna persona adolescente menor de catorce años le podrá 
ser impuesta la medida cautelar de prisión preventiva.

A las personas adolescentes mayores de catorce años, les será 
impuesta la medida cautelar de internamiento preventivo, de 
manera excepcional y sólo por los delitos que ameriten medida 
de sanción de internamiento de conformidad con lo dispuesto en 
esta Ley y únicamente cuando otras medidas cautelares no sean 
suficientes para garantizar la comparecencia de la persona ado-
lescente en el juicio o en el desarrollo de la investigación, la pro-
tección de la víctima, o de los testigos o de la comunidad. En los 
casos que proceda la medida de sanción de internamiento, podrá 
ser aplicada la prisión preventiva, siempre y cuando exista nece-
sidad de cautela.

El Ministerio Público deberá favorecer en su propuesta una me-
dida cautelar diferente a la prisión preventiva, o en su caso, jus-
tificar la improcedencia de estas para poder iniciar el debate de 
la imposición de la prisión preventiva.

La prisión preventiva se aplicará hasta por un plazo máximo de 
cinco meses. Si cumplido este término no se ha dictado sentencia, 
la persona adolescente será puesta en libertad de inmediato 
mientras se sigue el proceso, pudiéndosele imponer otras medi-
das cautelares.
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No se aplicarán a las personas adolescentes los supuestos de pri-
sión preventiva oficiosa establecidos en el artículo 19 de la Cons-
titución.

Las medidas de prisión preventiva no podrán combinarse con 
otras medidas cautelares y deberá ser cumplida en espacios di-
ferentes a las destinadas al cumplimiento de las medidas de san-
ción de internamiento.

Artículo 123. Máxima prioridad en la tramitación  
efectiva del procedimiento en que el adolescente  
se encuentre en internamiento preventivo

A fin de que el internamiento preventivo sea lo más breve posible, 
el Ministerio Público y los Órganos Jurisdiccionales deberán con-
siderar de máxima prioridad la tramitación efectiva de los casos 
en que una persona adolescente se encuentre sujeta a esta medi-
da cautelar.

Artículo 124. Supervisión de la medida cautelar

La Autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la sus-
pensión condicional del proceso será la encargada de realizar la 
supervisión de medidas cautelares distintas a la prisión preven-
tiva, obligaciones procesales impuestas por la suspensión condi-
cional del proceso y los acuerdos preparatorios de cumplimiento 
diferido. Para el cumplimiento de sus funciones y conforme a su 
presupuesto contará con las áreas especializadas necesarias.

Los lineamientos y el procedimiento para la supervisión de las 
condiciones de la suspensión condicional serán los ordenados en 
el Código Nacional.
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TÍTULO III 
DE LA INVESTIGACIÓN

Capítulo Único 
Disposiciones Generales

Artículo 125. Prohibición del arraigo

Por ningún motivo las disposiciones relativas al arraigo serán 
aplicables en el caso de las personas adolescentes.

Artículo 126. Protección especial para persona detenida 
 menor de doce años de edad

Si la persona es menor a doce años de edad el Ministerio Público 
deberá inmediatamente dar aviso a quienes ejerzan sobre ella la 
patria potestad o tutela, así como a la Procuraduría de Protección 
competente para que ésta aplique, en caso de resultar proceden-
te, el procedimiento de protección y restitución de derechos es-
tablecidos en el artículo 123 de la Ley General o en la legislación 
estatal en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes 
aplicable.

Artículo 127. Formas de terminación de la investigación

El Ministerio Público podrá determinar abstenerse de investigar, 
el no ejercicio de la acción penal, decidir el archivo temporal o 
aplicar los criterios de oportunidad, en los términos previstos en 
esta Ley y en el Código Nacional.

Artículo 128. Criterios de oportunidad

Además de los casos en los que proceda la aplicación de los cri-
terios de oportunidad, de acuerdo con el Código Nacional, el Mi-
nisterio Público podrá también prescindir de la acción penal 
cuando se trate de conductas atribuidas a adolescentes que no 
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lesionen o pongan gravemente en riesgo el bien jurídico tutelado 
y que puedan ser consideradas como parte del proceso de desa-
rrollo y formación.

TÍTULO IV 
AUDIENCIA INICIAL

Capítulo Único 
Audiencia Inicial

Artículo 129. Detención en flagrancia

Cuando una persona adolescente sea sorprendida en la comisión 
de una conducta que las leyes señalen como delito, podrá ser 
detenida sin orden judicial y deberá ser puesta a disposición in-
mediata de la autoridad más cercana y ésta con la misma pronti-
tud lo pondrá a disposición del Ministerio Público competente. 
El primer respondiente deberá hacer el registro inmediato de la 
detención.

Al tener a su disposición a la persona adolescente, el Ministerio Pú
blico evaluará si procede decretar la libertad, dictar un criterio de 
oportunidad o remitir al adolescente a un programa educativo. Si 
ello no fuera posible, deberá determinar si, a su juicio, existe la 
necesidad de la imposición de una medida cautelar y su tipo, lo que 
deberá informar a la brevedad a la defensa de la persona adoles-
cente. Asimismo, deberá considerar ponerlo a disposición del Juez 
de Control sin agotar el plazo de treinta y seis horas al que se re
fiere el artículo siguiente.

Artículo 130. Audiencia inicial

En los casos de personas adolescentes detenidos en flagrancia, 
en términos de la Constitución y el Código Nacional, el Ministerio 
Público deberá ponerlos a disposición del Juez en un plazo que 
no podrá exceder de treinta y seis horas, salvo que el Ministerio 
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Público requiera agotar el plazo constitucional por las caracte-
rísticas propias de la investigación que así lo justifique. En casos 
de cumplimiento de orden de aprehensión o comparecencia se-
rán puestos de inmediato a disposición del Juez de Control.

Artículo 131. Plazo para la investigación complementaria

Antes de concluir la audiencia inicial, el Ministerio Público debe-
rá solicitar el plazo para el cierre de la investigación complemen-
taria y deberá justificar su solicitud. El Juez fijará un plazo para 
que el Ministerio Público cierre dicha investigación que no podrá 
ser mayor a tres meses, contados en días naturales, a partir del 
auto de vinculación a proceso, tomando en consideración la com-
plejidad de los hechos atribuidos a la persona adolescente y la 
complejidad de los mismos.

El Juez en audiencia fijará la fecha del cierre del plazo, o en su 
caso, de la prórroga del mismo.

Artículo 132. Cierre del plazo de la investigación complementaria

Transcurrido el plazo fijado para el cierre de la investigación, 
esta se dará por cerrada, salvo que las partes soliciten la prórro-
ga al Juez, antes de cumplirse el plazo fijado y de forma justifica-
da, el cual no podrá ser mayor a un mes.

Artículo 133. Consecuencias de la conclusión del plazo  
del cierre de la investigación complementaria

Cerrada la investigación complementaria, si el Ministerio Público, 
dentro de los cinco días naturales siguientes, no solicita el sobre-
seimiento, la suspensión del proceso, o formula acusación, el Juez 
de Control pondrá el hecho en conocimiento del Titular del Mi-
nisterio Público respectivo para que se pronuncie en el plazo de 
tres días naturales. Transcurrido este plazo, sin que dicho titular 
se haya pronunciado, el Juez dictará el sobreseimiento.
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TÍTULO V 
ETAPA INTERMEDIA

Capítulo Único 
De la Etapa Intermedia

Artículo 134. Disposiciones supletorias

La fase escrita de la etapa intermedia del procedimiento especial 
para personas adolescentes se regirá por las disposiciones esta-
blecidas en este Capítulo, y la fase oral por lo dispuesto en este 
Capítulo y supletoriamente lo dispuesto en el Código Nacional.

Artículo 135. Objeto de la etapa intermedia

La etapa intermedia tiene por objeto el ofrecimiento y admisión 
de los medios de prueba, así como la depuración de los hechos 
controvertidos que serán materia del juicio.

Esta etapa se compondrá de dos fases, una escrita y otra oral. La 
fase escrita iniciará con el escrito de acusación que formule el 
Ministerio Público y comprenderá todos los actos previos a la 
celebración de la audiencia intermedia.

La segunda fase dará inicio con la celebración de la audiencia in-
termedia y culminará con el dictado del auto de apertura a juicio.

Artículo 136. Contenido de la acusación

Una vez concluida la fase de investigación complementaria, si el 
Ministerio Público estima que la investigación aporta elementos 
para ejercer la acción penal contra la persona adolescente, pre-
sentará la acusación.

La acusación del Ministerio Público deberá contener en forma 
clara y precisa:
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 I. La individualización de las personas adolescentes acu-
sadas y de su Defensor;

 II. La identificación de la víctima u ofendido y su Asesor 
jurídico;

 III. La relación clara, precisa, circunstanciada y específica 
de los hechos atribuidos en modo, tiempo y lugar, así 
como su clasificación jurídica;

 IV. La relación de las modalidades de los hechos señalados 
como delito que concurrieren;

 V. La autoría o participación concreta que se atribuye a la 
persona adolescente;

 VI. La expresión de los preceptos legales aplicables;
 VII. El señalamiento de los medios de prueba que pretenda 

ofrecer, así como la prueba anticipada que se hubiere 
desahogado en la etapa de investigación;

 VIII. El monto de la reparación del daño y los medios de prue-
ba que ofrece para probarlo;

 IX. Las medidas de sanción cuya aplicación se solicita inclu-
yendo en su caso las correspondientes al concurso de 
hechos señalados como delitos;

 X. Los medios de prueba que el Ministerio Público preten-
da presentar para la individualización de las medidas 
de sanción;

 XI. La solicitud de decomiso de los bienes asegurados;
 XII. La propuesta de acuerdos probatorios, en su caso, y
 XIII. La solicitud de que se aplique alguna forma de termina-

ción anticipada del proceso cuando ésta proceda.

La acusación sólo podrá formularse por los hechos y personas 
señaladas en el auto de vinculación a proceso, aunque se efectúe 
una distinta clasificación, la cual deberá hacerse del conocimien-
to de las partes.

Si el Ministerio Público o, en su caso, la víctima u ofendido ofre-
cieran como medios de prueba la declaración de testigos o peri-
tos, deberán presentar una lista identificándolos con nombre, 
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apellidos, domicilio y modo de localizarlos, señalando además los 
puntos sobre los que versarán los interrogatorios.

Artículo 137. Actuación de la víctima u ofendido

Dentro de los cinco días siguientes al de la notificación de la acu-
sación, la víctima u ofendido o su asesor jurídico, por escrito, 
podrán señalar los vicios materiales y formales del escrito de 
acusación y proponer su corrección. Asimismo, en caso de esti-
marlo pertinente, podrá ofrecer los medios de prueba que estime 
necesarios para complementar la acusación del Ministerio Públi-
co, así como la que considere pertinente para acreditar la exis-
tencia y el monto de los daños y perjuicios.

Las actuaciones de la víctima u ofendido o de su asesor deberán 
ser notificadas por conducto del Juez de Control, tanto al Minis-
terio Público, como a la persona adolescente o su defensor al día 
siguiente de haber sido presentadas. El Ministerio Público con-
tará con tres días para emitir un pronunciamiento sobre dichas 
actuaciones, el cual deberá serle notificado en los mismos térmi-
nos tanto a la víctima u ofendido o su asesor, así como a la perso-
na adolescente o su defensor.

Artículo 138. Contestación a la acusación

Concluidos los plazos a los que se refiere el artículo anterior, la 
persona adolescente y su defensor dispondrán de un plazo de 
cinco días hábiles para contestar la acusación por escrito, la cual 
deberá ser presentada por conducto del Juez de Control y por la 
cual se podrá:

 I. Señalar vicios formales a los escritos de acusación y 
complementarios del asesor jurídico de la víctima y, si 
lo considera pertinente, requerir su corrección;

 II. Solicitar la acumulación o separación de acusaciones;
 III. Hacer valer las excepciones de previo y especial pronun-

ciamiento, y
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 IV. Exponer los argumentos de defensa que considere ne-
cesarios y señalar los medios de prueba que pretende 
se produzcan en la audiencia de juicio.

El Juez de Control, dispondrá de un plazo de cuarenta y ocho ho-
ras para notificarlo a las partes.

Artículo 139. Descubrimiento probatorio

A partir del momento en que la persona adolescente se encuentre 
detenida, cuando pretenda recibírsele declaración o entrevistar-
la, o antes de su primera comparecencia ante el Juez, la persona 
adolescente y su defensa tendrán derecho a conocer y a obtener 
copia gratuita de todos los registros y a tener acceso a lugares y 
objetos relacionados con la investigación, con la oportunidad de-
bida para preparar la defensa.

El descubrimiento probatorio a cargo de la defensa consiste en 
la entrega material a las demás partes de copia de los registros 
con los que cuente y que pretenda ofrecerlos como medios de 
prueba para ser desahogados en juicio. Tratándose de la prueba 
pericial, el Defensor deberá anunciar su ofrecimiento al momen-
to de descubrir los medios de prueba a su cargo, y el informe 
respectivo deberá ser entregado a las demás partes, a más tardar, 
en la audiencia intermedia.

Artículo 140. Citación a la audiencia

Transcurrido el plazo previsto para que la defensa conteste la 
acusación, el Juez de Control señalará fecha para que se lleve a 
cabo la audiencia intermedia, la cual deberá tener lugar en un 
plazo que no podrá ser menor a tres ni exceder de cinco días.

Artículo 141. Unión y separación de acusación

Cuando el Ministerio Público formule diversas acusaciones que 
el Juez de Control considere conveniente someter a una misma 
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audiencia de Juicio, y siempre que ello no perjudique el derecho 
de defensa, podrá unirlas y decretar la apertura de un solo juicio 
si ellas están vinculadas por referirse a un mismo hecho, a una 
misma persona adolescente o porque deben ser examinadas con 
los mismos medios de prueba.

El Juez de Control podrá dictar autos de apertura del juicio sepa-
rados, para distintos hechos o diferentes personas adolescentes 
que estén comprendidos en una misma acusación, cuando, de ser 
conocida en una sola audiencia del debate, pudiera provocar gra-
ves dificultades en la organización o el desarrollo de la audiencia 
del debate o afectación del derecho de defensa, y siempre que ello 
no implique el riesgo de provocar decisiones contradictorias.

TÍTULO VI 
DEL JUICIO

Capítulo I 
Disposiciones Generales

Artículo 142. Oralidad y publicidad

El juicio se desahogará de manera oral. Se llevará a puerta cerra-
da. Sólo podrán estar presentes quienes en ella intervengan, sal-
vo que la persona adolescente solicite que sea público, con las 
restricciones que el Tribunal de Juicio Oral ordene. Se observará 
lo dispuesto en el Código Nacional para el desarrollo de la etapa 
de enjuiciamiento.

Capítulo II 
Deliberación, Fallo y Sentencia

Artículo 143. Sentencia

Concluido el juicio, el Tribunal de Juicio Oral resolverá sobre la 
responsabilidad de la persona adolescente, atendiendo a lo esta-
blecido en esta Ley.
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El Tribunal de Juicio Oral apreciará la prueba según su libre con-
vicción extraída de la totalidad del debate, de manera libre y ló-
gica; sólo serán valorables y sometidos a la crítica racional, los 
medios de prueba obtenidos lícitamente e incorporados al deba-
te conforme a las disposiciones del Código Nacional.

Sólo podrá emitirse sentencia condenatoria cuando el Tribunal 
de Juicio Oral adquiera la convicción de que la persona adoles-
cente es responsable de la comisión del hecho por el que siguió 
el juicio. En caso de duda respecto de la responsabilidad, el Tri-
bunal de Juicio Oral deberá absolver a la persona adolescente.

No se podrá condenar a un adolescente con el sólo mérito de su 
propia declaración.

Artículo 144. Comunicación del fallo

Una vez cerrado el debate, el Juez ordenará un receso a fin de 
estar en condiciones de emitir el sentido del fallo.

Sólo si se trata de un caso cuyas circunstancias o complejidad lo 
ameriten, el Juez declarará el aplazamiento hasta por veinticuatro 
horas.

Artículo 145. Reglas para la determinación de Medidas de Sanción

En ningún caso podrán imponerse medidas de sanción privativa 
de libertad a la persona que al momento de la comisión de la 
conducta tuviere entre doce años cumplidos y menos de catorce 
años. La duración máxima de las medidas de sanción no privati-
vas de libertad que se podrá imponer en estos casos es de un año 
y solo podrá imponer una medida de sanción.

Para las personas que al momento de la comisión de la conducta 
tuvieren entre catorce años y menos de dieciocho años, el Juez 
podrá imponer el cumplimiento de hasta dos medidas de sanción. 
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Podrá determinar el cumplimiento de medidas de sanción no pri-
vativas de la libertad y privativas de libertad de forma simultánea, 
alterna o sucesiva, siempre que sean compatibles y la duración 
conjunta de las mismas se ajuste a lo dispuesto en el presente 
artículo.

Las medidas privativas de libertad se utilizarán como medida 
extrema y por el tiempo más breve que proceda.

La duración máxima de las medidas de sanción que se podrá im-
poner a la persona que al momento de la comisión de la conduc-
ta tuviere entre catorce años cumplidos y menos de dieciséis 
años, será de tres años.

La duración máxima de las medidas de sanción que se podrá im-
poner a las personas adolescentes que al momento de la comisión 
de la conducta tuvieren entre dieciséis años y menos de dieciocho 
años será de cinco años.

Las medidas de sanción privativas de libertad solo podrán impo-
nerse por las conductas establecidas en el artículo 164 de esta Ley.

Para la tentativa punible no procederá la imposición de las me-
didas de sanción privativas de libertad.

La duración máxima del internamiento podrá ser de hasta cinco 
años en los casos de homicidio calificado, violación tumultuaria, 
en los casos de secuestro; hechos señalados como delitos en ma-
teria de trata de personas y delincuencia organizada.

Artículo 146. De la aplicación de la medida de sanción privativa de la 
libertad en casos de intervención a título de participación

En caso de que la persona adolescente haya intervenido en la 
comisión de un hecho que la ley señale como delito a título de 
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participe, solo se podrá imponer hasta tres cuartas partes del 
límite máximo de la medida de sanción privativa de la libertad 
que esta Ley establece, de acuerdo con el grupo etario al que 
pertenece.

Son formas de participación las siguientes:

 I. Los que dolosamente presten ayuda;
 II. Los que con posterioridad a su ejecución auxilien al de-

lincuente, en cumplimiento de una promesa anterior al 
delito, y

 III. Los que sin acuerdo previo, intervengan con otros en su 
comisión, cuando no se pueda precisar el resultado que 
cada quien produjo.

Artículo 147. De la aplicación de la medida de sanción privativa  
de la libertad en casos de concurso de delito

En los casos de concurso ideal o real de delitos se impondrá a la 
persona adolescente la medida de sanción privativa de la libertad 
correspondiente por el delito que prevea la punibilidad más alta, 
excluyéndose las medidas privativas de libertad por los delitos 
restantes.

Sin perjuicio de lo anterior, la autoridad jurisdiccional podrá im-
poner a la persona adolescente las medidas de sanción no priva-
tivas de libertad por los delitos restantes, respecto de los cuales 
no se impuso una medida privativa de la libertad.

La medida de sanción privativa de libertad impuesta a la persona 
adolescente no podrá exceder del límite máximo que esta Ley 
establece, de acuerdo con el grupo etario al que pertenece al mo-
mento de la comisión del hecho que la ley señale como delito.
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Son formas de participación las siguientes:

 I. Los que dolosamente presten ayuda;
 II. Los que con posterioridad a su ejecución auxilien al de-

lincuente, en cumplimiento de una promesa anterior al 
delito, y

 III. Los que sin acuerdo previo, intervengan con otros en su 
comisión, cuando no se pueda precisar el resultado que 
cada quien produjo.

Artículo 148. Criterios para la imposición e individualización de la 
medida de sanción

Para la individualización de la medida de sanción el Órgano Ju-
risdiccional debe considerar:

 I. Los fines establecidos en esta Ley;
 II. La edad de la persona adolescente y sus circunstancias 

personales, familiares, económicas y sociales así como 
su vulnerabilidad, siempre a su favor;

 III. La comprobación de la conducta y el grado de la parti-
cipación de la persona adolescente;

 IV. Las características del caso concreto, las circunstancias 
y la gravedad del hecho;

 V. Las circunstancias en que el hecho se hubiese cometido, 
tomando especialmente en cuenta aquellas que atenúen 
o agraven la responsabilidad;

 VI. La posibilidad de que la medida de sanción impuesta sea 
posible de ser cumplida por la persona adolescente;

 VII. El daño causado por la persona adolescente y sus es-
fuerzos por repararlo, y

 VIII. Cualquier otro supuesto que establezca la legislación 
penal, siempre que no sea contrario a los principios y 
fines de esta Ley.

Especialmente, se deberá considerar sustituir la medida de san-
ción de internamiento, de conformidad con los artículos 208 y 
209 de esta Ley, en los siguientes casos:
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a) Cuando se trate de una adolescente gestante;
b) Cuando se trate de una adolescente madre, única cuidadora 

o cuidadora principal de su hija o hijo, o
c) Cuando se trate de una adolescente madre de una niña o 

niño con discapacidad.

Artículo 149. Obediencia debida

Se excluye la responsabilidad de la persona adolescente que al 
momento de la comisión de la conducta tuviere entre doce años 
y menos de catorce, cuando el delito se realice por orden de una 
persona que ejerza dirección, influencia o autoridad sobre el ado-
lescente y éste no tuviera conocimiento pleno de la ilicitud de los 
hechos.

En los casos en los que la persona adolescente a que se refiere 
este artículo tuviera conocimiento de la ilicitud de los hechos, se 
le impondrá la medida de sanción de apercibimiento de la apli-
cación de medidas de protección.

En ambos casos, se les impondrán sesiones de asesoramiento 
colectivo y actividades análogas tendientes a la identificación de 
conductas antisociales y la inculcación de principios que forta-
lezcan sus valores humanos.

Artículo 150. Audiencia de individualización

Decidida la responsabilidad de la persona adolescente en el he-
cho imputado, se celebrará una audiencia de individualización de 
la medida de sanción en la que se podrán desahogar pruebas. 
Esta audiencia se llevará a cabo dentro de los tres días siguientes 
a la comunicación del fallo, prorrogables hasta por otros tres, a 
solicitud de la persona adolescente y su defensor.

Cerrado el debate, el Juez procederá a manifestarse con respec-
to a las medidas a imponer a la persona adolescente y sobre la 
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forma de reparación del daño causado a la víctima u ofendido, 
en su caso.

El Juez explicará a la persona adolescente, de forma clara y sen-
cilla, la medida de sanción que ha decidido imponerle, las razones 
por las que ha decidido hacerlo, las características generales de 
la ejecución de la medida, las consecuencias de su incumplimien-
to y los beneficios que conlleva su cumplimiento. Estas adverten-
cias formarán parte integral de la sentencia.

El Juez podrá imponer a la persona adolescente un máximo de 
dos medidas, además de la reparación del daño y la amonesta-
ción, en su caso, siempre que estas no sean incompatibles, garan-
tizando la proporcionalidad y compatibilidad entre ellas, de 
modo que su ejecución pueda ser simultánea y en ningún caso 
sucesiva.

Artículo 151. Contenido de la Sentencia

Además de los requisitos establecidos en el Código Nacional, la 
sentencia debe estar redactada en un lenguaje accesible para la per
sona adolescente y contener la medida de mayor gravedad que 
se impondría a este en caso de incumplimiento y las de menor 
gravedad por las que puede sustituirse la medida impuesta.

Artículo 152. Audiencia de notificación de la sentencia

Para la notificación de la sentencia se celebrará una audiencia en 
un plazo no mayor a tres días, contado a partir del pronuncia-
miento del fallo absolutorio o la conclusión de la audiencia de 
individualización de la medida, en su caso. La copia de la senten-
cia será entregada a las partes y a la víctima u ofendido, en su 
caso, al final de esta audiencia.

En esta audiencia podrán estar presentes la persona adolescente, 
su defensor, las personas responsables del o la adolescente o re-
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presentante legal y el Ministerio Público. En caso de que ninguna 
de las partes acuda, se dispensará la lectura y la sentencia se 
tendrá por notificada a todas las partes.

Una vez firme la sentencia condenatoria, el Tribunal de Juicio Oral 
deberá poner a disposición del Juez de Ejecución a la persona 
adolescente sin mayor dilación.

TÍTULO VII 
MEDIDAS DE SANCIÓN

Capítulo I 
Disposiciones Generales

Artículo 153. Finalidades de las medidas de sanción

El fin de las medidas de sanción es la reinserción social y reinte-
gración de la persona adolescente encontrada responsable de la 
comisión de un hecho señalado como delito, para lograr el ejer-
cicio de sus derechos, así como la reparación del daño a la víctima 
u ofendido, en los términos descritos por esta Ley. Para llevar a 
cabo esto, se deberán considerar los ámbitos individual, familiar, 
escolar, laboral y comunitario, en los que se desarrolle la persona 
adolescente.

El Juez de Ejecución y la Autoridad Administrativa deberán ga-
rantizar que el cumplimiento de la medida de sanción satisfaga 
dichas finalidades.

Todas las medidas de sanción están limitadas en su duración y 
finalidad a lo dispuesto en la sentencia, y no podrán, bajo ningu-
na circunstancia, superar el máximo previsto para cada una de 
ellas. Esto no excluye la posibilidad de terminar el cumplimien-
to de la medida antes de tiempo, modificarla o sustituirla en be-
neficio de la persona adolescente, en los términos previstos por 
esta Ley.
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Todas las medidas previstas en esta Ley deben instrumentarse, 
en lo posible, con la participación de las personas responsables 
del o la adolescente, la comunidad y con el apoyo de especialistas.

Artículo 154. Medios para lograr la reintegración y reinserción

Para lograr la reintegración y reinserción de la persona adoles-
cente se deberá:

 I. Garantizar el cumplimiento de sus derechos;
 II. Posibilitar su desarrollo personal;
 III. Escuchar, tomar en cuenta su opinión e involucrarla ac-

tivamente en la elaboración y ejecución de su Plan Indi-
vidualizado de Actividades o Plan Individualizado de 
Ejecución;

 IV. Minimizar los efectos negativos que la medida de san-
ción pudiera tener en su vida futura, y

 V. Fomentar los vínculos familiares y sociales que contri-
buyan a su desarrollo personal, a menos que esto sea 
contrario a sus derechos.

Artículo 155. Tipos de medidas de sanción

Las medidas de sanción que se pueden imponer a las personas 
adolescentes son las siguientes:

 I. Medidas no privativas de la libertad:
a) Amonestación;
b) Apercibimiento;
c) Prestación de servicios a favor de la comunidad;
d) Sesiones de asesoramiento colectivo y actividades 

análogas;
e) Supervisión familiar;
f) Prohibición de asistir a determinados lugares, condu-

cir vehículos y de utilizar instrumentos, objetos o pro-
ductos que se hayan utilizado en el hecho delictivo;
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g) No poseer armas;
h) Abstenerse a viajar al extranjero;
i) Integrarse a programas especializados en teoría de 

género, en casos de hechos tipificados como delitos 
sexuales;

j) Libertad Asistida.
 II. Medidas privativas o restrictivas de la libertad:

a) Estancia domiciliaria;
b) Internamiento, y
c) Semiinternamiento o internamiento en tiempo libre.

El Juez podrá imponer el cumplimiento de las medidas de forma 
simultánea o alterna, siempre que sean compatibles.

En todos los casos que se apliquen medidas de sanción, se im-
pondrá además la medida de reparación del daño a la víctima u 
ofendido.

Artículo 156. Reincidencia

Para la determinación de las medidas de sanción a las personas 
adolescentes, no se aplicarán las disposiciones relativas a la re-
incidencia, ni podrán ser en ningún caso considerados delincuen-
tes habituales.

Capítulo II 
Medidas de Sanción No Privativas de la Libertad

Artículo 157. Amonestación

Es la llamada de atención que el Juez hace a la persona adoles-
cente, exhortándolo para que en lo sucesivo se acoja a las normas 
sociales, de trato familiar y convivencia comunitaria.

El Juez deberá advertir a la persona responsable del o la adoles-
cente sobre el hecho que se le atribuye a la persona adolescente 
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y les solicitará intervenir para que el amonestado respete las 
normas anteriormente establecidas.

La amonestación deberá ser clara y directa, de manera que la 
persona adolescente comprenda la ilicitud de los hechos come-
tidos y los daños causados con su conducta a la víctima u ofendi-
do y a la sociedad.

Artículo 158. Apercibimiento

Consiste en la conminación que hace el Juez a la persona adoles-
cente para que evite la futura realización de conductas tipificadas 
como delito, así como la advertencia que, en el caso de reincidir 
en su conducta, se le aplicará una medida más severa.

Artículo 159. Prestación de servicios a favor de la comunidad

Consiste en que la persona adolescente realice tareas de interés 
general de modo gratuito, en su comunidad o en entidades de 
asistencia pública o privada sin fines de lucro, orientadas a la 
asistencia social, tales como hospitales, escuelas, parques, bom-
beros, protección civil, cruz roja y otros establecimientos simila-
res, siempre que éstas medidas no atenten contra su salud o in-
tegridad física o psicológica. En la determinación del lugar en el 
que se prestará el servicio deberá tomarse en cuenta el bien ju-
rídico afectado por el hecho realizado. Se preferirán las entidades 
del lugar de origen de la persona adolescente o donde resida 
habitualmente.

Las actividades asignadas deberán considerar las aptitudes de la 
persona adolescente, su edad y nivel de desarrollo.

La duración de esta medida no podrá ser inferior a tres meses ni 
superior a un año y las jornadas de servicios a la comunidad no 
podrán exceder de ocho horas semanales, que pueden ser cum-
plidas en fines de semana, días feriados o días festivos y sin que 
en ningún caso exceda la jornada laboral diaria.
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En ningún caso el cumplimiento de esta medida perjudicará la 
asistencia a la escuela, la jornada normal de trabajo u otros de-
beres a cargo de la persona adolescente.

Esta medida sólo podrá imponerse a las personas adolescentes 
mayores de quince años.

La imposición de esta medida no implicará la actualización de 
una relación laboral entre la persona adolescente sancionada, el 
Estado o la institución donde se preste el servicio.

Artículo 160. Sesiones de asesoramiento colectivo  
y actividades análogas

Esta medida tiene por objeto que la persona adolescente asista y 
cumpla con programas de asesoramiento colectivo u otras acti-
vidades análogas a cargo de personas e instancias especializadas, 
a fin de procurar que el adolescente se desarrolle integralmente 
y adquiera una actitud positiva hacia su entorno.

Este tipo de medidas tendrán una duración máxima de dos años 
y su cumplimiento deberá iniciarse a más tardar un mes después 
de ordenadas.

Artículo 161. Restauración del daño

El Órgano Jurisdiccional podrá considerar como reparado el 
daño, de conformidad con lo establecido en la sentencia y a sa-
tisfacción de la víctima u ofendido, en su caso.

La reparación del daño aceptada por la víctima u ofendido exclu-
ye la indemnización civil por responsabilidad extracontractual.

Artículo 162. Libertad Asistida

Consiste en integrar a la persona adolescente a programas de for-
mación integral bajo la vigilancia y seguimiento de un supervisor 
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y con el apoyo de especialistas. Los programas a los que se suje-
tará a la persona adolescente estarán contenidos en el Plan corres-
pondiente.

El fin de estas medidas consiste en motivar a la persona adoles-
cente para iniciar, continuar o terminar sus estudios en el nivel 
educativo correspondiente, recibir educación técnica, cultural, 
recreativa y deporte, entre otras.

El Juez señalará en la resolución definitiva, el tiempo durante el 
cual el adolescente deberá ingresar y acudir a la institución.

Se dará preferencia a las instituciones que se encuentren más 
cercanos al domicilio familiar y social de la persona adolescente.

La duración de esta medida no podrá ser superior a dos años.

Capítulo III 
Medidas de Sanción Privativas de la Libertad

Artículo 163. Estancia domiciliaria

Consiste en la permanencia de la persona adolescente en su do-
micilio, con su familia.

De no poder cumplirse en su domicilio, por razones de inconve-
niencia o imposibilidad, se practicará en la casa de cualquier fa-
miliar. Cuando no se cuente con ningún familiar, podrá ordenarse 
la estancia domiciliaria en una vivienda o institución pública o 
privada, de comprobada idoneidad, que se ocupe de cuidarlo.

La estancia domiciliaria no deberá afectar su asistencia al traba-
jo o al centro educativo al que concurra la persona adolescente.

La Autoridad Administrativa hará los estudios pertinentes para 
informar al Juez si la familia de la persona adolescente está en 
posibilidad de hacerse cargo de la aplicación de esta medida o si 
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ello resulta conveniente. La duración de esta medida no puede 
ser superior a un año.

Artículo 164. Internamiento

El internamiento se utilizará como medida extrema y por el tiem-
po más breve que proceda a las personas adolescentes que al 
momento de habérseles comprobado la comisión de hechos se-
ñalados como delitos, se encuentren en el grupo etario II y III. El 
Órgano Jurisdiccional deberá contemplar cuidadosamente las 
causas y efectos para la imposición de esta medida, procurando 
imponerla como última opción. Se ejecutará en Unidades exclu-
sivamente destinadas para adolescentes y se procurará incluir la 
realización de actividades colectivas entre las personas adoles-
centes internas, a fin de fomentar una convivencia similar a la 
practicada en libertad.

Para los efectos de esta Ley, podrá ser aplicado el internamiento 
en los siguientes supuestos, previstos en la legislación federal o 
sus equivalentes en las entidades federativas:

a) De los delitos previstos en la Ley General para Prevenir y 
Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, Reglamenta-
ria de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos;

b) De los delitos previstos en la Ley General para Prevenir, San-
cionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Perso-
nas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos 
Delitos;

c) Terrorismo, en términos del Código Penal Federal;
d) Extorsión agravada, cuando se comete por asociación delic-

tuosa;
e) Contra la salud, previsto en los artículos 194, fracciones I y 

II, 195, 196 Ter, 197, primer párrafo del Código Penal Fede-
ral y los previstos en las fracciones I, II y III del artículo 464 
Ter y en los artículos 475 y 476 de la Ley General de Salud;
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f) Posesión, portación, fabricación, importación y acopio de 
armas de fuego prohibidas y/o de uso exclusivo del Ejército, 
Armada o Fuerza Aérea;

g) Homicidio doloso, en todas sus modalidades, incluyendo el 
feminicidio;

h) Violación sexual;
i) Lesiones dolosas que pongan en peligro la vida o dejen in-

capacidad permanente, y
j) Robo cometido con violencia física.

Artículo 165. Cómputo de la duración del internamiento

Al ejecutar una medida de sanción de internamiento se deberá 
computar el período de internamiento preventivo al que hubiere 
sido sometido la persona adolescente.

Artículo 166. Excepción al cumplimiento de la medida de sanción

No podrá atribuirse a la persona adolescente el incumplimiento 
de las medidas de sanción que se le hayan impuesto cuando sea 
el Estado quien haya incumplido en la creación y organización de 
los programas para el seguimiento, supervisión y atención inte-
gral de las personas adolescentes condenados.

El incumplimiento de las medidas de sanción no se podrá consi-
derar como delito.

Artículo 167. Semiinternamiento

Consiste en la obligación de la persona adolescente de residir en 
el Centro de Internamiento durante los fines de semana o días 
festivos, según lo determine el Órgano Jurisdiccional, pudiendo 
realizar actividades formativas, educativas, socio laborales, re-
creativas, entre otras, que serán parte de su Plan de Actividades. 
En caso de presentarse un incumplimiento de éste, se deberá 
informar inmediatamente a las personas responsables del o la 
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adolescente. Deberá cuidarse que el Plan de Actividades no afec-
te las actividades cotidianas educativas y/o laborales de la per-
sona adolescente.

La duración de esta medida no podrá exceder de un año.

Los espacios destinados al internamiento en tiempo libre deben 
estar totalmente separados de aquellos destinados al cumpli-
miento de la medida de internamiento definitivo.

TÍTULO VIII 
RECURSOS

Capítulo I 
Disposiciones Generales

Artículo 168. Reglas generales

Las resoluciones judiciales podrán ser recurridas sólo por los 
medios y en los casos expresamente establecidos en el Código 
Nacional y en esta Ley.

El derecho de recurrir corresponderá tan sólo a quien le sea ex-
presamente otorgado y pueda resultar afectado por la resolución.

En el procedimiento penal sólo se admitirán los recursos de re-
vocación y apelación, según corresponda.

Capítulo II 
Recursos en Particular

Artículo 169. Queja y su procedencia

Procederá queja en contra del juzgador de primera instancia por 
no realizar un acto procesal dentro del plazo señalado por esta 
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Ley. La queja podrá ser promovida por cualquier parte del pro-
cedimiento y se tramitará sin perjuicio de las otras consecuencias 
legales que tenga la omisión del juzgador.

A partir de que se advierta la omisión del acto procesal, la queja 
podrá interponerse ante el Consejo.

Éste deberá tramitarla y resolverla en un plazo no mayor a tres 
días.

A partir de que se recibió la queja por el Órgano Jurisdiccional, 
éste tiene un plazo de veinticuatro horas para subsanar dicha omi-
sión, o bien, realizar un informe breve y conciso sobre las razones 
por las cuales no se ha verificado el acto procesal o la formalidad 
exigidos por la norma omitida y remitir el recurso y dicho informe 
al Consejo.

El Consejo tendrá cuarenta y ocho horas para resolver si dicha 
omisión se ha verificado. En ese caso, el Consejo ordenará la rea-
lización del acto omitido y apercibirá al Órgano Jurisdiccional de 
las imposiciones de las sanciones previstas por la Ley Orgánica 
respectiva en caso de incumplimiento. En ningún caso, el Conse-
jo podrá ordenar al Órgano Jurisdiccional los términos y las con-
diciones en que deberá subsanarse la omisión, debiéndose limitar 
su resolución a que se realice el acto omitido.

Sección I 
Revocación

Artículo 170. Procedencia del recurso de revocación

El recurso de revocación procederá en cualquiera de las etapas 
del procedimiento penal, en las que interviene la autoridad judi-
cial, en contra de las resoluciones de mero trámite que se resuel-
van sin sustanciación.
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El objeto de este recurso será que el mismo Juez que dictó la re-
solución impugnada, la examine de nueva cuenta y dicte la reso-
lución que corresponda.

Artículo 171. Trámite

El recurso de revocación se interpondrá oralmente en audiencia 
o por escrito, conforme a las siguientes reglas:

 I. Si el recurso se hace valer contra las resoluciones pro-
nunciadas durante audiencia, deberá promoverse antes 
de que termine la misma. La tramitación se efectuará 
verbalmente, de inmediato y de la misma manera se 
pronunciará el fallo, o

 II. Si el recurso se hace valer contra resoluciones dictadas 
fuera de audiencia, deberá interponerse por escrito en 
un plazo de dos días siguientes a la notificación de la 
resolución impugnada, expresando los motivos por los 
cuales se solicita. El Juez se pronunciará de plano, pero 
podrá oír previamente a las demás partes dentro del 
plazo de dos días de interpuesto el recurso, si se tratara 
de un asunto cuya complejidad así lo amerite.

La resolución que decida la revocación interpuesta oralmente en 
audiencia, deberá emitirse de inmediato; la resolución que decida 
la revocación interpuesta por escrito deberá emitirse dentro de 
los tres días siguientes a su interposición. En caso de que el Juez 
cite a audiencia por la complejidad del caso, resolverá en ésta.

Sección II 
Apelación

Artículo 172. Trámite de la apelación

El recurso de apelación contra las resoluciones del Juez de Con-
trol se interpondrá por escrito ante el mismo Juez que dictó la 
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resolución, dentro de los cinco días contados a partir de aquel en 
el que surta efectos la notificación si se tratare de auto o cual-
quier otra providencia, y de siete días si se tratare de sentencia 
definitiva.

La apelación contra el sobreseimiento dictado por el Tribunal de 
Juicio Oral se interpondrá ante el mismo tribunal dentro de los 
cinco días siguientes a su notificación. El recurso de apelación en 
contra de las sentencias definitivas dictadas por el Tribunal de 
enjuiciamiento se interpondrá ante el Tribunal que conoció del 
juicio, dentro de los quince días siguientes a la notificación de la 
resolución impugnada, mediante escrito en el que se precisarán 
las disposiciones violadas y los motivos de agravio correspon-
dientes.

Interpuesto el recurso, el Juez deberá correr traslado del mismo 
a las partes para que se pronuncien en un plazo de cinco días 
respecto de los agravios expuestos y señalen domicilio o medios 
en los términos del segundo párrafo del presente artículo.

Al interponer el recurso, al contestarlo o al adherirse a él, los 
interesados podrán manifestar en su escrito su deseo de exponer 
oralmente alegatos aclaratorios sobre los agravios ante el Magis-
trado Especializado.

Artículo 173. Derecho a la adhesión

Quien tenga derecho a recurrir podrá adherirse, dentro del tér-
mino de tres días contados a partir de recibido el traslado, al 
recurso interpuesto por cualquiera de las otras partes, siempre 
que cumpla con los demás requisitos formales de interposición.

Quien se adhiera deberá formular agravios. Sobre la adhesión se 
correrá traslado a las demás partes en un término de tres días.
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Artículo 174. Emplazamiento a las otras partes

Si al interponer el recurso, al contestarlo o al adherirse a él, algu-
no de los interesados manifiesta en su escrito su deseo de expo-
ner oralmente alegatos aclaratorios sobre los agravios, o bien 
cuando el Magistrado Especializado lo estime pertinente, decre-
tará lugar y fecha para la celebración de la audiencia, la que de-
berá tener lugar dentro de los cinco y quince días después de que 
fenezca el término para la adhesión.

El Magistrado Especializado, en caso de que las partes soliciten 
exponer oralmente alegatos aclaratorios o en caso de considerar-
lo pertinente, citará a audiencia de alegatos para la celebración 
de la audiencia, a fin de que las partes expongan oralmente sus 
alegatos aclaratorios sobre agravios, la que deberá tener lugar 
dentro de los cinco días después de admitido el recurso.

Artículo 175. Resolución

La resolución que resuelva el recurso al que se refiere esta sec-
ción, podrá ser dictada de plano, en audiencia o por escrito den-
tro de los tres días siguientes a la celebración de la misma.

La resolución confirmará, modificará o revocará la resolución 
impugnada, o bien ordenará la reposición del acto que dio lugar 
a la misma.

En caso de que la apelación verse sobre exclusiones probatorias, 
el Tribunal de Alzada se pronunciará indicando si la prueba es o 
no admisible, y así lo comunicará al Juez de Control para lo que 
corresponda.
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LIBRO CUARTO 
EJECUCIÓN DE LAS MEDIDAS

TÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES

Capítulo I 
Disposiciones Preliminares

Artículo 176. Definición

La etapa de ejecución de las medidas de sanción y de interna-
miento preventivo comprende todas las acciones destinadas a 
asegurar su cumplimiento y lograr el fin que con su aplicación se 
persigue, así como todo lo relativo al trámite y resolución de los 
incidentes que se presenten.

Artículo 177. Competencia del Órgano Jurisdiccional

El Juez de Ejecución es la autoridad judicial responsable del con-
trol y supervisión de la legalidad de la aplicación y ejecución de 
las medidas de sanción y de internamiento preventivo; debe re-
solver los incidentes que se presenten durante la ejecución de las 
medidas de sanción y de internamiento preventivo y garantizar 
el cumplimiento de los objetivos fijados por esta Ley.

En ningún caso, autoridades administrativas o diferentes al Ór-
gano Jurisdiccional podrán decretar la modificación, sustitución 
o el cumplimiento anticipado de la medida impuesta.

Artículo 178. Competencia

El Poder Judicial de la Federación y de las entidades federativas 
establecerán jueces que tendrán competencia en materia de eje-
cución de las medidas de sanción y de internamiento preventivo, 
de conformidad con los siguientes principios:
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 I. Son competentes para conocer de los procedimientos 
de ejecución de las medidas de sanción y de interna-
miento preventivo los jueces con jurisdicción en el lugar 
en que se encuentre la persona adolescente cumpliendo 
su medida, independientemente del fuero y del lugar en 
el que se hubiese dictado la medida de sanción o de in-
ternamiento preventivo.

 II. En las controversias sobre traslados de un Centro de 
Internamiento a otro, serán competentes tanto los jue-
ces con jurisdicción en el Centro de Internamiento de 
origen como en el de destino, correspondiendo conocer 
a aquél donde se presente la controversia.

 III. Los conflictos competenciales en materia de ejecución 
de medidas de sanción se resolverán con apego a lo dis-
puesto en el Código Nacional.

Los Jueces de Ejecución tendrán la competencia y adscripción 
que se determine en su respectiva ley orgánica y demás disposi-
ciones legales.

La jurisdicción territorial de los Jueces de Ejecución se podrá es-
tablecer o modificar mediante acuerdos generales.

Artículo 179. Facultades del Juez de Ejecución

El Juez de Ejecución tendrá las siguientes facultades:

 I. Garantizar a las personas adolescentes a quienes se les 
haya dictado una medida de sanción o de internamiento 
preventivo, en el ejercicio de sus atribuciones, el goce 
de los derechos y garantías fundamentales que le reco-
noce la Constitución, los Tratados Internacionales, de-
más disposiciones legales y esta Ley;

 II. Garantizar que la medida cautelar de internamiento pre-
ventivo o la de sanción se ejecute en sus términos, sal-
vaguardando la invariabilidad de la cosa juzgada con los 
ajustes que la presente legislación permita;
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 III. Decretar las medidas de seguridad que procedan en sus-
titución de la medida de sanción de internamiento, en 
los casos en que la persona adolescente privada de la 
libertad llegue a padecer enfermedad mental de tipo 
crónico, continuo e irreversible y determinar la custodia 
de la misma a cargo de una institución del sector salud, 
representante legal o tutor, para que se le brinde aten-
ción, trato y tratamiento de tipo asilar;

 IV. Sustanciar y resolver los incidentes que se promuevan 
para lograr el cumplimiento del pago de la reparación 
del daño, así como los demás que se promuevan con 
motivo de la ejecución de las medidas de sanción;

 V. Garantizar a las personas adolescentes su defensa en el 
procedimiento de ejecución;

 VI. Aplicar la ley más favorable a las personas adolescentes 
a quienes se les haya dictado una medida;

 VII. Autorizar y revisar las condiciones de supervisión de las 
medidas de sanción de conformidad con la sentencia 
impuesta a la persona adolescente;

 VIII. Imponer los medios de apremio que procedan para ha-
cer cumplir sus resoluciones;

 IX. Resolver sobre las controversias que se presenten sobre 
las condiciones de internamiento y cuestiones relacio-
nadas con las mismas;

 X. Resolver sobre la duración, modificación y extinción de 
la medida de sanción, y

 XI. Las demás que esta Ley y otros ordenamientos le con-
fieran.

Artículo 180. Cumplimiento de las medidas

La Autoridad Administrativa y los titulares de los Centros de In-
ternamiento y de las Unidades de Seguimiento tomarán las deci-
siones administrativas necesarias para garantizar el cumplimien-
to de las medidas.
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Cuando la autoridad administrativa determine modificaciones en 
las condiciones de cumplimiento de la medida que comprometan 
los derechos de las personas adolescentes a quienes se les haya 
dictado una medida, es necesario que dicha determinación sea 
revisada por el Juez de Ejecución previamente, salvo los casos de 
urgencia en que se ponga en riesgo la integridad de quienes se 
encuentran en el Centro de Internamiento y la seguridad de los 
mismos. En estos casos el Juez de Ejecución revisará la determi-
nación de la autoridad administrativa en un plazo que no exceda 
las veinticuatro horas.

Todas las decisiones que tomen las autoridades administrativas 
deberán estar debidamente fundadas y motivadas; serán notifi-
cadas inmediatamente a la persona adolescente sujeta a medida, 
a su Defensa, a la persona responsable de la persona adolescente 
y al Ministerio Público.

Artículo 181. Convenios

Las Autoridades Administrativas de los órdenes local y federal 
podrán celebrar convenios con instancias privadas u organismos 
públicos especializados con la finalidad de garantizar que el ado-
lescente cumpla la medida impuesta por el Órgano Jurisdiccional 
en pleno respeto de sus derechos humanos.

Artículo 182. Expediente de Ejecución

Las Unidades de Internamiento y las Unidades de Seguimiento 
deberán integrar un expediente electrónico de ejecución de las 
medidas de internamiento preventivo y de las medidas de san-
ción, el expediente contendrá la siguiente información:

a) Los datos de identidad de la persona adolescente;
b) Las copias certificadas de la resolución que imponga la me-

dida y, en su caso, del auto que declare que ésta ha causado 
estado;
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c) Día y hora de inicio y finalización de la medida;
d) Datos acerca de la salud física y mental de la persona ado-

lescente;
e) En caso de sentencia, el Plan Individualizado de Ejecución, 

así como sus modificaciones, reportes e incidencias;
f) Registro del comportamiento de la persona adolescente du-

rante el cumplimiento de la medida, y
g) Cualquier otro dato, circunstancia o característica particular 

de la persona adolescente que se considere importante.

Artículo 183. Concurrencia de diversas medidas de sanción

Cuando concurra el cumplimiento de diversas medidas de san-
ción contra una misma persona, en caso de ser compatibles, se 
cumplirán de manera simultánea. En caso de que sean incompa-
tibles, se declararán extintas las medidas menos relevantes.

Artículo 184. Concurrencia en la aplicación de sanciones y penas

Cuando concurra el cumplimiento de medidas de sanción im-
puestas por jueces especializados de adolescentes y jueces pena-
les, contra una misma persona, se declarará extinta la medida de 
sanción, para dar cumplimiento a la pena.

Artículo 185. Participación de las personas responsables de las 
personas adolescentes durante el cumplimiento de las medidas

La Autoridad Administrativa podrá conminar a las personas res-
ponsables de las personas adolescentes, para que brinden apoyo 
y asistencia a la persona adolescente durante el cumplimiento de 
las medidas. Para estos efectos procurará lo necesario para que 
se cuente con:

 I. Programas de capacitación a las personas responsables 
de las personas adolescentes;

 II. Programas de escuelas para personas responsables de 
las personas adolescentes;
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 III. Programas de orientación y tratamiento en caso de al-
coholismo o drogadicción;

 IV. Programas de atención médica;
 V. Cursos y programas de orientación, y
 VI. Cualquier otro programa o acción que permita a las per-

sonas responsables de las personas adolescentes, con-
tribuir a asegurar el desarrollo integral de las personas 
adolescentes.

Artículo 186. Informes a las personas responsables  
de las personas adolescentes

Con excepción de los casos en que se considere perjudicial para 
la persona adolescente, los encargados de la ejecución de la me-
dida de sanción, deberán procurar el mayor contacto con las per-
sonas responsables de las personas adolescentes, e informarles, 
por lo menos una vez al mes, sobre el desarrollo, modificación, 
obstáculos, ventajas o desventajas del Plan Individualizado de 
Ejecución.

Artículo 187. Del Plan Individualizado de Ejecución

Para la ejecución de las medidas de sanción que ameriten segui-
miento deberá realizarse un Plan Individualizado de Ejecución 
que deberá:

 I. Sujetarse a los fines de la o las medidas impuestas por 
el Juez;

 II. Tener en cuenta las características particulares de la 
persona adolescente y sus posibilidades para cumplir 
con el Plan;

 III. Dar continuidad a los estudios de la persona adolescen-
te en el nivel de escolaridad que le corresponda;

 IV. Escuchar y tomar en cuenta la opinión de la persona 
adolescente y, en su caso, de las personas responsables 
de las personas adolescentes, y
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 V. Orientarse en los parámetros de la educación para la 
paz, la solución pacífica de conflictos y el aprendizaje de 
los derechos humanos.

Artículo 188. Contenido del Plan Individualizado de Ejecución

El Plan Individualizado de Ejecución deberá especificar:

 I. Los datos de identificación de la persona adolescente;
 II. Las medidas impuestas en la sentencia;
 III. Los objetivos particulares que se pretenden cumplir du-

rante el proceso de reinserción y reintegración de la 
persona adolescente;

 IV. La determinación de las actividades educativas, depor-
tivas, culturales, laborales o formativas en las que par-
ticipará;

 V. Las condiciones de cumplimiento de cada uno de las 
actividades incluidas en él;

 VI. El Centro de Internamiento o Instituciones que coadyu-
varán con la Autoridad Administrativa para el cumpli-
miento de la medida;

 VII. La asistencia especial que se brindará a la persona ado-
lescente;

 VIII. Las posibilidades de atenuación de los efectos de la me-
dida;

 IX. Las condiciones de preparación necesarias para la ter-
minación de la medida, y

 X. Cualquier otra condición que se considere relevante 
para lograr el cumplimiento de los objetivos del Plan 
Individualizado de Ejecución.

Artículo 189. Personal especializado para la elaboración  
y revisión del Plan Individualizado de Ejecución

El personal encargado de la elaboración y revisión periódica de 
los Planes Individualizados así como de la ejecución de las medi-
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das previstas en esta Ley, deberá ser interdisciplinario, suficien-
te, en los términos de esta Ley, para cumplir con las tareas asig-
nadas a la Autoridad Administrativa.

La Autoridad Administrativa hará del conocimiento del Juez de 
Ejecución el Plan Individualizado de Ejecución en un plazo que 
no excederá a diez días naturales contados a partir del momento 
en que quede firme la resolución que ordena la medida.

El personal encargado de la revisión periódica podrá proponer 
modificaciones al Plan Individualizado de Ejecución, siempre que 
los cambios no rebasen los límites de la sentencia, ni modifiquen 
la medida.

Artículo 190. Supervisión Extraordinaria  
a los Centros de Internamiento

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como los 
organismos de protección de los derechos humanos de las enti-
dades federativas, podrán ingresar, en cualquier momento y 
cuando lo consideren pertinente, a los Centros de Internamiento 
para adolescentes con el objeto de inspeccionar las condiciones 
en las que se encuentran las personas adolescentes y verificar 
cualquier hecho relacionado con posibles violaciones a los dere-
chos humanos. Para tal efecto, los organismos de protección de 
derechos humanos designarán funcionarios que deberán acudir 
periódicamente a los Centros de Internamiento sin previo aviso 
y requerir de ellas toda la documentación y la información nece-
sarias para el cumplimiento de sus funciones; las cuales les serán 
suministradas sin costo alguno.

Las instituciones privadas, organizaciones no gubernamentales 
y de la sociedad civil sin fines de lucro, debidamente acreditadas, 
que tengan como misión legítima en la defensa de los derechos 
de las personas adolescentes, podrán acudir a los Centros de In-
ternamiento para inspeccionar las condiciones en que se encuen-



126

NORMATIVIDAD NACIONAL E INTERNACIONAL EN MATERIA DE JUSTICIA
PARA ADOLESCENTES QUE INFRINGEN LA LEY PENAL (I)

tran las personas adolescentes y verificar el respeto a sus dere-
chos fundamentales.

Las instituciones privadas, organizaciones no gubernamentales 
y de la sociedad civil deberán dar aviso de estas violaciones a los 
organismos de protección de los derechos humanos competentes.

En caso de encontrarse eventuales violaciones a los derechos hu-
manos de las personas adolescentes en internamiento, tanto los 
organismos de protección de los derechos humanos, como las 
instituciones a las que se refieren los párrafos anteriores, debe-
rán documentar el hecho y comunicarlo a la defensa y al Minis-
terio Público. En este caso, la defensa y el Ministerio Público ejer-
cerán las acciones administrativas y jurisdiccionales que 
correspondan.

Artículo 191. De la implementación de los programas

La Autoridad Administrativa deberá diseñar e implementar pro-
gramas orientados a la protección de los derechos e intereses de 
las personas adolescentes a quienes se les haya dictado una me-
dida.

Asimismo, podrá solicitar la intervención de instituciones públi-
cas o la colaboración de las privadas, para que coadyuven en el 
cumplimiento de dichos programas, mediante los convenios co-
rrespondientes de conformidad con la legislación aplicable.

Las instituciones públicas o privadas coadyuvantes en el cumpli-
miento de los planes individualizados, deberán reportar a la Au-
toridad Administrativa los avances en el cumplimiento de los 
mismos.
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Capítulo II 
De la Justicia Restaurativa en Ejecución de las Medidas de Sanción

Artículo 192. Objeto de la justicia restaurativa  
en la ejecución de medidas de sanción

En la ejecución de las medidas de sanción podrán realizarse pro-
cesos restaurativos, en los que la víctima u ofendido, la persona 
adolescente y en su caso, la comunidad afectada, en libre ejerci-
cio de su autonomía, participen de forma individual o conjunta-
mente de forma activa en la resolución de cuestiones derivadas 
de los hechos que la ley señala como delitos, con el objeto de 
identificar las necesidades y responsabilidades individuales y 
colectivas, así como a coadyuvar en la reintegración de la víctima 
u ofendido y de la persona adolescente a quien se le haya dicta-
do una medida de sanción, a la comunidad y la recomposición 
del tejido social.

Artículo 193. Procedencia

Los procesos restaurativos serán procedentes para todos los he-
chos señalados como delitos y podrán ser aplicados a partir de 
que quede firme la sentencia que imponga una medida de sanción 
a una persona adolescente.

El Órgano Especializado en Mecanismos Alternativos se asegura-
rá de que los casos sean revisados y, en su caso, atendidos por 
facilitadores especializados en los términos de esta Ley, quienes 
revisarán los casos y determinarán la viabilidad del proceso res-
taurativo, en conjunto con el Juez de Ejecución.

Los facilitadores especializados requerirán capacitación en jus-
ticia restaurativa en ejecución de medidas de sanción, los que 
estarán adscritos a la Autoridad Administrativa.
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Artículo 194. Efectos del cumplimiento  
de acuerdos derivados de procesos restaurativos

Cuando la víctima u ofendido, la persona adolescente y otros in-
tervinientes alcancen un acuerdo en un proceso restaurativo y 
éste se cumpla, el efecto será que se tendrá por reparado el daño 
causado.

Fuera de lo establecido en el párrafo anterior, no habrá perjui-
cio ni beneficio alguno en el proceso de ejecución para la per-
sona adolescente que participe en procedimientos de esta na-
turaleza.

Artículo 195. Procesos restaurativos

Pueden aplicarse los procesos restaurativos a que se refiere esta 
Ley, o bien, que la persona adolescente, la víctima u ofendido y la 
comunidad afectada participen en programas individuales, bajo 
el principio de justicia restaurativa, establecido en este ordena-
miento.

Artículo 196. Hechos señalados como delitos  
que ameriten la medida de sanción de internamiento

Para la aplicación de procesos restaurativos que impliquen un 
encuentro de la persona adolescente con la víctima u ofendido 
en caso de hechos señalados como delitos que ameriten la medi-
da de sanción de internamiento, las reuniones previas de prepa-
ración a que se refiere esta Ley, no podrán durar menos de seis 
meses.

Los procesos restaurativos que impliquen un encuentro entre las 
partes, solo podrán llevarse por petición de la víctima u ofendido, 
a partir de que la medida de sanción quede firme y hasta antes 
de su cumplimiento.
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Artículo 197. Mediación en internamiento

En todos los conflictos ínterpersonales entre personas adoles-
centes sujetas a medidas de sanción de internamiento, procede-
rá la mediación entendida como el proceso de diálogo, autores-
ponsabilización, reconciliación y acuerdo que promueve el 
entendimiento y encuentro entre las personas involucradas en 
un conflicto generando la pacificación de las relaciones y la re-
ducción de la tensión derivada de los conflictos cotidianos que la 
convivencia en internamiento genera.

TÍTULO II 
PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS Y JURISDICCIONALES

Capítulo I 
Disposiciones Generales

Artículo 198. Audiencia de Inicio de Ejecución

Una vez que la sentencia en la que se dicte una medida de sanción 
a una persona adolescente quede firme, el órgano que dicte dicha 
resolución la notificará al Juez de Ejecución competente en un 
plazo que no exceda a tres días hábiles.

El Juez de Ejecución remitirá copia certificada a la autoridad res-
ponsable de supervisar o ejecutar las medidas dictadas en un 
plazo que no exceda a tres días hábiles. La autoridad administra-
tiva diseñará el Plan Individualizado de Ejecución conforme a lo 
que establece la presente Ley y lo comunicará al Juez de Ejecución.

El Juez de Ejecución citará a las partes a la audiencia inicial de 
ejecución a fin de resolver sobre la legalidad de lo establecido en 
el Plan Individualizado de Ejecución; asimismo, le expondrá de ma-
nera clara a la persona adolescente la forma en que habrá de eje-
cutarse dicho plan, quien es la autoridad encargada de la supervi-
sión o ejecución de la medida, cuales son los derechos que le asisten 
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durante la ejecución, las obligaciones que deberá cumplir y los 
recursos que, en caso de controversia, puede interponer.

Artículo 199. Inicio de cumplimiento de la medida

La Autoridad Administrativa hará constar la fecha, hora y lugar 
en que se inicie el cumplimiento de la medida. En ese momento 
le informará personalmente a la persona adolescente los dere-
chos y garantías que le asisten durante dicho cumplimiento, así 
como sus deberes y obligaciones.

Artículo 200. Revisión periódica del Plan Individualizado de Ejecución

El Plan Individualizado de Ejecución debe ser revisado de oficio 
cada tres meses por la Autoridad Administrativa quien informa-
rá al Juez de Ejecución sobre la forma y las condiciones en que la 
persona adolescente ha cumplido total o parcialmente con aquel 
y, en su caso, las razones de su incumplimiento.

La Autoridad Administrativa deberá informar a la persona ado-
lescente, a la defensa, al Ministerio Público y en su caso, a la per-
sona responsable de la persona adolescente, sobre los avances u 
obstáculos que haya enfrentado la persona adolescente para el 
cumplimiento del Plan Individualizado de Ejecución; y, en su caso, 
los cambios efectuados al mismo.

La inobservancia de estas obligaciones por parte de los servidores 
públicos responsables será sancionada administrativa y penal-
mente.

Capítulo II 
Procedimiento Administrativo

Artículo 201. Peticiones administrativas

Las personas adolescentes a quienes se les haya dictado la medi-
da de internamiento preventivo o internamiento y las personas 
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legitimadas por esta Ley podrán formular peticiones administra-
tivas ante el Centro de Internamiento en contra de los hechos, 
actos u omisiones respecto de las condiciones de internamiento.

Artículo 202. Legitimación

Se reconoce legitimidad para formular las peticiones ante las di-
recciones de los Centros de Internamiento a:

 I. La persona adolescente en internamiento;
 II. Los familiares hasta el cuarto grado de parentesco por 

consanguinidad de la persona adolescente en interna-
miento, su cónyuge o concubinario;

 III. Los visitantes;
 IV. Los defensores públicos o privados;
 V. El Ministerio Público;
 VI. Cualquier autoridad, entidad, órgano u organismo de 

protección a los derechos humanos en el orden federal 
o de las entidades federativas que tengan dentro de su 
mandato la protección de las personas adolescentes en 
internamiento o de grupos o individuos que se encuen-
tren privados de la libertad, y

 VII. Las organizaciones de la sociedad civil que tengan den-
tro de su objeto la protección de los derechos de las per-
sonas adolescentes en internamiento o privadas de la 
libertad y que se encuentren debidamente acreditadas.

Artículo 203. Debido proceso

Las peticiones se sustanciarán conforme a las reglas establecidas 
en esta Ley, a fin de que el Centro de Internamiento para Adoles-
centes se pronuncie respecto de si ha existido o no una afectación 
en las condiciones de vida digna y segura en internamiento para 
las personas adolescentes o terceras personas afectadas y, en su 
caso, la subsanación de dicha afectación.
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No procederá el desistimiento de las peticiones, por lo que las 
autoridades administrativas continuarán con su tramitación has-
ta su conclusión.

Artículo 204. Formulación de la petición

Las peticiones administrativas se formularán por escrito sin for-
malidad alguna ante el titular del Centro de Internamiento, para 
lo cual se podrá aportar la información que considere pertinente, 
con el objeto de atender las condiciones de vida digna y segura 
en internamiento. La autoridad administrativa del Centro de In-
ternamiento auxiliará a las personas adolescentes privadas de la 
libertad cuando lo soliciten para formular el escrito o, en su caso, 
notificarán a su Defensa para que le asista en la formulación de 
su petición.

En caso de que la petición sea formulada por persona distinta al 
adolescente en internamiento, esta deberá señalar nombre, do-
micilio, teléfono y, en su caso, correo electrónico, para que le sean 
notificadas las determinaciones respectivas.

Artículo 205. Acuerdo de inicio

Una vez recibida la petición, el Centro de Internamiento para 
Adolescentes determinará un acuerdo en alguno de los siguientes 
sentidos:

 I. Admitir la petición e iniciar el trámite del procedimiento;
 II. Prevenir en caso de ser confusa, o
 III. Desechar por ser notoriamente improcedente.

El acuerdo de la autoridad deberá realizarse por escrito dentro 
de las veinticuatro horas siguientes y notificarse a la persona 
promovente de manera inmediata.
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En caso de haberse realizado una prevención, el peticionario ten-
drá un plazo de setenta y dos horas para subsanarla, en caso de 
no hacerlo, se tendrá por desechada.

En caso de desechamiento, el peticionario podrá inconformarse 
ante el Juez de Ejecución en los términos de esta Ley.

En caso de que no se emita el acuerdo o emitido el mismo no se 
notifique, dentro de las veinticuatro horas siguientes se entende-
rá que fue admitida la petición.

Artículo 206. Trámite del procedimiento

Una vez admitida la petición, el titular del Centro de Internamien-
to tendrá la obligación de allegarse, por cualquier medio, de la 
información necesaria, dentro del plazo señalado para resolver, 
considerando siempre la que en su caso hubiese aportado el pe-
ticionario, y con la finalidad de emitir una resolución que atienda 
de manera óptima la petición, en caso de que así procediera.

La obligación de allegarse de información deberá estar acompa-
ñada de acciones diligentes a fin de no retrasar la resolución de 
la petición.

Artículo 207. Acumulación de peticiones

Las peticiones administrativas que tengan un mismo objeto, total 
o parcialmente, serán acumuladas, cuando así proceda, para ser 
resueltas en un solo acto conjuntamente, continuándose la subs-
tanciación por separado de la parte que no se hubiese acumulado.

Artículo 208. Resolución de peticiones administrativas

El titular del Centro de Internamiento estará obligado a resolver 
dentro de un término de cinco días contado a partir de la admi-
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sión de la petición y notificar en forma inmediata a la persona 
peticionaria.

Si la petición fue resuelta en sentido contrario a los intereses del 
peticionario o la resolución dada por la autoridad administrativa 
no satisface la petición, éste podrá formular controversia ante el 
Juez de Ejecución dentro de los diez días siguientes a la fecha de 
notificación de la referida resolución. Si los efectos del acto son 
continuos o permanentes podrá plantearse en cualquier momen-
to la controversia ante el ante el Juez de Ejecución.

Si la petición no fuere resuelta dentro del término señalado en el 
primer párrafo, se entenderá que la determinación fue en sentido 
negativo. La negativa podrá ser motivo de controversia ante el 
Juez de Ejecución dentro de los diez días siguientes a la fecha en 
que feneció el plazo para el dictado de la resolución.

Artículo 209. Actos de imposible reparación

Cuando los hechos, actos u omisiones respecto de las condiciones 
de internamiento afecten derechos de imposible reparación, la 
persona legitimada podrá promover directamente ante el Juez de 
Ejecución para plantear su petición.

En este caso el Juez de Ejecución de oficio, suspenderá de inme-
diato los efectos del hecho o acto que motivó la promoción, hasta 
en tanto se resuelva en definitiva. Tratándose de omisiones, el 
Juez de Ejecución determinará las acciones a realizar por el Cen-
tro de Internamiento.

Cuando los Jueces de Ejecución reciban promociones que por su 
naturaleza no sean de imposible reparación, y no se hubiere ago-
tado la petición administrativa, las turnarán al Centro para su 
tramitación, recabando registro de su entrega.
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Capítulo III 
Controversias ante Juez de Ejecución

Artículo 210. Controversias

Los Jueces de Ejecución conocerán, además de lo establecido en 
esta Ley, de las controversias relacionadas con:

 I. Las condiciones de internamiento y cuestiones relacio-
nadas con las mismas;

 II. Las condiciones y cuestiones relacionadas con la ejecu-
ción de medidas no privativas de libertad que afecten 
derechos fundamentales, y

 III. La duración, modificación, sustitución y extinción de la 
medida de sanción.

Artículo 211. Controversias sobre condiciones de internamiento  
y cuestiones relacionadas con las mismas

Los sujetos legitimados por esta Ley para interponer peticiones 
administrativas también tendrán acción judicial ante el Juez de 
Ejecución con el objeto de resolver las controversias sobre los 
siguientes aspectos:

 I. Las condiciones de internamiento y cuestiones relacio-
nadas con las mismas, en cuyo caso será requisito indis-
pensable haber agotado la petición administrativa;

 II. La impugnación de sanciones disciplinarias o adminis-
trativas impuestas a las personas adolescentes privadas 
de la libertad, que podrá hacerse valer en el acto de su 
notificación o dentro de los diez días siguientes, y

 III. Los derechos de las personas adolescentes en interna-
miento en materia de traslados. Esta acción podrá ejer-
citarse en el momento de la notificación de traslado o 
dentro de los diez días siguientes.
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En relación a la fracción II, en tanto no quede firme la sanción ad-
ministrativa no podrá ejecutarse.

Artículo 212. Traslados involuntarios con autorización previa

El traslado involuntario de las personas privadas de la libertad 
debe llevarse a cabo con la autorización previa del Órgano Juris-
diccional competente en el Centro de Internamiento de origen, 
salvo en los casos de traslados involuntarios por razones urgentes.

El traslado involuntario puede ser solicitado por el Centro de 
Internamiento o por el Ministerio Público, ante el Órgano Juris-
diccional competente.

El Órgano Jurisdiccional, una vez recibida la solicitud señalará 
audiencia, en la que se escuchará a las partes y resolverá sobre 
la procedencia o no del traslado.

Artículo 213. Traslados involuntarios por razones urgentes

El traslado involuntario de las personas adolescentes en interna-
miento puede llevarse a cabo sin la autorización previa del Órga-
no Jurisdiccional en los siguientes supuestos:

 I. En casos de riesgo objetivo para la integridad de la per-
sona adolescente en internamiento o la seguridad del 
Centro de Internamiento, la Autoridad Administrativa 
puede, bajo su responsabilidad, llevar a cabo el traslado 
involuntario; en tal caso, la Autoridad Administrativa, 
debe solicitar dentro de las veinticuatro horas siguien-
tes la validación de ese traslado ante el Órgano Jurisdic-
cional, del Centro de Internamiento de origen.

La resolución que emita el Órgano Jurisdiccional respecto del 
traslado puede ser impugnada a través del recurso de apelación.
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Artículo 214. Controversias sobre la duración, modificación  
y extinción de la medida de sanción

La persona adolescente a quien se le haya dictado una medida de 
sanción, su defensor o el Ministerio Público, podrán acudir ante 
el Juez de Ejecución para obtener un pronunciamiento judicial 
cuando surja alguna controversia respecto de alguna de las si-
guientes cuestiones:

 I. El informe anual sobre el tiempo transcurrido en el Cen-
tro de Internamiento o el reporte anual sobre el buen 
comportamiento presentados por el Centro;

 II. El tiempo transcurrido de ejecución de las medidas de 
sanción;

 III. La sustitución de la medida de sanción; cuando no se 
hubiere resuelto respecto del sustitutivo de la medida 
de sanción; o porque devenga una causa superveniente;

 IV. El incumplimiento de las condiciones impuestas para la 
sustitución de la medida de sanción;

 V. La adecuación de la medida por su aplicación retroacti-
va en beneficio de la persona adolescente a quien se le 
haya dictado una medida de sanción;

 VI. La prelación, acumulación y cumplimiento simultáneo 
de las medidas;

 VII. El cómputo del tiempo de prisión preventiva para efec-
to del cumplimiento de la medida de sanción, y

 VIII. Las autorizaciones de los traslados internacionales de 
conformidad con el párrafo séptimo del artículo 18 de 
la Constitución.

Cualquiera que sea la parte promovente, se emplazará a los de-
más sujetos procesales, sin que el Ministerio Público y la Unidad 
de Internamiento puedan intervenir con una misma voz.

La víctima u ofendido o su asesor jurídico, sólo podrán participar 
en los procedimientos ante el Juez de Ejecución, cuando el deba-
te esté relacionado con el pago de la reparación del daño.
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Artículo 215. Sustitución de la medida de sanción  
de internamiento por estancia domiciliaria

La sustitución de la medida de sanción de internamiento por la 
medida de estancia domiciliaria procederá, a juicio del Órgano 
Jurisdiccional, cuando la segunda se considere más conveniente 
para la reinserción y la reintegración social y familiar de la per-
sona adolescente.

La Autoridad Administrativa hará los estudios pertinentes para 
informar al Juez si la familia de la persona adolescente está en 
posibilidad de hacerse cargo de la aplicación de esta medida o si 
ello resulta conveniente.

Artículo 216. Sustitución de la medida de sanción  
de internamiento por prestación de servicios a favor de la comunidad

La sustitución de la medida de sanción de internamiento por la 
medida de prestación de servicios a favor de la comunidad pro-
cederá, a juicio del Órgano Jurisdiccional, cuando la segunda se 
considere más conveniente para la reinserción y la reintegración 
social y familiar de la persona adolescente.

En estos casos se deberá considerar la edad de la persona ado-
lescente, sus intereses y capacidades.

Artículo 217. Criterios para la sustitución de la medida de sanción

Para la sustitución de las demás medidas de sanción por otras de 
menor gravedad, el Juez de Ejecución deberá considerar, entre 
otras:

 I. El interés superior de la niñez;
 II. Las condiciones en que ha venido cumpliendo la medida, y
 III. Los retos y obstáculos que ha enfrentado la persona 

adolescente en el cumplimiento de su medida.
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Capítulo IV 
Procedimiento Jurisdiccional

Artículo 218. Reglas del procedimiento

Las acciones y recursos judiciales se sustanciarán conforme a un 
sistema acusatorio y oral y se regirán por los principios de con-
tradicción, concentración, continuidad, inmediación y publicidad.

La persona adolescente privada de la libertad deberá contar con 
un defensor en las acciones y recursos judiciales; mientras que 
el Centro podrá intervenir por conducto de la persona titular de 
la dirección de éste o de la persona que ésta designe.

No procederá el desistimiento de las acciones y recursos judicia-
les, por lo que las autoridades judiciales competentes continua-
rán con su tramitación hasta que éstos concluyan.

Artículo 219. Partes procesales

En los procedimientos ante el Juez de Ejecución podrán interve-
nir como partes procesales, de acuerdo a la naturaleza de la con-
troversia:

 I. La persona adolescente sujeta a una medida;
 II. El defensor público o privado;
 III. El Ministerio Público;
 IV. El Titular del Centro de Internamiento o quien lo repre-

sente;
 V. El Titular de la Unidad de seguimiento de las medidas 

de sanción o quien lo represente;
 VI. El promovente de la acción o recurso, y
 VII. La víctima u ofendido y su asesor jurídico, cuando el 

debate esté relacionado con el pago de la reparación del 
daño.
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Cuando se trate de controversias sobre duración, modificación, 
sustitución o extinción de la medida de sanción, solo podrán in-
tervenir las personas señaladas en las fracciones I, II, III, IV, V y 
VII, del presente artículo.

Cuando el promovente no sea la persona adolescente sujeta a una 
medida de internamiento, el Juez de Ejecución podrá hacerlo 
comparecer a la audiencia si lo estima necesario.

Artículo 220. Formulación de la solicitud

Las personas legitimadas al iniciar una controversia judicial de-
berán presentarla por escrito ante la administración del juzgado 
de ejecución, la cual deberá indicar:

 I. Nombre del promovente, y cuando este sea persona di-
versa al que está sujeto a una medida de internamiento, 
deberá señalar domicilio o forma para recibir notifica-
ciones y documentos, en términos del Código Nacional;

 II. Juez competente;
 III. La individualización de las partes;
 IV. Señalar de manera clara y precisa la solicitud o contro-

versia;
 V. La relación sucinta de los hechos que fundamenten la 

solicitud;
 VI. Los medios de prueba que pretende ofrecer y desahogar;
 VII. Los fundamentos de derecho en los cuales basa su soli-

citud;
 VIII. La solicitud de suspensión del acto cuando considere que 

se trata de una afectación de imposible reparación, y
 IX. La firma del promovente o, en su caso, la impresión de 

su huella digital.

En caso de que no tenga a su disposición los medios de prueba, 
el promovente deberá señalar quién los tiene o dónde se encuen-
tran, y en su caso, solicitará al Juez de Ejecución requiera su ex-
hibición.
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Artículo 221. Auto de inicio

Una vez recibida la solicitud, la administración del juzgado regis-
trará la causa y la turnará al Juez competente. Recibida la causa, 
el Juez de Ejecución contará con un plazo de setenta y dos horas 
para emitir un auto en cualquiera de los siguientes sentidos:

 I. Admitir la solicitud e iniciar el trámite del procedimiento;
 II. Prevenir para que aclare o corrija la solicitud, si fuere 

necesario, o
 III. Desechar por ser notoriamente improcedente.

Cuando se realice una prevención, el solicitante tendrá un plazo 
de setenta y dos horas para que aclare o corrija la solicitud, en 
caso de no hacerlo, se desechará de plano.

El auto que admita la solicitud deberá realizarse por escrito y 
notificarse al promovente de manera inmediata sin que pueda 
exceder del término de veinticuatro horas. En caso de que no se 
notifique, se entenderá que fue admitida la solicitud.

Las solicitudes que tengan un mismo objeto, total o parcialmente, 
serán acumuladas en el auto admisorio para ser resueltas en un 
solo acto conjuntamente, continuándose la substanciación por 
separado de la parte que no se hubiese acumulado.

En caso de tratarse de derechos de imposible reparación, el Juez 
de Ejecución de oficio o a solicitud de parte decretará de inme-
diato la suspensión del acto, en tanto se resuelve en definitiva.

Artículo 222. Trámite del procedimiento

En caso de ser admitida la solicitud o subsanada la prevención, 
el Juez notificará y entregará a las partes copia de la solicitud y 
sus anexos, para que dentro del plazo de cinco días contesten la 
acción y ofrezcan los medios de prueba que estimen pertinentes; 
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además se requerirá a la Unidad de seguimiento de las medidas 
de sanción o al Centro de Internamiento conforme corresponda, 
para que dentro del mismo término rinda el informe que corres-
ponda.

Rendido el informe y contestada la acción, se entregará copia de 
las mismas a las partes que correspondan y se señalará hora y 
fecha para la celebración de la audiencia, la cual deberá realizar-
se al menos tres días después de la notificación, sin exceder de 
un plazo de diez días.

En caso de que las partes ofrezcan testigos, deberán indicar el 
nombre, domicilio y lugar donde podrán ser citados, así como el 
objeto sobre el cual versará su testimonio.

En la fecha fijada se celebrará la audiencia, a la cual deberán acu-
dir todos los interesados. La ausencia del Titular de la Unidad del 
seguimiento de las medidas de sanción, o del Centro de Interna-
miento, o quien lo represente y de la víctima u ofendido o su 
asesor jurídico no suspenderá la audiencia.

Artículo 223. Reglas de la audiencia

Previo a cualquier audiencia, el personal auxiliar del juzgado de 
ejecución llevará a cabo la identificación de toda persona que 
vaya a participar, para lo cual deberá proporcionar su nombre, 
apellidos, edad y domicilio.

Las audiencias serán presididas por el Juez de Ejecución, y se rea-
lizarán en los términos previstos en esta Ley y el Código Nacional.

Artículo 224. Desarrollo de la audiencia

La audiencia se desarrollará sujetándose a las reglas siguientes:

 I. El Juez de Ejecución se constituirá en la sala de audien-
cias el día y hora fijados y verificará la asistencia de los 
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intervinientes, declarará abierta la audiencia y dará una 
breve explicación de los motivos de la misma;

 II. El Juez de Ejecución verificará que las partes hubieren 
sido informadas de sus derechos constitucionales y le-
gales que les corresponden en la audiencia;

 III. El Juez de Ejecución concederá el uso de la palabra al 
promovente y con posterioridad a las demás partes;

 IV. Las partes discutirán sobre la admisión de los medios 
de prueba y podrán reclamar la revocación ante el des-
echamiento;

 V. El Juez de Ejecución admitirá los medios de prueba y se 
procederá a su desahogo conforme a las reglas del Có-
digo Nacional;

 VI. Las partes formularán los alegatos finales y de ser pro-
cedente, el Juez de Ejecución observará el derecho de 
réplica y dúplica cuando el debate así lo requiera;

 VII. El Juez de Ejecución declarará cerrado el debate, y
 VIII. El Juez de Ejecución emitirá su resolución y la explicará 

a las partes en la misma audiencia.

Artículo 225. Resolución

El Juez de Ejecución tendrá un término de cinco días para redac-
tar, notificar y entregar copia a las partes de dicha resolución.

En la resolución el Juez deberá pronunciarse, incluso de oficio, 
sobre cualquier violación a los derechos fundamentales de la per-
sona adolescente sujeta a la medida.

Artículo 226. Ejecución de la resolución

La resolución definitiva se ejecutará una vez que quede firme.

Transcurrido el término para el cumplimiento de la resolución por 
parte de la Autoridad Administrativa, el Juez de Ejecución de oficio 
o a petición de parte requerirá a la autoridad el cumplimiento de 
la misma.
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Cuando la Autoridad Administrativa manifieste haber cumplido 
con la resolución respectiva, el Juez de Ejecución notificará tal 
circunstancia al promovente, para que dentro del término de tres 
días manifieste lo que a su interés convenga; transcurrido dicho 
término sin que hubiese objeción, el Juez de Ejecución dará por 
cumplida la resolución y se ordenará el archivo del asunto.

Cuando el interesado manifieste su inconformidad en el cumpli-
miento de la resolución, el Juez de Ejecución notificará a la Auto-
ridad Administrativa tal inconformidad por el término de tres 
días para que manifieste lo que conforme a derecho corresponda, 
y transcurrido este término, se resolverá sobre el cumplimiento 
o no de la resolución.

Cuando la autoridad informe que la resolución solo fue cumplida 
parcialmente o que es de imposible cumplimiento, el Juez si con-
sidera que las razones no son fundadas ni motivadas, dará a la 
Autoridad Administrativa un término que no podrá exceder de 
tres días para que dé cumplimiento a la resolución, de no hacer-
lo se aplicarán las medidas de apremio que correspondan.

Cuando la Autoridad Administrativa alegue imposibilidad mate-
rial o económica para el cumplimiento total o parcial de la reso-
lución, el Juez de Ejecución, escuchando a las partes, fijará un 
plazo razonable para el cumplimiento.

Capítulo V 
Modificación y Cumplimiento Anticipado de la Medida de Sanción

Artículo 227. Audiencia de modificación de la medida

El Juez de Ejecución, de oficio, revisará anualmente las medidas 
de sanción impuestas; en esta audiencia con base en el interés 
superior de la niñez, evaluará las condiciones, retos y obstáculos 
que ha enfrentado la persona adolescente en el cumplimiento de 
su medida y evaluará la posibilidad de sustituirla por otra menos 
grave.
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Artículo 228. Ofrecimiento de medios de prueba  
en la audiencia de adecuación de la medida

A partir de la notificación de la audiencia de modificación de la 
medida y hasta un día antes, las partes y la víctima u ofendido, 
en su caso, podrán ofrecer los medios de prueba que consideren 
oportunos. El examen de admisibilidad y el desahogo de la prue-
ba se realizarán en la audiencia.

Artículo 229. Decisión del Juez sobre la sustitución  
o modificación de la medida

En la audiencia se debatirá sobre la conveniencia de modificar 
las condiciones de cumplimiento de la medida impuesta, o bien, 
de sustituirla por otra menos grave que sea más conveniente para 
la reinserción y reintegración social y familiar de la persona ado-
lescente, ya sea a solicitud de la Defensa o a criterio del Juez de 
Ejecución.

El Juez de Ejecución podrá sustituir la medida de internamiento 
por cualquiera de las otras medidas de privación de libertad con-
tenidas en esta Ley. Las medidas de privación de libertad diferen-
tes al internamiento podrán ser sustituidas por cualquiera de las 
otras medidas no privativas de libertad.

El Juez deberá escuchar y tomar en cuenta la opinión de la per-
sona adolescente y la persona responsable de ésta, en su caso, 
para la modificación o sustitución de la medida.

Al término de la audiencia, el Juez explicará a las partes y a la 
víctima u ofendido, en su caso, su determinación respecto de la 
procedencia o negativa de la modificación o sustitución de la me-
dida, así como las obligaciones que en virtud de dicha decisión, 
deba cumplir la persona adolescente, la Autoridad Administrati-
va que supervisará dicha medida y demás servidores públicos 
que intervengan en la ejecución de la misma.
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Capítulo VI 
Modificación por Incumplimiento de la Medida

Artículo 230. Modificación de la medida por incumplimiento

La Autoridad Administrativa deberá vigilar el cumplimiento de 
la medida. En caso de incumplimiento, informará a las partes so-
bre el mismo.

Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento sobre el incum-
plimiento de la medida, ya sea por información proporcionada 
por la Autoridad Administrativa o cualquier otro medio; deberá 
solicitar al Juez audiencia para la modificación de la medida. Di-
cha solicitud deberá estar debidamente fundada y motivada.

Artículo 231. Audiencia de modificación por incumplimiento

El Juez citará a las partes a una audiencia de adecuación de la 
medida por incumplimiento, que se realizará dentro de los diez 
días siguientes a la solicitud.

En la audiencia, el Juez deberá escuchar a la persona adolescente 
y a la Defensa, quienes deberán exponer los motivos del incum-
plimiento, en su caso.

Si la persona adolescente estuviese en libertad y éste no se pre-
sentara, el Juez lo apercibirá con imponerle alguna de las medidas 
de apremio establecidas en el Código Nacional.

Artículo 232. Determinación

Al término de la audiencia, el Juez determinará si hubo o no in-
cumplimiento de la medida.
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El Juez podrá apercibir a la persona adolescente para que dé cum-
plimiento a la medida en un plazo determinado, o bien, decreta-
rá la modificación de la misma por incumplimiento grave.

Artículo 233. Reiteración de incumplimiento

Si la persona adolescente no cumpliere con el apercibimiento 
judicial que se le hubiere hecho, el Ministerio Público podrá so-
licitar una nueva audiencia de modificación de la medida en la 
cual, de demostrarse la reiteración del incumplimiento, el Juez 
decretará en el acto la modificación de la medida sin que proceda 
un nuevo apercibimiento.

Capítulo VII 
Control de la Medida de Sanción de Internamiento

Artículo 234. Ingreso de la persona adolescente  
al Centro de Internamiento

En caso de que se trate de una medida de privación de la libertad, 
la Autoridad Administrativa verificará el ingreso de la persona 
adolescente al Centro de Internamiento correspondiente y que 
se le explicó el contenido del Reglamento al que queda sujeto y 
los derechos que le asisten mientras se encuentra en dicho Cen-
tro. Se elaborará un acta en la que constarán:

 I. Los datos personales de la persona adolescente sujeto 
a medida de sanción;

 II. Conducta por la cual fue sancionada;
 III. Fecha de ingreso, fecha de revisión y fecha de cumpli-

miento de la medida de sanción;
 IV. El resultado de la revisión médica realizada a la persona 

adolescente;
 V. El proyecto del Plan Individualizado de Ejecución;
 VI. La información que las autoridades del Centro brinden 

a la persona adolescente sobre las reglas de comporta-
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miento y convivencia en el interior, así como las medi-
das disciplinarias aplicables, y

 VII. Las condiciones físicas del dormitorio en que será in-
corporado y de las demás instalaciones.

Artículo 235. Condiciones del Centro de Internamiento

Los Centros de Internamiento deberán contar con la capacidad 
para recibir personas en condiciones adecuadas y con espacios 
que fomenten la convivencia y eviten la exclusión social. La es-
tructura y equipamiento de las unidades deberán cumplir, por lo 
menos, con lo siguiente:

 I. Que existan espacios, incluidos comedores, cocinas, dor-
mitorios y sanitarios, que respondan a las necesidades 
particulares de acceso y atención de quienes estén in-
ternados, tales como intimidad, estímulos visuales, re-
querimientos especiales con motivo de género, discapa-
cidad, fomento de las posibilidades de asociación con 
sus compañeros y de participación colectiva en activi-
dades culturales, de educación, capacitación, desarrollo 
artístico, desempeño de oficios, esparcimiento y recrea-
ción, así como otras necesidades derivadas del desarro-
llo de la vida cotidiana;

 II. Que cuenten con un sistema eficaz de alarma, evacua-
ción y buen resguardo, para los casos de incendio, inun-
dación, movimientos telúricos o cualquier otro riesgo 
contra la seguridad e integridad de quienes se encuen-
tren en el interior del Centro de Internamiento;

 III. Que no estén situados en zonas de riesgo para la salud;
 IV. Que cuenten con áreas separadas de acuerdo con el gé-

nero, la edad y la situación jurídica de las personas que 
cumplen una medida de internamiento, en los términos 
de esta Ley;

 V. Que cuenten con agua limpia y potable suficientes para 
que las personas adolescentes puedan disponer de ella 
en todo momento;
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 VI. Que los dormitorios cuenten con luz natural y eléctrica 
y tengan una capacidad máxima para cuatro personas. 
Deberán estar equipados con ropa de cama individual, 
que deberá entregarse limpia, mantenerse en buen es-
tado y mudarse con regularidad por razones de higiene;

 VII. Que las instalaciones sanitarias estén limpias y situadas 
de modo que las personas internadas puedan satisfacer 
sus necesidades fisiológicas con higiene y privacidad;

 VIII. Que los comedores cuenten con mobiliario adecuado y 
suficiente para que la ingesta de alimentos se dé en con-
diciones de higiene y dignidad;

 IX. Que cuenten con espacios adecuados para que toda per-
sona internada pueda guardar sus pertenencias;

 X. Que cuenten con espacios, equipos y medicamentos ade-
cuados para la atención médica permanente, teniendo 
en consideración las necesidades específicas conforme 
a la edad y el género de las personas internadas. En caso 
de requerir atención especializada, se deberá llevar al 
adolescente al lugar correspondiente, y

 XI. Que cuenten con áreas adecuadas para:
a) La visita familiar;
b) La visita con el defensor;
c) La visita íntima;
d) La convivencia, en su caso, de las adolescentes ma-

dres con sus hijos y para cubrir las necesidades de 
atención de éstos últimos;

e) La prestación de servicios jurídicos, médicos, de tra-
bajo social, psicológicos y odontológicos para las per-
sonas internadas;

f) La instrucción educativa, la capacitación laboral y el 
desempeño de oficios;

g) La recreación al aire libre y en interiores, y
h) La celebración de servicios religiosos de acuerdo con 

las creencias de las personas adolescentes, de confor-
midad con las posibilidades del Centro de Interna-
miento.
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Artículo 236. Reglamento del Centro de Internamiento

El régimen interior de los Centros de Internamiento estará regu-
lado por un Reglamento que deberá incluir, por lo menos las si-
guientes disposiciones:

 I. Los derechos, de las personas adolescentes en interna-
miento;

 II. Las responsabilidades y deberes de las personas ado-
lescentes al interior de los Centros;

 III. Las atribuciones y responsabilidades de los servidores 
públicos adscritos a los Centros;

 IV. Las conductas que constituyan faltas y las medidas dis-
ciplinarias a las que den lugar, señalando con claridad 
la intensidad y la duración de las mismas, así como los 
procedimientos para imponerlas;

 V. Los procedimientos de autorización, vigilancia y revi-
sión para visitantes, así como para la revisión de dormi-
torios y pertenencias;

 VI. Los lineamientos para la visita familiar;
 VII. Las condiciones de espacio, tiempo, higiene, privacidad 

y periodicidad, para que las personas adolescentes pue-
dan recibir visita íntima;

 VIII. Los lineamientos y procedimientos para que las perso-
nas adolescentes puedan ser propuestos para modifica-
ción de las medidas impuestas, en su beneficio;

 IX. La organización de la Unidad de Internamiento;
 X. Los lineamientos y requisitos para el otorgamiento de 

los servicios educativos, de capacitación laboral, depor-
tivos y de salud, y

 XI. Los horarios y lineamientos generales para el otorga-
miento del servicio de alimentación que en ningún caso 
será negado ni limitado.

Artículo 237. Egreso del adolescente

Cuando la persona adolescente esté próxima a egresar del Centro 
de Internamiento, deberá ser preparado para la salida, con la asis-
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tencia del equipo multidisciplinario y con la colaboración de la 
persona responsable del mismo, si ello fuera posible.

Artículo 238. Seguridad

La Autoridad Administrativa ordenará a las autoridades del Cen-
tro de Internamiento, que se adopten las medidas necesarias para 
proteger la integridad física de las personas adolescentes sujetos 
a la medida de sanción de internamiento y de sus visitantes, así 
como para mantener las condiciones de vida digna y segura en el 
interior de los mismos.

Artículo 239. Medidas para garantizar la seguridad

Cuando las medidas a que se refiere el artículo anterior impli-
quen la protección de la integridad física, salud y seguridad per-
sonal de las personas adolescentes sujetos a la medida de sanción 
de internamiento se harán efectivas de inmediato; cuando dichas 
medidas impliquen correcciones y adecuaciones en los servicios 
e instalaciones de los Centros de Internamiento, la Autoridad Ad-
ministrativa señalará un plazo prudente para que mediante su 
cumplimiento y ejecución se garanticen condiciones de vida dig-
na en el interior del Centro.

Capítulo VIII 
Recursos Durante la Ejecución

Artículo 240. Disposiciones generales

El derecho a recurrir solo corresponde a quien le sea expresa-
mente otorgado y pueda resultar afectado por la resolución.

En las controversias de ejecución penal, sólo se admiten los re-
cursos de revocación y apelación.

La parte recurrente debe interponer el recurso en el tiempo y la 
forma señalada en la Ley de Ejecución, con indicación específica 
de la parte impugnada de la resolución recurrida.
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El Órgano Jurisdiccional ante el cual se haga valer el recurso so-
lamente podrá pronunciarse sobre los agravios expresados por 
el o los recurrentes, sin que pueda extender el examen de la de-
cisión recurrida a cuestiones no planteadas en ella, o más allá de 
los límites del recurso, a menos que advierta una violación fla-
grante a derechos fundamentales que deba reparar de oficio.

Si en la controversia concurren varios sujetos legitimados, pero 
solamente uno, o algunos promovieron recurso, la decisión favo-
rable en el recurso que se dicte aprovechará a los demás, a menos 
que las razones para conceder la decisión favorable sean estric-
tamente personales.

Artículo 241. Revocación

El recurso de revocación se interpondrá ante el Juez de Ejecución 
en contra de las determinaciones que no resuelvan sobre el fon-
do de la petición planteada.

Artículo 242. Apelación

El recurso de apelación se interpondrá dentro de los tres días 
siguientes a la notificación del auto o resolución que se impugna 
y tiene por objeto que el Tribunal de Alzada revise la legalidad de 
la resolución impugnada, a fin de confirmarla, modificarla o re-
vocarla.

Artículo 243. Procedencia del recurso de apelación

El recurso de apelación procederá en contra de las resoluciones 
que se pronuncien sobre:

 I. Modificación o extinción de la medida de sanción;
 II. Sustitución de la medida de sanción;
 III. Cumplimiento de la reparación del daño;
 IV. Ejecución de las sanciones disciplinarias;
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 V. Traslados;
 VI. Afectación a los derechos de visitantes, defensores y or-

ganizaciones observadoras, y
 VII. Las demás previstas en esta Ley.

Artículo 244. Efectos de la apelación

La interposición del recurso de apelación durante la tramitación 
del asunto no suspende la ejecución de la sentencia.

Artículo 245. Emplazamiento y remisión

Interpuesto el recurso, el Juez de Ejecución correrá traslado a las 
partes para que en el plazo de tres días manifiesten lo que a su 
derecho convenga, y en su caso ejercite su derecho de adhesión.

Una vez realizado el traslado, la unidad de gestión remitirá den-
tro de las veinticuatro horas siguientes las actuaciones al Tribu-
nal de Alzada que corresponda.

Artículo 246. Tramitación

Recibidas las actuaciones en el Tribunal de Alzada, dentro de los 
tres días siguientes, se pronunciará sobre la admisión del recurso.

En el mismo auto en que se admita el recurso, el Tribunal de Al-
zada resolverá sobre el fondo del mismo, salvo que corresponda 
realizar previamente una audiencia conforme a las previsiones 
del Código Nacional, en cuyo caso la administración del Tribunal 
de Alzada programará la celebración de la audiencia dentro de 
los cinco días siguientes y al final de la misma se resolverá el 
recurso.

Artículo 247. Efectos

Los efectos de la sentencia podrán ser la confirmación o nulidad 
de la sentencia; en este último caso se determinará la reposición 
total o parcial del procedimiento.
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En los casos en que se determine la reposición total del procedi-
miento, deberá conocer un juzgado de ejecución distinto, para 
salvar el principio de inmediación y el deber de objetividad del 
Órgano Jurisdiccional.

En los casos de reposición parcial, el tribunal de apelación deter-
minará si debe conocer un Órgano Jurisdiccional diferente o el 
mismo.

No podrá determinarse la reposición del procedimiento, cuando 
se recurra únicamente por la inobservancia de derechos proce-
sales que no vulneren derechos fundamentales o no trasciendan 
a la resolución.

Artículo 248. Nulidad

Será causa de nulidad de la sentencia la transgresión de una nor-
ma de fondo, que implique violaciones a derechos fundamentales. 
En estos casos, el tribunal de apelación modificará o revocará la 
sentencia. Si ello compromete el principio de inmediación, se or-
denará la reposición del procedimiento.

Artículo 249. Medios de Prueba

Pueden ofrecerse medios de prueba cuando el recurso se funda-
mente en un defecto del proceso y se discuta la forma en que fue 
llevado a cabo un acto, contrariando lo señalado en los registros 
del debate o la sentencia.

También es admisible la prueba incluso relacionada con los he-
chos cuando sea indispensable para sustentar el agravio aducido.
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LIBRO QUINTO

TÍTULO I 
DE LA PREVENCIÓN SOCIAL DE LA VIOLENCIA Y LA DELINCUENCIA  

PARA PERSONAS ADOLESCENTES

Capítulo Único 
Disposiciones Generales

Artículo 250. Prevención social de la violencia y delincuencia

La prevención social de la violencia y la delincuencia es el con-
junto de políticas públicas, programas, estrategias y acciones 
orientadas a reducir factores de riesgo que favorezcan la genera-
ción de violencia y delincuencia así como a combatir las distintas 
causas y factores que la generan.

Artículo 251. Factores de riesgo en personas adolescentes

La prevención del delito como parte de la justicia de adolescentes 
tiene como finalidad el ejercicio pleno de sus derechos, evitar la 
comisión de delitos y la formación ciudadana, la cual tiene tres 
niveles:

 I. La prevención primaria del delito son las medidas uni-
versales dirigidas a los adolescentes antes de que come-
tan comportamientos antisociales y/o delitos, mediante 
el desarrollo de habilidades sociales, la creación de 
oportunidades especialmente educativas, de prepara-
ción para el trabajo para cuando esté en edad de ejer-
cerlo, de salud, culturales, deportivas y recreativas;

 II. La prevención secundaria del delito son las medidas es-
pecíficas dirigidas a las personas adolescentes que se 
encuentran en situaciones de mayor riesgo de cometer 
delitos, falta de apoyo familiar, que se encuentran fuera 
del sistema educativo, desocupadas, inician en el consu-
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mo de drogas o viven en contextos que afectan su desa-
rrollo, y

 III. La prevención terciaria del delito son las medidas es-
pecíficas para los adolescentes que habiendo sido suje-
tos del Sistema de Justicia y habiendo cumplido una 
medida de sanción se implementan para evitar la rein-
cidencia delictiva.

Artículo 252. Principios de la prevención social  
de la violencia y delincuencia

La prevención social de la violencia y delincuencia para personas 
adolescentes se fundamenta en los principios establecidos en la 
Ley General para la Prevención Social de la Violencia y la Delin-
cuencia y en la Ley General.

Asimismo, se basa en el respeto irrestricto de la dignidad huma-
na de las personas adolescentes, en el reconocimiento de que el 
respeto de sus derechos humanos y el desarrollo de todas sus 
potencialidades, que son condiciones indispensables para evitar 
la comisión de conductas antisociales y garantizar un sano desa-
rrollo que les permita tener un proyecto de vida y una vida digna.

La prevención social del delito tiene como pilares fundamentales 
la cohesión, la inclusión y la solidaridad sociales, así como de la 
obligación de todos los ámbitos y órdenes de gobierno de garan-
tizar que las personas adolescentes puedan desarrollarse en un 
ambiente de respeto y garantía efectiva de todos sus derechos, 
desde un enfoque holístico y no punitivo.

Artículo 253. Criterios de la prevención social  
de la violencia y la delincuencia

La prevención social de la violencia y la delincuencia para las 
personas adolescentes se fundará en los siguientes criterios:
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 I. La Función del Estado. Las autoridades de los tres órde-
nes de gobierno, en el ámbito de sus competencias, deben 
coadyuvar con la política nacional en el diseño, elabora-
ción e implementación de programas eficaces de pre-
vención de la delincuencia y la violencia, con base en el 
respeto de los derechos humanos; así como, en la crea-
ción y el mantenimiento de marcos institucionales para 
su aplicación y evaluación;

 II. La Transversalidad en las Políticas Públicas de Preven-
ción. Se deberán considerar aspectos de prevención del 
delito en el diseño de todos los programas y políticas so-
ciales y económicas, especialmente en el diseño de las 
políticas laborales; educativas; culturales y deportivas; 
de salud; de vivienda y planificación urbana, desde la 
perspectiva de género; y, de combate contra la pobreza, 
la marginación social y la exclusión;

 III. Dichas políticas deberán hacer particular hincapié en 
atender a las personas adolescentes en situación de ma-
yor riesgo, a sus familias y las comunidades en las que 
vivan, desde un enfoque transformador;

 IV. El compromiso de los diferentes Actores corresponsa-
bles. Sociedad civil, organizaciones empresariales, sec-
tor académico, organismos internacionales y medios de 
comunicación, deben formar parte activa de una preven-
ción eficaz de la delincuencia y la violencia, en razón de 
la naturaleza tan variada de sus causas y de los diferen-
tes ámbitos desde donde hay que afrontarla;

 V. La Sostenibilidad Presupuestaria y Rendición de Cuentas. 
El Estado debe garantizar, asignando el máximo de re-
cursos de los que se disponga, la implementación de las 
políticas y programas de prevención social de la delin-
cuencia y la violencia para las personas adolescentes;

 VI. Asimismo, las dependencias y autoridades responsables 
de la prevención social de la delincuencia y de la violen-
cia se encuentran obligadas a transparentar y rendir 
cuentas respecto del ejercicio del presupuesto asignado; 
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así como, de implementar mecanismos de evaluación de 
la ejecución y de los resultados previstos;

 VII. El Diseño con Base en Conocimientos Interdisciplina-
rios. Las estrategias, políticas, programas y medidas de 
prevención social de la violencia y la delincuencia deben 
tener una amplia base de conocimientos interdiscipli-
narios sobre los problemas que las generan, sus múlti-
ples causas y las prácticas que hayan resultado eficaces;

 VIII. El Respeto a los Derechos Humanos. El Estado de Dere-
cho y la Cultura de la Legalidad. En todos los aspectos de 
la prevención social de la violencia y la delincuencia se 
deben respetar el estado de derecho y los derechos hu-
manos reconocidos en la Constitución, los Tratados In-
ternacionales en la materia y las leyes aplicables. Asimis-
mo, se deberá fomentar una cultura de legalidad en todos 
los ámbitos de la sociedad;

 IX. La Perspectiva Internacional. Las estrategias y los diag-
nósticos de prevención social de la violencia y la delin-
cuencia, en el ámbito nacional, deben tener en cuenta la 
vinculación entre los problemas de la delincuencia na-
cional y la delincuencia internacional;

 X. La Especificidad en el Diseño. Las estrategias de preven-
ción social de la violencia y la delincuencia deben tener 
en cuenta las características específicas de los diferentes 
actores de la sociedad, quienes coadyuvan; así como, las 
necesidades específicas de las personas adolescentes, 
con especial énfasis en aquellas que se encuentran en 
un estado de mayor vulnerabilidad o riesgo, y

 XI. Las medidas de prevención social de la violencia y la 
delincuencia deben centrarse en las comunidades y han 
de llevarse a cabo con la coadyuvancia de la sociedad 
civil; así como con la participación de las diversas comu-
nidades. Dichas medidas serán contrastadas, con base 
en datos objetivos.
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Artículo 254. De seguridad pública

Las políticas públicas en materia de prevención social de la violen-
cia y la delincuencia para personas adolescentes, no podrán sus-
tentarse de manera exclusiva en acciones de seguridad pública.

Artículo 255. Del enfoque interdisciplinario

Las autoridades de los tres órdenes de gobierno, en el ámbito de 
sus competencias, implementarán políticas públicas de preven-
ción social de la violencia y la delincuencia para personas ado-
lescentes. Para ello deben analizar sistemáticamente los diversos 
factores de riesgo, desde un enfoque interdisciplinario y elaborar 
medidas pertinentes que eviten la estigmatización de las perso-
nas adolescentes.

Artículo 256. De las políticas públicas

Los tres órdenes de gobierno, en el ámbito de sus competencias, 
implementarán políticas y medidas para la prevención social de 
la violencia y la delincuencia para personas adolescentes que de-
berán incluir, como mínimo:

 I. La creación de oportunidades, en particular educativas, 
para atender a las diversas necesidades de adolescentes 
de quienes estén en peligro latente o situación de riesgo 
social, que ameriten cuidado y protección especiales;

 II. Los criterios especializados, cuya finalidad sea reducir 
los motivos, la necesidad y las oportunidades de comi-
sión de conductas tipificadas como delitos o las condi-
ciones que las propicien;

 III. La protección de su bienestar, sano desarrollo, vida dig-
na y proyecto de vida;

 IV. La erradicación de los procesos de criminalización y 
etiquetamiento de las personas adolescentes, derivados 
de estereotipos, prejuicios, calificativos o cualquier otra 
connotación discriminatoria o peyorativa, y
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 V. La participación de las personas adolescentes en el di-
seño de las políticas públicas.

Artículo 257. De los programas

Los tres órdenes de gobierno formularán los programas de pre-
vención social de la violencia y la delincuencia, en términos de 
las leyes aplicables, que comprendan, como mínimo, lo siguiente:

 I. Análisis y diagnóstico de las causas que originan la co-
misión de conductas antisociales en adolescentes;

 II. Delimitación precisa de las atribuciones, obligaciones y 
responsabilidades de todas las autoridades, entidades, 
organismos, instituciones y personal que se ocupan del 
diseño, desarrollo, instrumentación y evaluación de las 
actividades encaminadas a la prevención social del de-
lito;

 III. Implementación de mecanismos de coordinación y eje-
cución de las actividades de prevención, entre los orga-
nismos gubernamentales y no gubernamentales;

 IV. Definición de políticas, estrategias y programas basados 
en estudios prospectivos y en la evaluación permanente, e

 V. Implementación de estrategias y mecanismos eficaces 
para disminuir los factores de riesgo que propician los 
fenómenos de violencia y delincuencia en personas ado-
lescentes.

TÍTULO II

Capítulo Único 
Del Reconocimiento de la Función Preventiva de las Familias

Artículo 258. De la coadyuvancia de las familias

Las familias son la unidad central de la sociedad, encargadas de 
la integración social primaria de personas adolescentes; los go-
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biernos y la sociedad, deben tratar de preservar la integridad de 
las familias, incluidas las familias extensas y sustitutas.

La sociedad tiene la obligación de coadyuvar con las familias para 
cuidar y proteger a personas adolescentes, asegurando su bien-
estar y sano desarrollo. El Estado tiene la obligación de ofrecer 
servicios apropiados para lograr estos fines.

Artículo 259. De la atención de las familias

Las autoridades de los tres órdenes de gobierno, en el ámbito de 
sus competencias, en materia de prevención social de la violencia 
y de la delincuencia deben adoptar políticas que permita a las 
personas adolescentes crecer y desarrollarse en un ambiente fa-
miliar de estabilidad y bienestar. Asimismo, deben atender, me-
diante la aplicación de medidas especiales, a las familias que 
necesiten asistencia social para resolver situaciones de inestabi-
lidad o conflicto, en el marco de la ley aplicable.

Artículo 260. De la colocación familiar

Las autoridades de los tres órdenes de gobierno, en el ámbito de 
sus competencias, garantizarán que, cuando no exista un ambien-
te familiar de estabilidad y bienestar debido a que las medidas 
especiales implementadas no tuvieron éxito; y, las familias exten-
sas no puedan cumplir la función de acogida, se implemente la 
adopción u otras modalidades de colocación familiar. Dichas au-
toridades se encuentran obligadas a verificar que la persona ado-
lescente que esté en esta situación, se le coloque en un ambiente 
familiar de estabilidad y bienestar; que le genere un sentimiento 
de permanencia.

Se evitará, en la medida de lo posible, y solo se utilizará como 
último recurso, el mantener a personas adolescentes en institu-
ciones públicas o privadas de guarda y custodia.
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Artículo 261. De la formación de las personas responsables  
de las personas adolescentes

Las autoridades de los tres órdenes de gobierno, en el ámbito de 
sus competencias, implementarán programas para brindar infor-
mación y formación a madres, padres, ascendientes, y a las per-
sonas que ejercen la tutela y custodia de personas adolescentes, 
para ejercer, de la manera más adecuada, las responsabilidades 
familiares, así como para proveerles de las herramientas para 
resolver los conflictos inherentes a este.

Artículo 262. De la relevancia de las personas  
adolescentes en la sociedad

La función socializadora de personas adolescentes corresponde, 
principalmente, tanto a las familias, como a las familias extensas. 
Los sujetos obligados, por esta Ley, deben visibilizar la relevancia 
de las personas adolescentes en la sociedad, el respeto a sus de-
rechos humanos, a su participación en la toma de decisiones en 
los ámbitos de su competencia, de su derecho a participar libre, 
activa y plenamente en la vida familiar, comunitaria, social, esco-
lar, científica, cultural, deportiva y recreativa; así como en la in-
corporación progresiva a la ciudadanía.

TÍTULO TERCERO

Capítulo Único 
De la Coadyuvancia las Autoridades Directivas de los Planteles  

de Educación

Artículo 263. De la educación

La educación es parte esencial y fundamental de la prevención 
social de la violencia y la delincuencia. Las autoridades directivas 
de los planteles de educación, además de sus responsabilidades 
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de formación académica y profesional, promoverán que la edu-
cación que se imparta a las personas adolescentes incluya:

 I. Promover los valores fundamentales y fomentar el res-
peto de la identidad propia y de las características cul-
turales de las personas adolescentes; de los valores so-
ciales de las comunidades en que viven, de las culturas 
diferentes de la suya y de los derechos humanos y liber-
tades fundamentales;

 II. Fomentar y desarrollar en todo lo posible la personali-
dad, las aptitudes y la capacidad mental, física y artísti-
ca de las personas adolescentes;

 III. Lograr que las personas adolescentes participen activa 
y eficazmente en el proceso educativo;

 IV. Desarrollar actividades que fomenten un sentimiento de 
identidad y pertenencia a la escuela y a la comunidad;

 V. Alentar a las personas adolescentes a comprender y res-
petar opiniones y puntos de vista diversos, así como las 
diferencias culturales y de otra índole;

 VI. Suministrar información y orientación en lo que se re-
fiere a la formación profesional, las oportunidades de 
empleo y las perspectivas laborales;

 VII. Proporcionarles apoyo emocional positivo;
 VIII. Reconocer, atender, erradicar y prevenir los distintos 

tipos de violencia, con el objeto de lograr una conviven-
cia libre de violencia en el entorno escolar;

 IX. Erradicar las medidas disciplinarias severas, en particu-
lar los castigos corporales, y

 X. Prevenir que las personas adolescentes se encuentren 
en situaciones de riesgo.

Artículo 264. De las autoridades directivas

Las autoridades directivas de los planteles de educación promo-
verán que se trabaje en cooperación con madres, padres, ascen-
dientes, personas que ejercen la tutela o la custodia y con orga-
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nizaciones de la sociedad civil a fin de promover el valor de la 
justicia; de la observancia de la ley y de la igualdad de las perso-
nas ante ésta; propiciar la cultura de la legalidad, de la paz y la no 
violencia en cualquier tipo de sus manifestaciones; así como el 
conocimiento de los derechos humanos y el respeto a los mismos.

Artículo 265. Normas igualitarias

Las autoridades directivas de los planteles de educación deberán 
fomentar la adopción de políticas y normas igualitarias y justas. 
Las y los estudiantes estarán representados en los órganos en-
cargados de formular la política escolar, incluida la política dis-
ciplinaria. Asimismo participarán en los órganos escolares de 
toma de decisiones.

TÍTULO CUARTO

Capítulo Único 
Del Reconocimiento de la Función Preventiva de la Comunidad

Artículo 266. De la función preventiva de la comunidad

Los tres órdenes de gobierno, en el ámbito de sus competencias, 
deberán coordinarse con las autoridades correspondientes, para 
apoyar programas comunitarios a fin de:

 I. Impulsar el establecimiento o, en su caso fortalecer, los 
servicios y programas de carácter comunitario, que res-
pondan a las necesidades, problemas, intereses e inquie-
tudes especiales de personas adolescentes y que les 
ofrezcan asesoramiento, orientación y alternativas ade-
cuados para hacer efectivos sus derechos humanos, in-
cluyendo la información necesaria para sus familias;

 II. Establecer albergues o centros de alojamiento para per-
sonas adolescentes que estén en situación de mayor 
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riesgo o vulnerabilidad que les exponga a ser víctimas 
de cooptación de la delincuencia, en las que se les brinde 
atención médica especializada, servicios de alimenta-
ción y de orientación, con absoluto respeto de sus dere-
chos humanos, con el objeto de que se les apoye para 
salir de la situación en la que se encuentran, a través del 
soporte social y de los miembros de la comunidad;

 III. Promover el establecimiento y la organización de centros 
de desarrollo comunitario, instalaciones y servicios de 
recreo que atiendan a las personas adolescentes y que 
les acerquen a la cultura y al deporte, particularmente a 
quienes se encuentren expuestos a riesgo social;

 IV. Establecer centros de prevención, asistencia y trata-
miento contra las adicciones especializados para perso-
nas adolescentes, que les atiendan de manera integral, 
con absoluto respeto de sus derechos humanos, y

 V. Impulsar la creación de organizaciones juveniles de ges-
tión de asuntos comunitarios que alienten a las perso-
nas adolescentes a desarrollar proyectos colectivos y 
voluntarios a favor de la comunidad, en particular pro-
yectos cuya finalidad sea prestar ayuda a personas ado-
lescentes en situación de mayor vulnerabilidad o riesgo.

TRANSITORIOS

Artículo Primero. Vigencia

Para los efectos señalados en el párrafo tercero del artículo se-
gundo transitorio del Decreto por el que se reforman y adicionan 
diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 18 de junio de 2008, se declara que la presente legislación in-
corpora el Sistema Procesal Penal Acusatorio y entrará en vigor 
el 18 de junio de 2016.
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Los requerimientos necesarios para la plena operación del Siste-
ma Integral de Justicia Penal para Adolescentes deberán estar 
incorporados en un plazo no mayor a tres años a partir de la fe-
cha de entrada en vigor del presente Decreto.

Artículo Segundo. Abrogación

Se abroga la Ley para el Tratamiento de Menores Infractores para 
el Distrito Federal en Materia Común y para toda la República en 
Materia Federal, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
24 de diciembre de 1991 y sus posteriores reformas.

Se abrogan también las leyes respectivas de las entidades fede-
rativas vigentes a la entrada en vigor del presente Decreto, para 
efectos de su aplicación en los procedimientos penales para ado-
lescentes iniciados por hechos que ocurran a partir de la entrada 
en vigor de la presente Ley.

Artículo Tercero. Carga cero

Los procedimientos penales para adolescentes que a la entrada 
en vigor del presente ordenamiento se encuentren en trámite, 
continuarán su sustanciación de conformidad con la legislación 
aplicable en el momento del inicio de los mismos.

Artículo Cuarto. Mecanismos de la revisión  
de las medidas de privación de libertad

Tratándose de aquellas medidas de privación de la libertad de 
personas adolescentes que hubieren sido decretadas por man-
damiento de autoridad judicial durante los procedimientos ini-
ciados con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decre-
to; la persona adolescente sentenciada, su defensa o la persona 
que lo represente, podrá solicitar al Órgano Jurisdiccional com-
petente la revisión de dicha medida conforme a las disposiciones 
del nuevo Sistema de Justicia para Adolescentes, aplicando siem-
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pre las disposiciones que más le beneficien, para efecto de que 
habiéndose dado vista a las partes y efectuada la audiencia co-
rrespondiente, el Órgano Jurisdiccional resuelva conforme el in-
terés superior de la niñez sobre la imposición, revisión, modifi-
cación o cese, en términos de las disposiciones aplicables.

Artículo Quinto. Derogación tácita de preceptos incompatibles

Quedan derogadas todas las normas que se opongan al presente 
Decreto.

Artículo Sexto. Convalidación o regularización de actuaciones

Cuando por razón de competencia por fuero o territorio, se rea-
licen actuaciones, el Órgano Jurisdiccional receptor podrá conva-
lidarlas, siempre que de manera, fundada y motivada, se conclu-
ya que se respetaron las garantías esenciales del debido proceso 
en el procedimiento de origen.

Artículo Séptimo. Certificación de facilitadores.

Para la certificación de los facilitadores que se señala en el artícu-
lo 3, fracción VIII de esta Ley, se estará a lo que establece la Ley 
Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución de Controver-
sias en Materia Penal, Capítulo I, artículo 47, criterios mínimos 
de certificación. Dicha especialización, para los actuales opera-
dores deberá concluirse en un plazo máximo de un año a partir 
de la entrada en vigor de esta Ley.

Artículo Octavo. Prohibición de acumulación de procesos

No procederá la acumulación de procedimientos de justicia para 
adolescentes, cuando alguno de ellos se esté tramitando confor-
me a la presente Ley y el otro procedimiento conforme a la Ley 
anterior.
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Artículo Noveno. De los planes de implementación

La secretaria técnica del Consejo de Coordinación para la Imple-
mentación del Sistema de Justicia Penal, así como los Órganos 
Implementadores de las entidades federativas, deberán realizar 
los programas para el adecuado y correcto funcionamiento y 
cumplir con los objetivos para la operatividad del Sistema Inte-
gral de Justicia Penal para Adolescentes en coordinación con to-
dos los operadores del Sistema Integral de Justicia.

Artículo Décimo. De la evaluación del Sistema

El Consejo de Coordinación para la Implementación del Sistema 
de Justicia Penal, instancia de coordinación Nacional creará un 
comité para la evaluación y seguimiento de la implementación de 
todas las acciones que se requieren para lograr la adecuada im-
plementación de las normas del presente Decreto.

Articulo Décimo Primero. Adecuación normativa y operativa

Deberán establecerse los Protocolos que se requieren para la 
operación del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescen-
tes en un plazo de 180 días contados a partir de la entrada en 
vigor del presente Decreto.

Artículo Décimo Segundo. Legislación complementaria

En un plazo que no exceda de 200 días naturales después de pu-
blicado el presente Decreto, la Federación y las entidades fede-
rativas deberán publicar las reformas a sus leyes y demás norma-
tividad complementaria que resulten necesarias para la 
implementación de esta Ley.

Artículo Décimo Tercero. Procuradurías de Protección

En las entidades en las que no existan las Procuradurías de Pro-
tección que se contemplan en la Ley General de los Derechos de 
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Niñas, Niños y Adolescentes, las facultades otorgadas a estas Pro-
curadurías por esta Ley serán atribuidas a los Sistemas Nacional 
y Estatales de Desarrollo Integral de la Familia según correspon-
da, hasta en tanto dichas Procuradurías sean creadas.

Artículo Décimo Cuarto. Plazos para reformar  
otras disposiciones legales

El Congreso de la Unión contará con un plazo de 180 días natu-
rales a partir de la publicación de la presente Ley, para reformar 
la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, a efec-
to de incluir en la organización del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública, a la Conferencia Nacional de Autoridades Administrati-
vas Especializadas en la Ejecución de Medidas para Adolescentes, 
que estará integrada por los titulares en la materia de cada Enti-
dad Federativa y del Poder Ejecutivo Federal.

Esta Conferencia estará encabezada por el titular de la Comisión 
Nacional de Seguridad y contará con un Secretario Técnico que 
será el Comisionado del Órgano Administrativo Desconcentrado 
de Prevención y Readaptación Social. Tendrá como objetivo prin-
cipal constituirse como la instancia de análisis, difusión e instru-
mentación de la política pública en materia de ejecución de las 
medidas para adolescentes, y propiciará la homologación de nor-
mas administrativas en cada Entidad Federativa.

Artículo Décimo Quinto. Ejercicio de los recursos

Las erogaciones que se generen con motivo de la entrada en vigor 
del presente Decreto para las dependencias y la entidad compe-
tente de la Administración Pública Federal y al Poder Judicial 
Federal y de las entidades federativas, se cubrirán con cargo a sus 
presupuestos para el presente ejercicio fiscal y los subsecuentes.

Asimismo, las entidades federativas deberán realizar las previ-
siones y adecuaciones presupuestales necesarias para dar cum-
plimiento a las obligaciones establecidas en este Decreto.
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Artículo Décimo Sexto. Coordinación de programas  
para la prevención del delito.

Las autoridades de la federación, de las entidades federativas, de 
los municipios y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad 
de México, con el objeto de dar cumplimiento a lo previsto en los 
artículos 189, 254 y 155 de la Ley que se expide por virtud del 
presente Decreto, deberán implementar las políticas y acciones 
correspondientes, conforme a los programas vigentes y alineados 
a la política de prevención social de la violencia y la delincuencia.

Ciudad de México, a 14 de junio de 2016. Sen. Roberto Gil Zuar-
th, Presidente. Dip. José de Jesús Zambrano Grijalva, Presidente. 
Sen. Hilda Esthela Flores Escalera, Secretaria. Dip. Ana Guadalu-
pe Perea Santos, Secretaria. Rúbricas.”

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 
para su debida publicación y observancia, expido el presente De-
creto en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad 
de México, a dieciséis de junio de dos mil dieciséis. Enrique Peña 
Nieto. Rúbrica. El Secretario de Gobernación, Miguel Ángel Oso-
rio Chong. Rúbrica.
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DECLARACIÓN DE GINEBRA SOBRE  
LOS DERECHOS DEL NIÑO2

GINEBRA 1924

Por la presente Declaración de los Derechos del Niño, llamada 
Declaración de Ginebra, los hombres y las mujeres de todas las 
naciones, reconociendo que la humanidad debe dar al niño lo 
mejor de sí misma, declaran y aceptan como deber, por encima 
de toda consideración de raza, nacionalidad, o creencia que:

Primero

El niño debe ser puesto en condiciones de desarrollarse normal-
mente desde el punto de vista material y espiritual.

Segundo

El niño hambriento debe ser alimentado, el niño enfermo debe 
ser atendido, el niño deficiente debe ser ayudado, el niño desa-
daptado debe ser radicado, el huérfano y el abandonado deben 
ser recogidos y ayudados.

Tercero

El niño debe ser el primero en recibir socorro en caso de calamidad.

2  Adoptada por la Sociedad de Naciones el 24 de febrero de 1924 en Ginebra.
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Cuarto

El niño deber ser puesto en condiciones de ganarse la vida y debe 
ser protegido de cualquier explotación.

Quinto

El niño debe ser educado inculcándose el sentido del deber que 
tiene de poner sus mejores cualidades al servicio del prójimo.
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PREAMBULO

Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafir-
mado en la Carta su fe en los derechos fundamentales del hombre 
y en la dignidad y el valor de la persona humana, y su determina-
ción de promover el progreso social y elevar el nivel de vida den-
tro de un concepto más amplio de la libertad, 

Considerando que las Naciones Unidas han proclamado en la De-
claración Universal de Derechos Humanos que toda persona tie-
ne todos los derechos y libertades enunciados en ella, sin distin-
ción alguna de raza, color, sexo, idioma, opinión política o de 
cualquiera otra índole, origen nacional o social, posición econó-
mica, nacimiento o cualquier otra condición,

Considerando que el niño, por su falta de madurez física y mental, 
necesita protección y cuidado especiales, incluso la debida pro-
tección legal, tanto antes como después del nacimiento,

Considerando que la necesidad de esa protección especial ha sido 
enunciada en la Declaración de Ginebra de 1924 sobre los Dere-
chos del Niño y reconocida en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y en los convenios constitutivos de los organismos es-

3  Proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolu-
ción 1386 (XIV) de 20 de noviembre de 1959.
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pecializados y de las organizaciones internacionales que se inte-
resan en el bienestar del niño,

Considerando que la humanidad debe al niño lo mejor que puede 
darle,

La Asamblea General

Proclama la presente Declaración de los Derechos del Niño a fin 
de que éste pueda tener una infancia feliz y gozar, en su propio 
bien y en bien de la sociedad, de los derechos y libertades que en 
ella se enuncian e insta a los padres, a los hombres y mujeres 
individualmente y a las organizaciones particulares, autoridades 
locales y gobiernos nacionales a que reconozcan esos derechos 
y luchen por su observancia con medidas legislativas y de otra 
índole adoptadas progresivamente en conformidad con los si-
guientes principios:

Principio 1

El niño disfrutará de todos los derechos enunciados en esta De-
claración. Estos derechos serán reconocidos a todos los niños sin 
excepción alguna ni distinción o discriminación por motivos de 
raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de otra 
índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento 
u otra condición, ya sea del propio niño o de su familia.

Principio 2

El niño gozará de una protección especial y dispondrá de opor-
tunidades y servicios, dispensado todo ello por la ley y por otros 
medios, para que pueda desarrollarse física, mental, moral, espi-
ritual y socialmente en forma saludable y normal, así como en 
condiciones de libertad y dignidad. Al promulgar leyes con este 
fin, la consideración fundamental a que se atenderá será el inte-
rés superior del niño.
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Principio 3

El niño tiene derecho desde su nacimiento a un nombre y a una 
nacionalidad.

Principio 4

El niño debe gozar de los beneficios de la seguridad social. Tendrá 
derecho a crecer y desarrollarse en buena salud; con este fin de-
berán proporcionarse, tanto a él como a su madre, cuidados es-
peciales, incluso atención prenatal y postnatal. El niño tendrá 
derecho a disfrutar de alimentación, vivienda, recreo y servicios 
médicos adecuados.

Principio 5

El niño física o mentalmente impedido o que sufra algún impedi-
mento social debe recibir el tratamiento, la educación y el cuida-
do especiales que requiere su caso particular.

Principio 6

El niño, para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad, 
necesita amor y comprensión. Siempre que sea posible, deberá 
crecer al amparo y bajo la responsabilidad de sus padres y, en 
todo caso, en un ambiente de afecto y de seguridad moral y ma-
terial; salvo circunstancias excepcionales, no deberá separarse al 
niño de corta edad de su madre. La sociedad y las autoridades 
públicas tendrán la obligación de cuidar especialmente a los ni-
ños sin familia o que carezcan de medios adecuados de subsis-
tencia. Para el mantenimiento de los hijos de familias numerosas 
conviene conceder subsidios estatales o de otra índole.

Principio 7

El niño tiene derecho a recibir educación, que será gratuita y obli-
gatoria por lo menos en las etapas elementales. Se le dará una 
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educación que favorezca su cultura general y le permita, en con-
diciones de igualdad de oportunidades, desarrollar sus aptitudes 
y su juicio individual, su sentido de responsabilidad moral y so-
cial, y llegar a ser un miembro útil de la sociedad.

El interés superior del niño debe ser el principio rector de quie-
nes tienen la responsabilidad de su educación y orientación; di-
cha responsabilidad incumbe, en primer término, a sus padres.

El niño debe disfrutar plenamente de juegos y recreaciones, los 
cuales deben estar orientados hacia los fines perseguidos por la 
educación; la sociedad y las autoridades públicas se esforzarán 
por promover el goce de este derecho.

Principio 8

El niño debe, en todas las circunstancias, figurar entre los prime-
ros que reciban protección y socorro.

Principio 9

El niño debe ser protegido contra toda forma de abandono, cruel-
dad y explotación. No será objeto de ningún tipo de trata.

No deberá permitirse al niño trabajar antes de una edad mínima 
adecuada; en ningún caso se le dedicará ni se le permitirá que se 
dedique a ocupación o empleo alguno que pueda perjudicar su sa-
lud o su educación o impedir su desarrollo físico, mental o moral.

Principio 10 

El niño debe ser protegido contra las prácticas que puedan fo-
mentar la discriminación racial, religiosa o de cualquier otra ín-
dole. Debe ser educado en un espíritu de comprensión, tolerancia, 
amistad entre los pueblos, paz y fraternidad universal, y con ple-
na conciencia de que debe consagrar sus energías y aptitudes al 
servicio de sus semejantes.
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PREÁMBULO

Los Estados Partes en la presente Convención, 

Considerando que, de conformidad con los principios proclama-
dos en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la 
paz en el mundo se basan en el reconocimiento de la dignidad 
intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los 
miembros de la familia humana, 

Teniendo presente que los pueblos de las Naciones Unidas han 
reafirmado en la Carta su fe en los derechos fundamentales del 
hombre y en la dignidad y el valor de la persona humana, y que 
han decidido promover el progreso social y elevar el nivel de vida 
dentro de un concepto más amplio de la libertad, 

Reconociendo que las Naciones Unidas han proclamado y acor-
dado en la Declaración Universal de Derechos Humanos y en los 
pactos internacionales de derechos humanos, que toda persona 
tiene todos los derechos y libertades enunciados en ellos, sin dis-
tinción alguna, por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posi-
ción económica, nacimiento o cualquier otra condición, 

4  Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en su 
resolución 44/25, el 20 de noviembre de 1989. Entrada en vigor el 2 de sep-
tiembre de 1990, de conformidad con el artículo 49.
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Recordando que en la Declaración Universal de Derechos Huma-
nos las Naciones Unidas proclamaron que la infancia tiene dere-
cho a cuidados y asistencia especiales, 

Convencidos de que la familia, como grupo fundamental de la 
sociedad y medio natural para el crecimiento y el bienestar de 
todos sus miembros, y en particular de los niños, debe recibir la 
protección y asistencia necesarias para poder asumir plenamen-
te sus responsabilidades dentro de la comunidad, 

Reconociendo que el niño, para el pleno y armonioso desarrollo 
de su personalidad, debe crecer en el seno de la familia, en un 
ambiente de felicidad, amor y comprensión, 

Considerando que el niño debe estar plenamente preparado para 
una vida independiente en sociedad y ser educado en el espíritu 
de los ideales proclamados en la Carta de las Naciones Unidas y, 
en particular, en un espíritu de paz, dignidad, tolerancia, libertad, 
igualdad y solidaridad, 

Teniendo presente que la necesidad de proporcionar al niño una 
protección especial ha sido enunciada en la Declaración de Gine-
bra de 1924 sobre los Derechos del Niño y en la Declaración de los 
Derechos del Niño adoptada por la Asamblea General el 20 de no
viembre de 1959, y reconocida en la Declaración Universal de De
rechos Humanos, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos (en particular, en los artículos 23 y 24), en el Pacto In-
ternacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en 
particular, en el artículo 10) y en los estatutos e instrumentos 
pertinentes de los organismos especializados y de las organiza-
ciones internacionales que se interesan en el bienestar del niño, 

Teniendo presente que, como se indica en la Declaración de los 
Derechos del Niño, “el niño, por su falta de madurez física y men-
tal, necesita protección y cuidado especiales, incluso la debida 
protección legal, tanto antes como después del nacimiento”, 
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Recordando lo dispuesto en la Declaración sobre los principios 
sociales y jurídicos relativos a la protección y el bienestar de los 
niños, con particular referencia a la adopción y la colocación en 
hogares de guarda, en los planos nacional e internacional; las 
Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración 
de la justicia de menores (Reglas de Beijing); y la Declaración 
sobre la protección de la mujer y el niño en estados de emergen-
cia o de conflicto armado, 

Reconociendo que en todos los países del mundo hay niños que 
viven en condiciones excepcionalmente difíciles y que esos niños 
necesitan especial consideración, 

Teniendo debidamente en cuenta la importancia de las tradicio-
nes y los valores culturales de cada pueblo para la protección y 
el desarrollo armonioso del niño, 

Reconociendo la importancia de la cooperación internacional 
para el mejoramiento de las condiciones de vida de los niños en 
todos los países, en particular en los países en desarrollo, 

Han convenido en lo siguiente:

PARTE I

Artículo 1

Para los efectos de la presente Convención, se entiende por niño 
todo ser humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en 
virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la ma-
yoría de edad.

Artículo 2

1. Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la 
presente Convención y asegurarán su aplicación a cada niño suje-
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to a su jurisdicción, sin distinción alguna, independientemente de 
la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o 
de otra índole, el origen nacional, étnico o social, la posición eco-
nómica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra 
condición del niño, de sus padres o de sus representantes legales. 

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para 
garantizar que el niño se vea protegido contra toda forma de dis-
criminación o castigo por causa de la condición, las actividades, 
las opiniones expresadas o las creencias de sus padres, o sus tu-
tores o de sus familiares.

Artículo 3

1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las 
instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribuna-
les, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una 
consideración primordial a que se atenderá será el interés supe-
rior del niño.

2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la pro-
tección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, tenien-
do en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras 
personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán 
todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas.

3. Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones, ser-
vicios y establecimientos encargados del cuidado o la protección 
de los niños cumplan las normas establecidas por las autoridades 
competentes, especialmente en materia de seguridad, sanidad, 
número y competencia de su personal, así como en relación con 
la existencia de una supervisión adecuada.

Artículo 4

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas administrativas, 
legislativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos 
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reconocidos en la presente Convención. En lo que respecta a los 
derechos económicos, sociales y culturales, los Estados Partes 
adoptarán esas medidas hasta el máximo de los recursos de que 
dispongan y, cuando sea necesario, dentro del marco de la coo-
peración internacional. 

Artículo 5

Los Estados Partes respetarán las responsabilidades, los dere-
chos y los deberes de los padres o, en su caso, de los miembros 
de la familia ampliada o de la comunidad, según establezca la 
costumbre local, de los tutores u otras personas encargadas le-
galmente del niño de impartirle, en consonancia con la evolución 
de sus facultades, dirección y orientación apropiadas para que el 
niño ejerza los derechos reconocidos en la presente Convención.

Artículo 6

1. Los Estados Partes reconocen que todo niño tiene el derecho 
intrínseco a la vida.

2. Los Estados Partes garantizarán en la máxima medida posible 
la supervivencia y el desarrollo del niño.

Artículo 7

1. El niño será inscripto inmediatamente después de su nacimien-
to y tendrá derecho desde que nace a un nombre, a adquirir una 
nacionalidad y, en la medida de lo posible, a conocer a sus padres 
y a ser cuidado por ellos.

2. Los Estados Partes velarán por la aplicación de estos derechos 
de conformidad con su legislación nacional y las obligaciones que 
hayan contraído en virtud de los instrumentos internacionales 
pertinentes en esta esfera, sobre todo cuando el niño resultara 
de otro modo apátrida.
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Artículo 8

1. Los Estados Partes se comprometen a respetar el derecho del 
niño a preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, el nom-
bre y las relaciones familiares de conformidad con la ley sin inje-
rencias ilícitas.

2. Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos de los ele-
mentos de su identidad o de todos ellos, los Estados Partes debe-
rán prestar la asistencia y protección apropiadas con miras a 
restablecer rápidamente su identidad.

Artículo 9

1. Los Estados Partes velarán por que el niño no sea separado de 
sus padres contra la voluntad de éstos, excepto cuando, a reserva 
de revisión judicial, las autoridades competentes determinen, de 
conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, que tal 
separación es necesaria en el interés superior del niño. Tal deter-
minación puede ser necesaria en casos particulares, por ejemplo, 
en los casos en que el niño sea objeto de maltrato o descuido por 
parte de sus padres o cuando éstos viven separados y debe adop-
tarse una decisión acerca del lugar de residencia del niño.

2. En cualquier procedimiento entablado de conformidad con el 
párrafo 1 del presente artículo, se ofrecerá a todas las partes in-
teresadas la oportunidad de participar en él y de dar a conocer 
sus opiniones.

3. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño que esté 
separado de uno o de ambos padres a mantener relaciones per-
sonales y contacto directo con ambos padres de modo regular, 
salvo si ello es contrario al interés superior del niño.

4. Cuando esa separación sea resultado de una medida adoptada 
por un Estado Parte, como la detención, el encarcelamiento, el 
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exilio, la deportación o la muerte (incluido el fallecimiento debido 
a cualquier causa mientras la persona esté bajo la custodia del 
Estado) de uno de los padres del niño, o de ambos, o del niño, el 
Estado Parte proporcionará, cuando se le pida, a los padres, al niño 
o, si procede, a otro familiar, información básica acerca del para-
dero del familiar o familiares ausentes, a no ser que ello resultase 
perjudicial para el bienestar del niño. Los Estados Partes se cer-
ciorarán, además, de que la presentación de tal petición no entra-
ñe por sí misma consecuencias desfavorables para la persona o 
personas interesadas.

Artículo 10

1. De conformidad con la obligación que incumbe a los Estados 
Partes a tenor de lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 9, toda 
solicitud hecha por un niño o por sus padres para entrar en un 
Estado Parte o para salir de él a los efectos de la reunión de la 
familia será atendida por los Estados Partes de manera positiva, 
humanitaria y expeditiva. Los Estados Partes garantizarán, ade-
más, que la presentación de tal petición no traerá consecuencias 
desfavorables para los peticionarios ni para sus familiares.

2. El niño cuyos padres residan en Estados diferentes tendrá de-
recho a mantener periódicamente, salvo en circunstancias excep-
cionales, relaciones personales y contactos directos con ambos 
padres. Con tal fin, y de conformidad con la obligación asumida 
por los Estados Partes en virtud del párrafo 1 del artículo 9, los 
Estados Partes respetarán el derecho del niño y de sus padres a 
salir de cualquier país, incluido el propio, y de entrar en su propio 
país. El derecho de salir de cualquier país estará sujeto solamen-
te a las restricciones estipuladas por ley y que sean necesarias 
para proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud o 
la moral públicas o los derechos y libertades de otras personas y 
que estén en consonancia con los demás derechos reconocidos 
por la presente Convención.
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Artículo 11

1. Los Estados Partes adoptarán medidas para luchar contra los 
traslados ilícitos de niños al extranjero y la retención ilícita de 
niños en el extranjero.

2. Para este fin, los Estados Partes promoverán la concertación 
de acuerdos bilaterales o multilaterales o la adhesión a acuerdos 
existentes.

Artículo 12

1. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condicio-
nes de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opi-
nión libremente en todos los asuntos que afectan al niño, tenién-
dose debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función 
de la edad y madurez del niño.

2. Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de ser 
escuchado, en todo procedimiento judicial o administrativo que 
afecte al niño, ya sea directamente o por medio de un represen-
tante o de un órgano apropiado, en consonancia con las normas 
de procedimiento de la ley nacional.

Artículo 13

1. El niño tendrá derecho a la libertad de expresión; ese derecho 
incluirá la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e 
ideas de todo tipo, sin consideración de fronteras, ya sea oral-
mente, por escrito o impresas, en forma artística o por cualquier 
otro medio elegido por el niño.

2. El ejercicio de tal derecho podrá estar sujeto a ciertas restric-
ciones, que serán únicamente las que la ley prevea y sean nece-
sarias:
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a) Para el respeto de los derechos o la reputación de los demás; o
b) Para la protección de la seguridad nacional o el orden pú-

blico o para proteger la salud o la moral públicas.

Artículo 14

1. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño a la libertad 
de pensamiento, de conciencia y de religión.

2. Los Estados Partes respetarán los derechos y deberes de los 
padres y, en su caso, de los representantes legales, de guiar al 
niño en el ejercicio de su derecho de modo conforme a la evolu-
ción de sus facultades.

3. La libertad de profesar la propia religión o las propias creen-
cias estará sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la 
ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la mo-
ral o la salud públicos o los derechos y libertades fundamentales 
de los demás.

Artículo 15

1. Los Estados Partes reconocen los derechos del niño a la liber-
tad de asociación y a la libertad de celebrar reuniones pacíficas.

2. No se impondrán restricciones al ejercicio de estos derechos 
distintas de las establecidas de conformidad con la ley y que sean 
necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguri-
dad nacional o pública, el orden público, la protección de la salud 
y la moral públicas o la protección de los derechos y libertades 
de los demás.

Artículo 16

1. Ningún niño será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en 
su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia ni 
de ataques ilegales a su honra y a su reputación.
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2. El niño tiene derecho a la protección de la ley contra esas inje-
rencias o ataques.

Artículo 17

Los Estados Partes reconocen la importante función que desem-
peñan los medios de comunicación y velarán por que el niño tenga 
acceso a información y material procedentes de diversas fuentes 
nacionales e internacionales, en especial la información y el mate
rial que tengan por finalidad promover su bienestar social, espiri
tual y moral y su salud física y mental. Con tal objeto, los Estados 
Partes:

a) Alentarán a los medios de comunicación a difundir informa-
ción y materiales de interés social y cultural para el niño, de 
conformidad con el espíritu del artículo 29;

b) Promoverán la cooperación internacional en la producción, 
el intercambio y la difusión de esa información y esos ma-
teriales procedentes de diversas fuentes culturales, nacio-
nales e internacionales;

c) Alentarán la producción y difusión de libros para niños;
d) Alentarán a los medios de comunicación a que tengan par-

ticularmente en cuenta las necesidades lingüísticas del niño 
perteneciente a un grupo minoritario o que sea indígena;

e) Promoverán la elaboración de directrices apropiadas para 
proteger al niño contra toda información y material perju-
dicial para su bienestar, teniendo en cuenta las disposicio-
nes de los artículos 13 y 18.

Artículo 18

1. Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en garantizar 
el reconocimiento del principio de que ambos padres tienen obli-
gaciones comunes en lo que respecta a la crianza y el desarrollo 
del niño. Incumbirá a los padres o, en su caso, a los representan-
tes legales la responsabilidad primordial de la crianza y el desa-
rrollo del niño. Su preocupación fundamental será el interés su-
perior del niño.
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2. A los efectos de garantizar y promover los derechos enunciados 
en la presente Convención, los Estados Partes prestarán la asis-
tencia apropiada a los padres y a los representantes legales para 
el desempeño de sus funciones en lo que respecta a la crianza del 
niño y velarán por la creación de instituciones, instalaciones y 
servicios para el cuidado de los niños.

3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas 
para que los niños cuyos padres trabajan tengan derecho a bene-
ficiarse de los servicios e instalaciones de guarda de niños para 
los que reúnan las condiciones requeridas.

Artículo 19

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, 
administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger 
al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, 
descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido 
el abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de 
los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona 
que lo tenga a su cargo.

2. Esas medidas de protección deberían comprender, según co-
rresponda, procedimientos eficaces para el establecimiento de 
programas sociales con objeto de proporcionar la asistencia ne-
cesaria al niño y a quienes cuidan de él, así como para otras for-
mas de prevención y para la identificación, notificación, remisión 
a una institución, investigación, tratamiento y observación ulte-
rior de los casos antes descritos de malos tratos al niño y, según 
corresponda, la intervención judicial.

Artículo 20

1. Los niños temporal o permanentemente privados de su medio 
familiar, o cuyo superior interés exija que no permanezcan en ese 
medio, tendrán derecho a la protección y asistencia especiales 
del Estado.
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2. Los Estados Partes garantizarán, de conformidad con sus leyes 
nacionales, otros tipos de cuidado para esos niños.

3. Entre esos cuidados figurarán, entre otras cosas, la colocación 
en hogares de guarda, la kafala del derecho islámico, la adop
ción o de ser necesario, la colocación en instituciones adecuadas 
de protección de menores. Al considerar las soluciones, se pres-
tará particular atención a la conveniencia de que haya continuidad 
en la educación del niño y a su origen étnico, religioso, cultural y 
lingüístico.

Artículo 21

Los Estados Partes que reconocen o permiten el sistema de adop-
ción cuidarán de que el interés superior del niño sea la conside-
ración primordial y:

a) Velarán por que la adopción del niño sólo sea autorizada por 
las autoridades competentes, las que determinarán, con 
arreglo a las leyes y a los procedimientos aplicables y sobre 
la base de toda la información pertinente y fidedigna, que 
la adopción es admisible en vista de la situación jurídica del 
niño en relación con sus padres, parientes y representantes 
legales y que, cuando así se requiera, las personas interesa-
das hayan dado con conocimiento de causa su consenti-
miento a la adopción sobre la base del asesoramiento que 
pueda ser necesario;

b) Reconocerán que la adopción en otro país puede ser consi-
derada como otro medio de cuidar del niño, en el caso de 
que éste no pueda ser colocado en un hogar de guarda o 
entregado a una familia adoptiva o no pueda ser atendido 
de manera adecuada en el país de origen;

c) Velarán por que el niño que haya de ser adoptado en otro 
país goce de salvaguardias y normas equivalentes a las exis-
tentes respecto de la adopción en el país de origen;
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d) Adoptarán todas las medidas apropiadas para garantizar 
que, en el caso de adopción en otro país, la colocación no dé 
lugar a beneficios financieros indebidos para quienes par-
ticipan en ella;

e) Promoverán, cuando corresponda, los objetivos del presen-
te artículo mediante la concertación de arreglos o acuerdos 
bilaterales o multilaterales y se esforzarán, dentro de este 
marco, por garantizar que la colocación del niño en otro país 
se efectúe por medio de las autoridades u organismos com-
petentes.

Artículo 22

1. Los Estados Partes adoptarán medidas adecuadas para lograr 
que el niño que trate de obtener el estatuto de refugiado o que 
sea considerado refugiado de conformidad con el derecho y los 
procedimientos internacionales o internos aplicables reciba, tan-
to si está solo como si está acompañado de sus padres o de cual-
quier otra persona, la protección y la asistencia humanitaria ade-
cuadas para el disfrute de los derechos pertinentes enunciados 
en la presente Convención y en otros instrumentos internaciona-
les de derechos humanos o de carácter humanitario en que di-
chos Estados sean partes.

2. A tal efecto los Estados Partes cooperarán, en la forma que 
estimen apropiada, en todos los esfuerzos de las Naciones Unidas 
y demás organizaciones intergubernamentales competentes u 
organizaciones no gubernamentales que cooperen con las Nacio-
nes Unidas por proteger y ayudar a todo niño refugiado y locali-
zar a sus padres o a otros miembros de su familia, a fin de obtener 
la información necesaria para que se reúna con su familia. En los 
casos en que no se pueda localizar a ninguno de los padres o 
miembros de la familia, se concederá al niño la misma protección 
que a cualquier otro niño privado permanente o temporalmente 
de su medio familiar, por cualquier motivo, como se dispone en 
la presente Convención.
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Artículo 23

1. Los Estados Partes reconocen que el niño mental o físicamen-
te impedido deberá disfrutar de una vida plena y decente en con-
diciones que aseguren su dignidad, le permitan llegar a bastarse 
a sí mismo y faciliten la participación activa del niño en la comu-
nidad.

2. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño impedido a 
recibir cuidados especiales y alentarán y asegurarán, con sujeción 
a los recursos disponibles, la prestación al niño que reúna las 
condiciones requeridas y a los responsables de su cuidado de la 
asistencia que se solicite y que sea adecuada al estado del niño y 
a las circunstancias de sus padres o de otras personas que cuiden 
de él.

3. En atención a las necesidades especiales del niño impedido, la 
asistencia que se preste conforme al párrafo 2 del presente ar-
tículo será gratuita siempre que sea posible, habida cuenta de la 
situación económica de los padres o de las otras personas que 
cuiden del niño, y estará destinada a asegurar que el niño impe-
dido tenga un acceso efectivo a la educación, la capacitación, los 
servicios sanitarios, los servicios de rehabilitación, la preparación 
para el empleo y las oportunidades de esparcimiento y reciba 
tales servicios con el objeto de que el niño logre la integración 
social y el desarrollo individual, incluido su desarrollo cultural y 
espiritual, en la máxima medida posible.

4. Los Estados Partes promoverán, con espíritu de cooperación 
internacional, el intercambio de información adecuada en la es-
fera de la atención sanitaria preventiva y del tratamiento médico, 
psicológico y funcional de los niños impedidos, incluida la difu-
sión de información sobre los métodos de rehabilitación y los 
servicios de enseñanza y formación profesional, así como el ac-
ceso a esa información a fin de que los Estados Partes puedan 
mejorar su capacidad y conocimientos y ampliar su experiencia 
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en estas esferas. A este respecto, se tendrán especialmente en 
cuenta las necesidades de los países en desarrollo.

Artículo 24

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute 
del más alto nivel posible de salud y a servicios para el tratamien-
to de las enfermedades y la rehabilitación de la salud. Los Estados 
Partes se esforzarán por asegurar que ningún niño sea privado 
de su derecho al disfrute de esos servicios sanitarios.

2. Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de este de-
recho y, en particular, adoptarán las medidas apropiadas para: 

a) Reducir la mortalidad infantil y en la niñez; 
b) Asegurar la prestación de la asistencia médica y la atención 

sanitaria que sean necesarias a todos los niños, haciendo 
hincapié en el desarrollo de la atención primaria de salud;

c) Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco 
de la atención primaria de la salud mediante, entre otras 
cosas, la aplicación de la tecnología disponible y el suminis-
tro de alimentos nutritivos adecuados y agua potable salu-
bre, teniendo en cuenta los peligros y riesgos de contami-
nación del medio ambiente;

d) Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal apropiada 
a las madres;

e) Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en particu-
lar los padres y los niños, conozcan los principios básicos 
de la salud y la nutrición de los niños, las ventajas de la 
lactancia materna, la higiene y el saneamiento ambiental y 
las medidas de prevención de accidentes, tengan acceso a la 
educación pertinente y reciban apoyo en la aplicación de 
esos conocimientos;

f) Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orientación 
a los padres y la educación y servicios en materia de plani-
ficación de la familia.
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3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas eficaces y 
apropiadas posibles para abolir las prácticas tradicionales que 
sean perjudiciales para la salud de los niños.

4. Los Estados Partes se comprometen a promover y alentar la 
cooperación internacional con miras a lograr progresivamente 
la plena realización del derecho reconocido en el presente artícu-
lo. A este respecto, se tendrán plenamente en cuenta las necesi-
dades de los países en desarrollo.

Artículo 25

Los Estados Partes reconocen el derecho del niño que ha sido 
internado en un establecimiento por las autoridades competentes 
para los fines de atención, protección o tratamiento de su salud 
física o mental a un examen periódico del tratamiento a que esté 
sometido y de todas las demás circunstancias propias de su in-
ternación.

Artículo 26

1. Los Estados Partes reconocerán a todos los niños el derecho a 
beneficiarse de la seguridad social, incluso del seguro social, y 
adoptarán las medidas necesarias para lograr la plena realización 
de este derecho de conformidad con su legislación nacional.

2. Las prestaciones deberían concederse, cuando corresponda, 
teniendo en cuenta los recursos y la situación del niño y de las 
personas que sean responsables del mantenimiento del niño, así 
como cualquier otra consideración pertinente a una solicitud de 
prestaciones hecha por el niño o en su nombre.

Artículo 27

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño a un 
nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiri-
tual, moral y social.
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2. A los padres u otras personas encargadas del niño les incumbe 
la responsabilidad primordial de proporcionar, dentro de sus po-
sibilidades y medios económicos, las condiciones de vida que 
sean necesarias para el desarrollo del niño.

3. Los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones nacionales 
y con arreglo a sus medios, adoptarán medidas apropiadas para 
ayudar a los padres y a otras personas responsables por el niño 
a dar efectividad a este derecho y, en caso necesario, proporcio-
narán asistencia material y programas de apoyo, particularmen-
te con respecto a la nutrición, el vestuario y la vivienda.

4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para 
asegurar el pago de la pensión alimenticia por parte de los padres 
u otras personas que tengan la responsabilidad financiera por el 
niño, tanto si viven en el Estado Parte como si viven en el extran-
jero. En particular, cuando la persona que tenga la responsabili-
dad financiera por el niño resida en un Estado diferente de aquel 
en que resida el niño, los Estados Partes promoverán la adhesión 
a los convenios internacionales o la concertación de dichos con-
venios, así como la concertación de cualesquiera otros arreglos 
apropiados.

Artículo 28

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a la educa-
ción y, a fin de que se pueda ejercer progresivamente y en condi-
ciones de igualdad de oportunidades ese derecho, deberán en 
particular:

a) Implantar la enseñanza primaria obligatoria y gratuita para 
todos;

b) Fomentar el desarrollo, en sus distintas formas, de la ense-
ñanza secundaria, incluida la enseñanza general y profesio-
nal, hacer que todos los niños dispongan de ella y tengan 
acceso a ella y adoptar medidas apropiadas tales como la 
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implantación de la enseñanza gratuita y la concesión de 
asistencia financiera en caso de necesidad;

c) Hacer la enseñanza superior accesible a todos, sobre la base 
de la capacidad, por cuantos medios sean apropiados;

d) Hacer que todos los niños dispongan de información y 
orientación en cuestiones educacionales y profesionales 
y tengan acceso a ellas;

e) Adoptar medidas para fomentar la asistencia regular a las 
escuelas y reducir las tasas de deserción escolar.

2. Los Estados Partes adoptarán cuantas medidas sean adecuadas 
para velar por que la disciplina escolar se administre de modo 
compatible con la dignidad humana del niño y de conformidad 
con la presente Convención.

3. Los Estados Partes fomentarán y alentarán la cooperación in-
ternacional en cuestiones de educación, en particular a fin de 
contribuir a eliminar la ignorancia y el analfabetismo en todo el 
mundo y de facilitar el acceso a los conocimientos técnicos y a los 
métodos modernos de enseñanza. A este respecto, se tendrán 
especialmente en cuenta las necesidades de los países en desa-
rrollo.

Artículo 29

1. Los Estados Partes convienen en que la educación del niño 
deberá estar encaminada a:

a) Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capacidad 
mental y física del niño hasta el máximo de sus posibilida-
des;

b) Inculcar al niño el respeto de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales y de los principios consagrados 
en la Carta de las Naciones Unidas;

c) Inculcar al niño el respeto de sus padres, de su propia iden-
tidad cultural, de su idioma y sus valores, de los valores na-
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cionales del país en que vive, del país de que sea originario 
y de las civilizaciones distintas de la suya;

d) Preparar al niño para asumir una vida responsable en una 
sociedad libre, con espíritu de comprensión, paz, tolerancia, 
igualdad de los sexos y amistad entre todos los pueblos, gru-
pos étnicos, nacionales y religiosos y personas de origen 
indígena;

e) Inculcar al niño el respeto del medio ambiente natural.

2. Nada de lo dispuesto en el presente artículo o en el artículo 28 
se interpretará como una restricción de la libertad de los particu-
lares y de las entidades para establecer y dirigir instituciones de 
enseñanza, a condición de que se respeten los principios enun-
ciados en el párrafo 1 del presente artículo y de que la educación 
impartida en tales instituciones se ajuste a las normas mínimas 
que prescriba el Estado.

Artículo 30

En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lin-
güísticas o personas de origen indígena, no se negará a un niño 
que pertenezca a tales minorías o que sea indígena el derecho que 
le corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, 
a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia 
religión, o a emplear su propio idioma.

Artículo 31

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al descanso 
y el esparcimiento, al juego y a las actividades recreativas propias 
de su edad y a participar libremente en la vida cultural y en las 
artes.

2. Los Estados Partes respetarán y promoverán el derecho del 
niño a participar plenamente en la vida cultural y artística y pro-
piciarán oportunidades apropiadas, en condiciones de igualdad, 
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de participar en la vida cultural, artística, recreativa y de espar-
cimiento.

Artículo 32

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a estar pro-
tegido contra la explotación económica y contra el desempeño 
de cualquier trabajo que pueda ser peligroso o entorpecer su 
educación, o que sea nocivo para su salud o para su desarrollo 
físico, mental, espiritual, moral o social.

2. Los Estados Partes adoptarán medidas legislativas, adminis-
trativas, sociales y educacionales para garantizar la aplicación del 
presente artículo. Con ese propósito y teniendo en cuenta las 
disposiciones pertinentes de otros instrumentos internacionales, 
los Estados Partes, en particular:

a) Fijarán una edad o edades mínimas para trabajar;
b) Dispondrán la reglamentación apropiada de los horarios y 

condiciones de trabajo;
c) Estipularán las penalidades u otras sanciones apropiadas 

para asegurar la aplicación efectiva del presente artículo.

Artículo 33

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas, in-
cluidas medidas legislativas, administrativas, sociales y educa-
cionales, para proteger a los niños contra el uso ilícito de los es-
tupefacientes y sustancias sicotrópicas enumeradas en los 
tratados internacionales pertinentes, y para impedir que se uti-
lice a niños en la producción y el tráfico ilícitos de esas sustancias.

Artículo 34

Los Estados Partes se comprometen a proteger al niño contra 
todas las formas de explotación y abuso sexuales. Con este fin, los 
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Estados Partes tomarán, en particular, todas las medidas de ca-
rácter nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias para 
impedir:

a) La incitación o la coacción para que un niño se dedique a 
cualquier actividad sexual ilegal;

b) La explotación del niño en la prostitución u otras prácticas 
sexuales ilegales;

c) La explotación del niño en espectáculos o materiales porno-
gráficos.

Artículo 35

Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carácter nacio-
nal, bilateral y multilateral que sean necesarias para impedir el 
secuestro, la venta o la trata de niños para cualquier fin o en 
cualquier forma.

Artículo 36

Los Estados Partes protegerán al niño contra todas las demás 
formas de explotación que sean perjudiciales para cualquier as-
pecto de su bienestar.

Artículo 37

Los Estados Partes velarán por que:

a) Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos o pe-
nas crueles, inhumanos o degradantes. No se impondrá la 
pena capital ni la de prisión perpetua sin posibilidad de ex-
carcelación por delitos cometidos por menores de 18 años 
de edad; 

b) Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o arbitraria-
mente. La detención, el encarcelamiento o la prisión de un 
niño se llevará a cabo de conformidad con la ley y se utiliza-
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rá tan sólo como medida de último recurso y durante el pe-
ríodo más breve que proceda;

c) Todo niño privado de libertad sea tratado con la humanidad 
y el respeto que merece la dignidad inherente a la persona 
humana, y de manera que se tengan en cuenta las necesida-
des de las personas de su edad. En particular, todo niño pri-
vado de libertad estará separado de los adultos, a menos 
que ello se considere contrario al interés superior del niño, 
y tendrá derecho a mantener contacto con su familia por 
medio de correspondencia y de visitas, salvo en circunstan-
cias excepcionales;

d) Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pron-
to acceso a la asistencia jurídica y otra asistencia adecuada, 
así como derecho a impugnar la legalidad de la privación de 
su libertad ante un tribunal u otra autoridad competente, 
independiente e imparcial y a una pronta decisión sobre 
dicha acción.

Artículo 38

1. Los Estados Partes se comprometen a respetar y velar por que 
se respeten las normas del derecho internacional humanitario 
que les sean aplicables en los conflictos armados y que sean per-
tinentes para el niño.

2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para 
asegurar que las personas que aún no hayan cumplido los 15 
años de edad no participen directamente en las hostilidades.

3. Los Estados Partes se abstendrán de reclutar en las fuerzas 
armadas a las personas que no hayan cumplido los 15 años de 
edad. Si reclutan personas que hayan cumplido 15 años, pero que 
sean menores de 18, los Estados Partes procurarán dar prioridad 
a los de más edad.

4. De conformidad con las obligaciones dimanadas del derecho 
internacional humanitario de proteger a la población civil duran-
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te los conflictos armados, los Estados Partes adoptarán todas las 
medidas posibles para asegurar la protección y el cuidado de los 
niños afectados por un conflicto armado.

Artículo 39

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para 
promover la recuperación física y psicológica y la reintegración 
social de todo niño víctima de: cualquier forma de abandono, 
explotación o abuso; tortura u otra forma de tratos o penas crue-
les, inhumanos o degradantes; o conflictos armados. Esa recupe-
ración y reintegración se llevarán a cabo en un ambiente que 
fomente la salud, el respeto de sí mismo y la dignidad del niño.

Artículo 40

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien 
se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse o 
declare culpable de haber infringido esas leyes a ser tratado de 
manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y el 
valor, que fortalezca el respeto del niño por los derechos huma-
nos y las libertades fundamentales de terceros y en la que se 
tengan en cuenta la edad del niño y la importancia de promover 
la reintegración del niño y de que éste asuma una función cons-
tructiva en la sociedad.

2. Con este fin, y habida cuenta de las disposiciones pertinentes 
de los instrumentos internacionales, los Estados Partes garanti-
zarán, en particular:

a) Que no se alegue que ningún niño ha infringido las leyes 
penales, ni se acuse o declare culpable a ningún niño de 
haber infringido esas leyes, por actos u omisiones que no 
estaban prohibidos por las leyes nacionales o internaciona-
les en el momento en que se cometieron;
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b) Que a todo niño del que se alegue que ha infringido las leyes 
penales o a quien se acuse de haber infringido esas leyes se 
le garantice, por lo menos, lo siguiente:
 i) Que se lo presumirá inocente mientras no se pruebe 

su culpabilidad conforme a la ley;
 ii) Que será informado sin demora y directamente o, 

cuando sea procedente, por intermedio de sus padres 
o sus representantes legales, de los cargos que pesan 
contra él y que dispondrá de asistencia jurídica u otra 
asistencia apropiada en la preparación y presentación 
de su defensa;

 iii) Que la causa será dirimida sin demora por una autori-
dad u órgano judicial competente, independiente e 
imparcial en una audiencia equitativa conforme a la 
ley, en presencia de un asesor jurídico u otro tipo de 
asesor adecuado y, a menos que se considerare que 
ello fuere contrario al interés superior del niño, tenien-
do en cuenta en particular su edad o situación y a sus 
padres o representantes legales;

 iv) Que no será obligado a prestar testimonio o a declarar-
se culpable, que podrá interrogar o hacer que se inte-
rrogue a testigos de cargo y obtener la participación y 
el interrogatorio de testigos de descargo en condicio-
nes de igualdad;

 v) Si se considerare que ha infringido, en efecto, las leyes 
penales, que esta decisión y toda medida impuesta a 
consecuencia de ella, serán sometidas a una autoridad 
u órgano judicial superior competente, independiente 
e imparcial, conforme a la ley;

 vi) Que el niño contará con la asistencia gratuita de un in-
térprete si no comprende o no habla el idioma utilizado;

 vii) Que se respetará plenamente su vida privada en todas 
las fases del procedimiento.

3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para 
promover el establecimiento de leyes, procedimientos, autorida-
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des e instituciones específicos para los niños de quienes se alegue 
que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse o decla-
re culpables de haber infringido esas leyes, y en particular:

a) El establecimiento de una edad mínima antes de la cual se 
presumirá que los niños no tienen capacidad para infringir 
las leyes penales;

b) Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de me-
didas para tratar a esos niños sin recurrir a procedimientos 
judiciales, en el entendimiento de que se respetarán plena-
mente los derechos humanos y las garantías legales.

4. Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las 
órdenes de orientación y supervisión, el asesoramiento, la liber-
tad vigilada, la colocación en hogares de guarda, los programas 
de enseñanza y formación profesional, así como otras posibilida-
des alternativas a la internación en instituciones, para asegurar 
que los niños sean tratados de manera apropiada para su bien-
estar y que guarde proporción tanto con sus circunstancias como 
con la infracción.

Artículo 41

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a las 
disposiciones que sean más conducentes a la realización de los 
derechos del niño y que puedan estar recogidas en:

a) El derecho de un Estado Parte; o
b) El derecho internacional vigente con respecto a dicho Estado.

PARTE II

Artículo 42

Los Estados Partes se comprometen a dar a conocer ampliamen-
te los principios y disposiciones de la Convención por medios 
eficaces y apropiados, tanto a los adultos como a los niños.
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Artículo 43

1. Con la finalidad de examinar los progresos realizados en el 
cumplimiento de las obligaciones contraídas por los Estados Par-
tes en la presente Convención, se establecerá un Comité de los 
Derechos del Niño que desempeñará las funciones que a conti-
nuación se estipulan.

2. El Comité estará integrado por dieciocho expertos de gran in-
tegridad moral y reconocida competencia en las esferas reguladas 
por la presente Convención.5

Los miembros del Comité serán elegidos por los Estados Partes 
entre sus nacionales y ejercerán sus funciones a título personal, 
teniéndose debidamente en cuenta la distribución geográfica, así 
como los principales sistemas jurídicos.

3. Los miembros del Comité serán elegidos, en votación secreta, 
de una lista de personas designadas por los Estados Partes. Cada 
Estado Parte podrá designar a una persona escogida entre sus 
propios nacionales.

4. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después 
de la entrada en vigor de la presente Convención y ulteriormen-
te cada dos años. Con cuatro meses, como mínimo, de antelación 
respecto de la fecha de cada elección, el Secretario General de las 
Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes invitán-
dolos a que presenten sus candidaturas en un plazo de dos meses. 
El Secretario General preparará después una lista en la que figu-
rarán por orden alfabético todos los candidatos propuestos, con 

5  La Asamblea General, en su resolución 50/155 de 21 de diciembre de 1995, 
aprobó la enmienda al párrafo 2 del artículo 43 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño, sustituyendo la palabra “diez” por la palabra “dieciocho”. 
La enmienda entró en vigencia el 18 de noviembre de 2002, fecha en que 
quedó aceptada por dos tercios de los Estados partes (128 de 191).
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indicación de los Estados Partes que los hayan designado, y la 
comunicará a los Estados Partes en la presente Convención.

5. Las elecciones se celebrarán en una reunión de los Estados Par-
tes convocada por el Secretario General en la Sede de las Naciones 
Unidas. En esa reunión, en la que la presencia de dos tercios de 
los Estados Partes constituirá quórum, las personas seleccionadas 
para formar parte del Comité serán aquellos candidatos que ob-
tengan el mayor número de votos y una mayoría absoluta de los 
votos de los representantes de los Estados Partes presentes y vo-
tantes.

6. Los miembros del Comité serán elegidos por un período de 
cuatro años. Podrán ser reelegidos si se presenta de nuevo su 
candidatura. El mandato de cinco de los miembros elegidos en la 
primera elección expirará al cabo de dos años; inmediatamente 
después de efectuada la primera elección, el presidente de la re-
unión en que ésta se celebre elegirá por sorteo los nombres de 
esos cinco miembros.

7. Si un miembro del Comité fallece o dimite o declara que por 
cualquier otra causa no puede seguir desempeñando sus funcio-
nes en el Comité, el Estado Parte que propuso a ese miembro 
designará entre sus propios nacionales a otro experto para ejer-
cer el mandato hasta su término, a reserva de la aprobación del 
Comité.

8. El Comité adoptará su propio reglamento.

9. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años.

10. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la 
Sede de las Naciones Unidas o en cualquier otro lugar convenien-
te que determine el Comité. El Comité se reunirá normalmente 
todos los años. La duración de las reuniones del Comité será de-
terminada y revisada, si procediera, por una reunión de los Esta-
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dos Partes en la presente Convención, a reserva de la aprobación 
de la Asamblea General.

11. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará 
el personal y los servicios necesarios para el desempeño eficaz 
de las funciones del Comité establecido en virtud de la presente 
Convención.

12. Previa aprobación de la Asamblea General, los miembros del 
Comité establecido en virtud de la presente Convención recibirán 
emolumentos con cargo a los fondos de las Naciones Unidas, se-
gún las condiciones que la Asamblea pueda establecer.

Artículo 44

1. Los Estados Partes se comprometen a presentar al Comité, por 
conducto del Secretario General de las Naciones Unidas, informes 
sobre las medidas que hayan adoptado para dar efecto a los de-
rechos reconocidos en la Convención y sobre el progreso que 
hayan realizado en cuanto al goce de esos derechos:

a) En el plazo de dos años a partir de la fecha en la que para cada 
Estado Parte haya entrado en vigor la presente Convención;

b) En lo sucesivo, cada cinco años. 

2. Los informes preparados en virtud del presente artículo debe-
rán indicar las circunstancias y dificultades, si las hubiere, que 
afecten al grado de cumplimiento de las obligaciones derivadas 
de la presente Convención. Deberán asimismo, contener informa-
ción suficiente para que el Comité tenga cabal comprensión de la 
aplicación de la Convención en el país de que se trate.

3. Los Estados Partes que hayan presentado un informe inicial 
completo al Comité no necesitan repetir, en sucesivos informes 
presentados de conformidad con lo dispuesto en el inciso b) del 
párrafo 1 del presente artículo, la información básica presentada 
anteriormente.
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4. El Comité podrá pedir a los Estados Partes más información 
relativa a la aplicación de la Convención.

5. El Comité presentará cada dos años a la Asamblea General de 
las Naciones Unidas, por conducto del Consejo Económico y So-
cial, informes sobre sus actividades.

6. Los Estados Partes darán a sus informes una amplia difusión 
entre el público de sus países respectivos.

Artículo 45

Con objeto de fomentar la aplicación efectiva de la Convención y 
de estimular la cooperación internacional en la esfera regulada 
por la Convención:

a) Los organismos especializados, el Fondo de las Naciones 
Unidas para la Infancia y demás órganos de las Naciones Uni
das tendrán derecho a estar representados en el examen de 
la aplicación de aquellas disposiciones de la presente Con-
vención comprendidas en el ámbito de su mandato. El Comi-
té podrá invitar a los organismos especializados, al Fondo de 
las Naciones Unidas para la Infancia y a otros órganos com-
petentes que considere apropiados a que proporcionen ase-
soramiento especializado sobre la aplicación de la Conven-
ción en los sectores que son de incumbencia de sus respectivos 
mandatos. El Comité podrá invitar a los organismos especia-
lizados, al Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y 
demás órganos de las Naciones Unidas a que presenten in-
formes sobre la aplicación de aquellas disposiciones de la 
presente Convención comprendidas en el ámbito de sus ac-
tividades;

b) El Comité transmitirá, según estime conveniente, a los or-
ganismos especializados, al Fondo de las Naciones Unidas 
para la Infancia y a otros órganos competentes, los informes 
de los Estados Partes que contengan una solicitud de aseso-
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ramiento o de asistencia técnica, o en los que se indique esa 
necesidad, junto con las observaciones y sugerencias del 
Comité, si las hubiere, acerca de esas solicitudes o indica-
ciones;

c) El Comité podrá recomendar a la Asamblea General que pida 
al Secretario General que efectúe, en su nombre, estudios 
sobre cuestiones concretas relativas a los derechos del niño;

d) El Comité podrá formular sugerencias y recomendaciones 
generales basadas en la información recibida en virtud de 
los artículos 44 y 45 de la presente Convención. Dichas su-
gerencias y recomendaciones generales deberán transmi-
tirse a los Estados Partes interesados y notificarse a la 
Asamblea General, junto con los comentarios, si los hubiere, 
de los Estados Partes.

PARTE III

Artículo 46

La presente Convención estará abierta a la firma de todos los 
Estados.

Artículo 47

La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumen-
tos de ratificación se depositarán en poder del Secretario General 
de las Naciones Unidas.

Artículo 48

La presente Convención permanecerá abierta a la adhesión de 
cualquier Estado. Los instrumentos de adhesión se depositarán 
en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 49

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día si-
guiente a la fecha en que haya sido depositado el vigésimo ins-
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trumento de ratificación o de adhesión en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas.

2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella 
después de haber sido depositado el vigésimo instrumento de 
ratificación o de adhesión, la Convención entrará en vigor el tri-
gésimo día después del depósito por tal Estado de su instrumen-
to de ratificación o adhesión.

Artículo 50

1. Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda y depositar-
la en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El Se-
cretario General comunicará la enmienda propuesta a los Estados 
Partes, pidiéndoles que les notifiquen si desean que se convoque 
una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar la pro-
puesta y someterla a votación. Si dentro de los cuatro meses si-
guientes a la fecha de esa notificación un tercio, al menos, de los 
Estados Partes se declara en favor de tal conferencia, el Secretario 
General convocará una conferencia con el auspicio de las Nacio-
nes Unidas. Toda enmienda adoptada por la mayoría de Estados 
Partes, presentes y votantes en la conferencia, será sometida por 
el Secretario General a la Asamblea General de las Naciones Uni-
das para su aprobación.

2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del 
presente artículo entrará en vigor cuando haya sido aprobada por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptada por una 
mayoría de dos tercios de los Estados Partes.

3. Cuando las enmiendas entren en vigor serán obligatorias para 
los Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los de-
más Estados Partes seguirán obligados por las disposiciones de 
la presente Convención y por las enmiendas anteriores que hayan 
aceptado.
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Artículo 51

1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comu-
nicará a todos los Estados el texto de las reservas formuladas por 
los Estados en el momento de la ratificación o de la adhesión.

2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el 
propósito de la presente Convención.

3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por 
medio de una notificación hecha a ese efecto y dirigida al Secre-
tario General de las Naciones Unidas, quien informará a todos los 
Estados. Esa notificación surtirá efecto en la fecha de su recep-
ción por el Secretario General.

Artículo 52

Todo Estado Parte podrá denunciar la presente Convención me-
diante notificación hecha por escrito al Secretario General de las 
Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de 
la fecha en que la notificación haya sido recibida por el Secretario 
General.

Artículo 53

Se designa depositario de la presente Convención al Secretario 
General de las Naciones Unidas.

Artículo 54

El original de la presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, 
español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depo-
sitará en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos plenipotenciarios, 
debidamente autorizados para ello por sus respectivos gobiernos, 
han firmado la presente Convención.
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PARA LA ADMINISTRACIÓN DE LA JUSTICIA  

DE MENORES “REGLAS DE BEIJING”6

LA ASAMBLEA GENERAL,

Teniendo presentes la Declaración Universal de Derechos Huma-
nos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les, así como otros instrumentos internacionales de derechos 
humanos relativos a los derechos de los jóvenes,

Teniendo presente asimismo que se designó a 1985 como el Año 
Internacional de la Juventud: Participación, Desarrollo, Paz, y que 
la comunidad internacional ha asignado importancia a la protec-
ción y la promoción de los derechos de los jóvenes, como lo ates-
tigua la importancia atribuida a la Declaración de los Derechos 
del Niño,

Recordando la resolución 4 aprobada por el Sexto Congreso de 
las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento 
del Delincuente, que preconizó la formulación de reglas mínimas 
uniformes para la administración de la justicia de menores y la 
atención a los menores que pudieran servir de modelo a los Es-
tados Miembros,

Recordando también la decisión 1984/153 de 25 de mayo de 
1984 del Consejo Económico y Social, por la que se remitió el 

6  Aprobada en la 96a. Asamblea Plenaria de la ONU el 29 de noviembre de 
1985.
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proyecto de reglas al Séptimo Congreso de las Naciones Unidas 
sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, cele-
brado en Milán del 26 de agosto al 6 de septiembre de 1985, por 
conducto de la Reunión Preparatoria Interregional celebrada en 
Beijing del 14 al 18 de mayo de 1984(6),

Reconociendo que la juventud, por constituir una etapa inicial 
del desarrollo humano, requiere particular atención y asistencia 
para su desarrollo físico, mental y social y necesita protección 
jurídica en condiciones de paz, libertad dignidad y seguridad,

Considerando que la legislación, las políticas y las prácticas na-
cionales vigentes pueden precisar un examen y una modificación 
en armonía con las normas contenidas en las reglas,

Considerando además que, aunque esas reglas puedan parecer 
actualmente difíciles de lograr debido a las condiciones sociales, 
económicas, culturales, políticas y jurídicas vigentes, existe, sin 
embargo, el propósito de realizar las como una norma mínima,

1. Observa con gratitud el trabajo efectuado por el Comité de 
Prevención del Delito y Lucha contra la Delincuencia, el Secreta-
rio General, el Instituto de las Naciones Unidas en Asia y el Leja-
no Oriente para la Prevención del Delito y el Tratamiento del 
Delincuente y otros institutos de las Naciones Unidas en la for-
mulación de las reglas mínimas de las Naciones Unidas para la 
administración de la justicia de menores;

2. Toma nota con gratitud del informe del Secretario General so-
bre el proyecto de las reglas mínimas de las Naciones Unidas para 
la administración de la justicia de menores;

3. Felicita a la Reunión Preparatoria Interregional celebrada en 
Beijing por haber finalizado el texto de las reglas presentado al 
Séptimo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del 
Delito y Tratamiento del Delincuente para su examen y decisión 
final;
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4. Aprueba las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la 
administración de la justicia de menores recomendadas por el 
Séptimo Congreso tal como figuran en el anexo de la presente 
resolución, y aprueba la recomendación del Séptimo Congreso 
de que las Reglas se denominen también “Reglas de Beijing”;

5. Invita a los Estados Miembros a que, siempre que sea necesa-
rio, adapten su legislación, sus políticas y sus prácticas naciona-
les, sobre todo en la esfera de la formación de personal de la 
justicia de menores, a las Reglas de Beijing, así como a que las 
señalen a la atención de las autoridades pertinentes y del público 
en general;

6. Insta al Comité de Prevención del Delito y Lucha contra la De-
lincuencia a que formule medidas para la eficaz aplicación de las 
Reglas de Beijing, con la asistencia de los institutos de las Nacio-
nes Unidas sobre prevención del delito y tratamiento del delin-
cuente;

7. Invita a los Estados Miembros a informar al Secretario General 
sobre la aplicación de las Reglas de Beijing y a presentar regular-
mente informes al Comité de Prevención del Delito y Lucha con-
tra la Delincuencia sobre los resultados alcanzados;

8. Pide a los Estados Miembros y al Secretario General que em-
prendan una investigación con respecto a las políticas y prácticas 
eficaces en materia de administración de justicia de menores y 
que elaboren una base de datos al respecto;

9. Pide al Secretario General que asegure la difusión más amplía 
posible del texto de las Reglas de Beijing en todos los idiomas 
oficiales de las Naciones Unidas, con inclusión de la intensifica-
ción de actividades de información en la esfera de la justicia de 
menores, a invita a los Estados Miembros a hacer lo mismo;

10. Pide al Secretario General que elabore proyectos piloto sobre 
la aplicación de las Reglas de Beijing;
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11. Pide al Secretario General y a los Estados Miembros que pro-
porcionen los recursos necesarios para lograr la aplicación efec-
tiva de las Reglas de Beijing, sobre todo en las esferas de la con-
tratación, la formación y el intercambio de personal, la 
investigación y la evaluación, y la formulación de nuevas medidas 
sustitutivas del tratamiento correccional;

12. Pide al Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Pre-
vención del Delito y Tratamiento del Delincuente que, en el mar-
co de un tema de su programa dedicado a la justicia de menores, 
examine los progresos realizados en la aplicación de las Reglas 
de Beijing y de las recomendaciones formuladas en la presente 
resolución;

13. Insta a todos los órganos pertinentes del sistema do las Na-
ciones Unidas, en particular a las comisiones regionales y los 
organismos especializados, a los institutos de las Naciones Uni-
das para la prevención del delito y el tratamiento del delincuen-
te y a otras organizaciones, intergubernamentales y no guberna-
mentales, a que colaboren con la Secretaría y adopten las medidas 
necesarias para asegurar un esfuerzo concertado y sostenido, 
dentro de sus respectivas esferas de competencia técnica, para 
aplicar los principios contenidos en las Reglas de Beijing.

96a. sesión plenaria 
29 de noviembre de 1985

PRIMERA PARTE 
PRINCIPIOS GENERALES

1. Orientaciones fundamentales

1.1 Los Estados Miembros procurarán, en consonancia con sus 
respectivos intereses generales, promover el bienestar del menor 
y de su familia.
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1.2 Los Estados Miembros se esforzarán por crear condiciones 
que garanticen al menor una vida significativa en la comunidad 
fomentando, durante el período de edad en que el menor es más 
propenso a un comportamiento desviado, un proceso de desa-
rrollo personal y educación lo más exento de delito y delincuen-
cia posible.

1.3 Con objeto de promover el bienestar del menor, a fin de redu-
cir la necesidad de intervenir con arreglo a la ley, y de someter a 
tratamiento efectivo, humano y equitativo al menor que tenga 
problemas con la ley, se concederá la debida importancia a la 
adopción de medidas concretas que permitan movilizar plena-
mente todos los recursos disponibles, con inclusión de la familia, 
los voluntarios y otros grupos de carácter comunitario, así como 
las escuelas y otras instituciones de la comunidad.

1.4 La justicia de menores se ha de concebir como una parte in-
tegrante del proceso de desarrollo nacional de cada país y debe-
rá administrarse en el marco general de justicia social para todos 
los menores, de manera que contribuya a la protección de los 
jóvenes y al mantenimiento del orden pacífico de la sociedad.

1.5 Las presentes Reglas se aplicarán según el contexto de las 
condiciones económicas, sociales y culturales que predominen 
en cada uno de los Estados Miembros.

1.6 Los servicios de justicia de menores se perfeccionarán y coor-
dinarán sistemáticamente con miras a elevar y mantener la com-
petencia de sus funcionarios, e incluso los métodos, enfoques y 
actitudes adoptados.

2. Alcance de las Reglas y definiciones utilizadas

2.1 Las Reglas mínimas que se enuncian a continuación se apli-
carán a los menores delincuentes con imparcialidad, sin distin-
ción alguna, por ejemplo, de raza, color, sexo, idioma, religión, 
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opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o so-
cial, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición.

2.2 Para los fines de las presentes Reglas, los Estados Miembros 
aplicarán las definiciones siguientes en forma compatible con sus 
respectivos sistemas y conceptos jurídicos:

a) Menor es todo niño o joven que, con arreglo al sistema jurí-
dico respectivo, puede ser castigado por un delito en forma 
diferente a un adulto;

b) Delito es todo comportamiento (acción u omisión) penado 
por la ley con arreglo al sistema jurídico de que se trate; y

c) Menor delincuente es todo niño o joven al que se ha impu-
tado la comisión de un delito o se le ha considerado culpable 
de la comisión de un delito.

2.3 En cada jurisdicción nacional se procurará promulgar un con-
junto de leyes, normas y disposiciones aplicables específicamen-
te a los menores delincuentes, así como a los órganos e institu-
ciones encargados de las funciones de administración de la 
justicia de menores, conjunto que tendrá por objeto:

a) Responder a las diversas necesidades de los menores delin-
cuentes, y al mismo tiempo proteger sus derechos básicos;

b) Satisfacer las necesidades de la sociedad;
c) Aplicar cabalmente y con justicia las reglas que se enuncian 

a continuación.

3. Ampliación del ámbito de aplicación de las Reglas

3.1 Las disposiciones pertinentes de las Reglas no sólo se aplica-
rán a los menores delincuentes, sino también a los menores que 
puedan ser procesados por realizar cualquier acto concreto que 
no sea punible tratándose del comportamiento de los adultos.
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3.2 Se procurará extender el alcance de los principios contenidos 
en las Reglas a todos los menores comprendidos en los procedi-
mientos relativos a la atención al menor y a su bienestar.

3.3 Se procurará asimismo extender el alcance de los principios 
contenidos en las Reglas a los delincuentes adultos jóvenes.

4. Mayoría de edad penal

4.1 En los sistemas jurídicos que reconozcan el concepto de ma-
yoría de edad penal con respecto a los menores, su comienzo no 
deberá fijarse a una edad demasiado temprana habida cuenta de 
las circunstancias que acompañan la madurez emocional, mental 
e intelectual.

5. Objetivos de la justicia de menores

5.1 El sistema de justicia de menores hará hincapié en el bienes-
tar de éstos y garantizará que cualquier respuesta a los menores 
delincuentes será en todo momento proporcionada a las circuns-
tancias del delincuente y del delito.

6. Alcance de las facultades discrecionales

6.1 Habida cuenta de las diversas necesidades especiales de los 
menores, así como de la diversidad de medidas disponibles, se 
facultará un margen suficiente para el ejercicio de facultades dis-
crecionales en las diferentes etapas de los juicios y en los distin-
tos niveles de la administración de justicia de menores, incluidos 
los de investigación, procesamiento, sentencia y de las medidas 
complementarias de las decisiones.

6.2 Se procurará, no obstante, garantizar la debida competencia 
en todas las fases y niveles en el ejercicio de cualquiera de esas 
facultades discrecionales.
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6.3 Los que ejerzan dichas facultades deberán estar especialmen-
te preparados o capacitados para hacerlo juiciosamente y en con-
sonancia con sus respectivas funciones y mandatos.

7. Derechos de los menores

7.1 En todas las etapas del proceso se respetarán garantías pro-
cesales básicas tales como la presunción de inocencia, el derecho 
a ser notificado de las acusaciones, el derecho a no responder, el 
derecho al asesoramiento, el derecho a la presencia de los padres 
o tutores, el derecho a la confrontación con los testigos y a inte-
rrogar a éstos y el derecho de apelación ante una autoridad su-
perior.

8. Protección de la intimidad

8.1 Para evitar que la publicidad indebida o el proceso de difa-
mación perjudiquen a los menores, se respetará en todas las eta-
pas el derecho de los menores a la intimidad.

8.2 En principio, no se publicará ninguna información que pueda 
dar lugar a la individualización de un menor delincuente.

9. Cláusulas de salvedad

9.1 Ninguna disposición de las presentes Reglas podrá ser inter-
pretada en el sentido de excluir a los menores del ámbito de la 
aplicación de las Reglas mínimas para el tratamiento de los re-
clusos aprobadas por las Naciones Unidas y de otros instrumen-
tos y normas reconocidos por la comunidad internacional relati-
vos al cuidado y protección de los jóvenes.
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SEGUNDA PARTE 
INVESTIGACIÓN Y PROCESAMIENTO

10. Primer contacto

10.1 Cada vez que un menor sea detenido, la detención se notifi-
cará inmediatamente a sus padres o su tutor, y cuando no sea 
posible dicha notificación inmediata, se notificará a los padres o 
al tutor en el más breve plazo posible.

10.2 El juez, funcionario u organismo competente examinará sin 
demora la posibilidad de poner en libertad al menor.

10.3 Sin perjuicio de que se consideren debidamente las circuns-
tancias de cada caso, se establecerán contactos entre los organis-
mos encargados de hacer cumplir la ley y el menor delincuente 
para proteger la condición jurídica del menor, promover su bien-
estar y evitar que sufra daño.

11. Remisión de casos

11.1 Se examinará la posibilidad, cuando proceda, de ocuparse 
de los menores delincuentes sin recurrir a las autoridades com-
petentes, mencionadas en la regla 14.1 infra, para que los juzguen 
oficialmente.

11.2 La policía, el Ministerio fiscal y otros organismos que se ocu-
pen de los casos de delincuencia de menores estarán facultados 
para fallar dichos casos discrecionalmente, sin necesidad de vis-
ta oficial, con arreglo a los criterios establecidos al efecto en los 
respectivos sistemas jurídicos y también en armonía con los prin-
cipios contenidos en las presentes Reglas.

11.3 Toda remisión que signifique poner al menor a disposición 
de las instituciones pertinentes de la comunidad o de otro tipo 
estará supeditada al consentimiento del menor o al de sus padres 
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o su tutor; sin embargo, la decisión relativa a la remisión del caso 
se someterá al examen de una autoridad competente, cuando así 
se solicite.

11.4 Para facilitar la tramitación discrecional de los casos de me-
nores, se procurará facilitar a la comunidad programas de super-
visión y orientación temporales, restitución y compensación a las 
víctimas.

12. Especialización policial

12.1 Para el mejor desempeño de sus funciones, los agentes de 
policía que traten a menudo o de manera exclusiva con menores 
o que se dediquen fundamentalmente a la prevención de la de-
lincuencia de menores, recibirán instrucción y capacitación es-
pecial. En las grandes ciudades habrá contingentes especiales de 
policía con esa finalidad.

13. Prisión preventiva

13.1 Sólo se aplicará la prisión preventiva como último recurso 
y durante el plazo más breve posible.

13.2 Siempre que sea posible, se adoptarán medidas sustitutorias 
de la prisión preventiva, como la supervisión estricta, la custodia 
permanente, la asignación a una familia o el traslado a un hogar 
o a una institución educativa.

13.3 Los menores que se encuentren en prisión preventiva goza-
rán de todos los derechos y garantías previstos en las Reglas mí-
nimas para el tratamiento de los reclusos aprobadas por las Na-
ciones Unidas.

13.4 Los menores que se encuentren en prisión preventiva esta-
rán separados de los adultos y recluidos en establecimientos dis-
tintos o en recintos separados en los establecimientos en que 
haya detenidos adultos.
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13.5 Mientras se encuentren bajo custodia, los menores recibirán 
cuidados, protección y toda la asistencia  social, educacional, 
profesional, sicológica, médica y física  que requieran, habida 
cuenta de su edad, sexo y características individuales.

TERCERA PARTE 
DE LA SENTENCIA Y LA RESOLUCIÓN

14. Autoridad competente para dictar sentencia

14.1 Todo menor delincuente cuyo caso no sea objeto de remisión 
(con arreglo a la regla 11) será puesto a disposición de la autori-
dad competente (corte, tribunal, junta, consejo, etc.), que decidi-
rá con arreglo a los principios de un juicio imparcial y equitativo.

14.2 El procedimiento favorecerá los intereses del menor y se 
sustanciará en un ambiente de comprensión, que permita que el 
menor participe en él y se exprese libremente.

15. Asesoramiento jurídico y derechos de los padres y tutores

15.1 El menor tendrá derecho a hacerse representar por un ase-
sor jurídico durante todo el proceso o a solicitar asistencia jurí-
dica gratuita cuando esté prevista la prestación de dicha ayuda 
en el país.

15.2 Los padres o tutores tendrán derecho a participar en las 
actuaciones y la autoridad competente podrá requerir su presen-
cia en defensa del menor. No obstante, la autoridad competente 
podrá denegar la participación si existen motivos para presumir 
que la exclusión es necesaria en defensa del menor.

16. Informes sobre investigaciones sociales

16.1 Para facilitar la adopción de una decisión justa por parte de 
la autoridad competente, y a menos que se trate de delitos leves, 
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antes de que esa autoridad dicte una resolución definitiva se efec-
tuará una investigación completa sobre el medio social y las con-
diciones en que se desarrolla la vida del menor y sobre las cir-
cunstancias en las que se hubiere cometido el delito.

17. Principios rectores de la sentencia y la resolución

17.1 La decisión de la autoridad competente se ajustará a los si-
guientes principios:

a) La respuesta que se dé al delito será siempre proporcionada, 
no sólo a las circunstancias y la gravedad del delito, sino 
también a las circunstancias y necesidades del menor, así 
como a las necesidades de la sociedad;

b) Las restricciones a la libertad personal del menor se impon-
drán sólo tras cuidadoso estudio y se reducirán al mínimo 
posible;

c) Sólo se impondrá la privación de libertad personal en el caso 
de que el menor sea condenado por un acto grave en el que 
concurra violencia contra otra persona o por la reincidencia 
en cometer otros delitos graves, y siempre que no haya otra 
respuesta adecuada;

d) En el examen de los casos se considerará primordial el bien-
estar del menor.

17.2 Los delitos cometidos por menores no se sancionarán en 
ningún caso con la pena capital.

17.3 Los menores no serán sancionados con penas corporales.

17.4 La autoridad competente podrá suspender el proceso en 
cualquier momento.

18. Pluralidad de medidas resolutorias

18.1 Para mayor flexibilidad y para evitar en la medida de lo po-
sible el confinamiento en establecimientos penitenciarios, la au-
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toridad competente podrá adoptar una amplia diversidad de 
decisiones. Entre tales decisiones, algunas de las cuales pueden 
aplicarse simultáneamente, figuran las siguientes:

a) Ordenes en materia de atención, orientación y supervisión;
b) Libertad vigilada;
c) Ordenes de prestación de servicios a la comunidad;
d) Sanciones económicas, indemnizaciones y devoluciones;
e) Ordenes de tratamiento intermedio y otras formas de trata-

miento;
f) Ordenes de participar en sesiones de asesoramiento colec-

tivo y en actividades análogas;
g) Ordenes relativas a hogares de guarda, comunidades de vida 

u otros establecimientos educativos;
h) Otras órdenes pertinentes.

18.2 Ningún menor podrá ser sustraído, total o parcialmente, a 
la supervisión de sus padres, a no ser que las circunstancias de 
su caso lo hagan necesario.

19. Carácter excepcional del confinamiento  
en establecimientos penitenciarios

19.1 El confinamiento de menores en establecimientos peniten-
ciarios se utilizará en todo momento como último recurso y por 
el más breve plazo posible.

20. Prevención de demoras innecesarias

20.1 Todos los casos se tramitarán desde el comienzo de manera 
expedita y sin demoras innecesarias.

21. Registros

21.1 Los registros de menores delincuentes serán de carácter 
estrictamente confidencial y no podrán ser consultados por ter-
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ceros. Sólo tendrán acceso a dichos archivos las personas que 
participen directamente en la tramitación de un caso en curso, 
así como otras personas debidamente autorizadas.

21.2 Los registros de menores delincuentes no se utilizarán en 
procesos de adultos relativos a casos subsiguientes en los que 
esté implicado el mismo delincuente.

22. Necesidad de personal especializado y capacitado

22.1 Para garantizar la adquisición y el mantenimiento de la com-
petencia profesional necesaria a todo el personal que se ocupa 
de casos de menores, se impartirá enseñanza profesional, cursos 
de capacitación durante el servicio y cursos de repaso, y se em-
plearán otros sistemas adecuados de instrucción.

22.2 El personal encargado de administrar la justicia de menores 
responderá a las diversas características de los menores que en-
tran en contacto con dicho sistema. Se procurará garantizar una 
representación equitativa de mujeres y de minorías en los orga-
nismos de justicia de menores.

CUARTA PARTE 
TRATAMIENTO FUERA DE LOS ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS

23. Ejecución efectiva de la resolución

23.1 Se adoptarán disposiciones adecuadas para la ejecución de 
las órdenes que dicte la autoridad competente, y que se mencio-
nan en la regla 14.1, por esa misma autoridad o por otra distinta 
si las circunstancias así lo exigen.

23.2 Dichas disposiciones incluirán la facultad otorgada a la au-
toridad competente para modificar dichas órdenes periódica-
mente según estime pertinente, a condición de que la modifica-
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ción se efectúe en consonancia con los principios enunciados en 
las presentes Reglas.

24. Prestación de asistencia

24.1 Se procurará proporcionar a los menores, en todas las etapas 
del procedimiento, asistencia en materia de alojamiento, ense-
ñanza o capacitación profesional, empleo o cualquiera otra forma 
de asistencia, útil y práctica, para facilitar el proceso de rehabili-
tación.

25. Movilización de voluntarios y otros servicios  
de carácter comunitario

25.1 Se recurrirá a los voluntarios, a las organizaciones de volun-
tarios, a las instituciones locales y a otros recursos de la comuni-
dad para que contribuyan eficazmente a la rehabilitación del 
menor en un ambiente comunitario y, en la forma en que ésta sea 
posible, en el seno de la unidad familiar.

QUINTA PARTE 
TRATAMIENTO EN ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS

26. Objetivos del tratamiento en establecimientos penitenciarios

26.1 La capacitación y el tratamiento de menores confinados en 
establecimientos penitenciarios tienen por objeto garantizar su 
cuidado y protección, así como su educación y formación profe-
sional para permitirles que desempeñen un papel constructivo y 
productivo en la sociedad.

26.2 Los menores confinados en establecimientos penitenciarios 
recibirán los cuidados, la protección y toda la asistencia necesaria 
—social, educacional, profesional, sicológica, médica y física que 
puedan requerir debido a su edad, sexo y personalidad y en inte-
rés de su desarrollo sano.
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26.3 Los menores confinados en establecimientos penitenciarios 
se mantendrán separados de los adultos y estarán detenidos en 
un establecimiento separado o en una parte separada de un es-
tablecimiento en el que también estén encarcelados adultos.

26.4 La delincuente joven confinada en un establecimiento me-
rece especial atención en lo que atañe a sus necesidades y pro-
blemas personales. En ningún caso recibirá menos cuidados, 
protección, asistencia, tratamiento y capacitación que el delin-
cuente joven. Se garantizará Su tratamiento equitativo.

26.5 En el interés y bienestar del menor confinado en un estable-
cimiento penitenciario, tendrán derecho de acceso los padres o 
tutores.

26.6 Se fomentará la cooperación entre los ministerios y los de-
partamentos para dar formación académica o, según proceda, 
profesional adecuada al menor que se encuentre confinado en un 
establecimiento penitenciario a fin de garantizar que al salir no 
se encuentre en desventaja en el plano de la educación.

27. Aplicación de las Reglas mínimas para el tratamiento  
de los reclusos aprobadas por las Naciones Unidas

27.1 En principio, las Reglas mínimas para el tratamiento de los 
reclusos y las recomendaciones conexas serán aplicables en la 
medida pertinente al tratamiento de los menores delincuentes 
en establecimientos penitenciarios, inclusive los que estén en 
prisión preventiva.

27.2 Con objeto de satisfacer las diversas necesidades del menor 
específicas a su edad, sexo y personalidad, se procurará aplicar los 
principios pertinentes de las mencionadas Reglas mínimas para 
el tratamiento de los reclusos en toda la medida de lo posible.
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28. Frecuente y pronta concesión de la libertad condicional

28.1 La autoridad pertinente recurrirá en la mayor medida posi-
ble a la libertad condicional y la concederá tan pronto como sea 
posible.

28.2 Los menores en libertad condicional recibirán asistencia del 
correspondiente funcionario a cuya supervisión estarán sujetos, 
y el pleno apoyo de la comunidad.

29. Sistemas intermedios

29.1 Se procurará establecer sistemas intermedios como estable-
cimientos de transición, hogares educativos, centros de capacita-
ción diurnos y otros sistemas pertinentes que puedan facilitar la 
adecuada reintegración de los menores a la sociedad.

SEXTA PARTE 
INVESTIGACIÓN, PLANIFICACIÓN Y FORMULACIÓN Y  

EVALUACIÓN DE POLÍTICAS

30. La investigación como base de la planificación  
y de la formulación y la evaluación de políticas

30.1 Se procurará organizar y fomentar las investigaciones nece-
sarias como base para una planificación y una formulación de 
políticas que sean efectivas.

30.2 Se procurará revisar y evaluar periódicamente las tenden-
cias, los problemas y las causas de la delincuencia y criminalidad 
de menores, así como las diversas necesidades particulares del 
menor en custodia.

30.3 Se procurará establecer con carácter regular un mecanismo 
de evaluación e investigación en el sistema de administración de 
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justicia de menores y recopilar y analizar los datos y la informa-
ción pertinentes con miras a la debida evaluación y perfecciona-
miento ulterior de dicho sistema.

30.4 La prestación de servicios en la administración de justicia 
de menores se preparará y ejecutará de modo sistemático como 
parte integrante de los esfuerzos de desarrollo nacional.
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DIRECTRICES DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA 
PREVENCIÓN DE LA DELINCUENCIA JUVENIL 

“DIRECTRICES DE RIAD”7

I. PRINCIPIOS FUNDAMENTALES

1. La prevención de la delincuencia juvenil es parte esencial de la 
prevención del delito en la sociedad. Si los jóvenes se dedican a 
actividades lícitas y socialmente útiles, se orientan hacia la socie-
dad y enfocan la vida con criterio humanista, pueden adquirir 
actitudes no criminógenas.

2. Para poder prevenir eficazmente la delincuencia juvenil es ne-
cesario que toda la sociedad procure un desarrollo armonioso de 
los adolescentes, y respete y cultive su personalidad a partir de la 
primera infancia.

3. A los efectos de la interpretación de las presentes Directrices, 
se debe centrar la atención en el niño.

Los jóvenes deben desempeñar una función activa y participativa 
en la sociedad y no deben ser considerados meros objetos de 
socialización o control.

4. En la aplicación de las presentes Directrices y de conformidad 
con los ordenamientos jurídicos nacionales, los programas pre-
ventivos deben centrarse en el bienestar de los jóvenes desde su 
primera infancia.

7  Adopción: Asamblea General de la ONU. Resolución 45/112, 14 de diciembre 
de 1990.
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5. Deberá reconocerse la necesidad y la importancia de aplicar 
una política progresista de prevención de la delincuencia, así 
como de estudiar sistemáticamente y elaborar medidas pertinen-
tes que eviten criminalizar y penalizar al niño por una conducta 
que no causa graves perjuicios a su desarrollo ni perjudica a los 
demás. La política y las medidas de esa índole deberán incluir:

a) La creación de oportunidades, en particular educativas, para 
atender a las diversas necesidades de los jóvenes y servir 
de marco de apoyo para velar por el desarrollo personal de 
todos los jóvenes, en particular de aquellos que están pa-
tentemente en peligro o en situación de riesgo social y ne-
cesitan cuidado y protección especiales;

b) La formulación de doctrinas y criterios especializados para 
la prevención de la delincuencia, basados en las leyes, los 
procesos, las instituciones, las instalaciones y una red de 
servicios, cuya finalidad sea reducir los motivos, la necesi-
dad y las oportunidades de comisión de las infracciones o 
las condiciones que las propicien;

c) Una intervención oficial que se guíe por la justicia y la equi-
dad, y cuya finalidad primordial sea velar por el interés ge-
neral de los jóvenes;

d) La protección del bienestar, el desarrollo, los derechos y los 
intereses de todos los jóvenes;

e) El reconocimiento del hecho de que el comportamiento o la 
conducta de los jóvenes que no se ajustan a los valores y 
normas generales de la sociedad son con frecuencia parte 
del proceso de maduración y crecimiento y tienden a desa-
parecer espontáneamente en la mayoría de las personas 
cuando llegan a la edad adulta;

f) La conciencia de que, según la opinión predominante de los 
expertos, calificar a un joven de “extraviado”, “delincuente” 
o “predelincuente” a menudo contribuye a que los jóvenes 
desarrollen pautas permanentes de comportamiento inde-
seable.
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6. Deben crearse servicios y programas con base en la comunidad 
para la prevención de la delincuencia juvenil, sobre todo si no se 
han establecido todavía organismos oficiales. Sólo en última ins-
tancia ha de recurrirse a organismos oficiales de control social.

II. ALCANCE DE LAS DIRECTRICES

7. Las presentes Directrices deberán interpretarse y aplicarse en 
el marco general de la Declaración Universal de Derechos Huma-
nos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
la Declaración de los Derechos del Niño, y la Convención sobre 
los Derechos del Niño, y en el contexto de las Reglas mínimas de 
las Naciones Unidas para la administración de la justicia de me-
nores (Reglas de Beijing), así como de otros instrumentos y nor-
mas relativos a los derechos, los intereses y el bienestar de todos 
los menores y jóvenes.

8. Las presentes Directrices deberán igualmente aplicarse en el 
contexto de las condiciones económicas, sociales y culturales im-
perantes en cada uno de los Estados Miembros.

III. PREVENCIÓN GENERAL

9. Deberán formularse en todos los niveles del gobierno planes 
generales de prevención que, entre otras cosas, comprendan:

a) Análisis a fondo del problema y reseñas de programas y 
servicios, facilidades y recursos disponibles;

b) Funciones bien definidas de los organismos, instituciones y 
personal competentes que se ocupan de actividades preven-
tivas;

c) Mecanismos para la coordinación adecuada de las activida-
des de prevención entre los organismos gubernamentales 
y no gubernamentales;
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d) Políticas, estrategias y programas basados en estudios de 
pronósticos que sean objeto de vigilancia permanente y eva-
luación cuidadosa en el curso de su aplicación;

e) Métodos para disminuir eficazmente las oportunidades de 
cometer actos de delincuencia juvenil;

f) Participación de la comunidad mediante una amplia gama 
de servicios y programas;

g) Estrecha cooperación interdisciplinaria entre los gobiernos 
nacionales, estatales, provinciales y municipales, con la par-
ticipación del sector privado, de ciudadanos representativos 
de la comunidad interesada y de organismos laborales, de 
cuidado del niño, de educación sanitaria, sociales, judiciales 
y de los servicios de aplicación de la ley en la adopción de 
medidas coordinadas para prevenir la delincuencia juvenil 
y los delitos de los jóvenes.

h) Participación de los jóvenes en las políticas y en los proce-
sos de prevención de la delincuencia juvenil, incluida la uti-
lización de los recursos comunitarios, y la aplicación de 
programas de autoayuda juvenil y de indemnización y asis-
tencia a las víctimas;

i) Personal especializado en todos los niveles.

IV. PROCESOS DE SOCIALIZACIÓN

10. Deberá prestarse especial atención a las políticas de preven-
ción que favorezcan la socialización e integración eficaces de to-
dos los niños y jóvenes, en particular por conducto de la familia, 
la comunidad, los grupos de jóvenes que se encuentran en con-
diciones similares, la escuela, la formación profesional y el medio 
laboral, así como mediante la acción de organizaciones volunta-
rias. Se deberá respetar debidamente el desarrollo personal de 
los niños y jóvenes y aceptarlos, en pie de igualdad, como copar-
tícipes en los procesos de socialización e integración.
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A. La familia

11. Toda sociedad deberá asignar elevada prioridad a las necesi-
dades y el bienestar de la familia y de todos sus miembros.

12. Dado que la familia es la unidad central encargada de la inte-
gración social primaria del niño, los gobiernos y la sociedad de-
ben tratar de preservar la integridad de la familia, incluida la 
familia extensa. La sociedad tiene la obligación de ayudar a la 
familia a cuidar y proteger al niño y asegurar su bienestar físico 
y mental. Deberán prestarse servicios apropiados, inclusive de 
guarderías.

13. Los gobiernos deberán adoptar una política que permita a los 
niños criarse en un ambiente familiar de estabilidad y bienestar. 
Deberán facilitarse servicios adecuados a las familias que nece-
siten asistencia para resolver situaciones de inestabilidad o con-
flicto.

14. Cuando no exista un ambiente familiar de estabilidad y bien-
estar, los intentos de la comunidad por ayudar a los padres en 
este aspecto hayan fracasado y la familia extensa no pueda ya 
cumplir esta función, se deberá recurrir a otras posibles modali-
dades de colocación familiar, entre ellas los hogares de guarda y 
la adopción, que en la medida de lo posible deberán reproducir 
un ambiente familiar de estabilidad y bienestar y, al mismo tiem-
po, crear en los niños un sentimiento de permanencia, para evitar 
los problemas relacionados con el “desplazamiento” de un lugar 
a otro.

15. Deberá prestarse especial atención a los niños de familias 
afectadas por problemas creados por cambios económicos, so-
ciales y culturales rápidos y desiguales, en especial a los niños de 
familias indígenas o de inmigrantes y refugiados. Como tales cam-
bios pueden perturbar la capacidad social de la familia para ase-
gurar la educación y crianza tradicionales de los hijos, a menudo 
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como resultado de conflictos culturales o relacionados con el 
papel del padre o de la madre, será necesario elaborar modalida-
des innovadoras y socialmente constructivas para la socialización 
de los niños.

16. Se deberán adoptar medidas y elaborar programas para dar 
a las familias la oportunidad de aprender las funciones y obliga-
ciones de los padres en relación con el desarrollo y el cuidado de 
sus hijos, para lo cual se fomentarán relaciones positivas entre 
padres e hijos, se hará que los padres cobren conciencia de los 
problemas de los niños y los jóvenes y se fomentará la participa-
ción de los jóvenes en las actividades familiares y comunitarias.

17. Los gobiernos deberán adoptar medidas para fomentar la 
unión y la armonía en la familia y desalentar la separación de los 
hijos de sus padres, salvo cuando circunstancias que afecten al 
bienestar y al futuro de los hijos no dejen otra opción viable.

18. Es importante insistir en la función socializadora de la familia 
y de la familia extensa; es igualmente importante reconocer el 
papel futuro, las responsabilidades, la participación y la colabo-
ración de los jóvenes en la sociedad.

19. Al garantizar el derecho de los niños a una socialización ade-
cuada, los gobiernos y otras instituciones deben basarse en los 
organismos sociales y jurídicos existentes, pero, cuando las ins-
tituciones y costumbres tradicionales resulten insuficientes, de-
berán también prever y permitir medidas innovadoras.

B. La educación

20. Los gobiernos tienen la obligación de dar a todos los jóvenes 
acceso a la enseñanza pública.

21. Los sistemas de educación, además de sus posibilidades de 
formación académica y profesional, deberán dedicar especial 
atención a:
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a) Enseñar los valores fundamentales y fomentar el respeto de 
la identidad propia y de las características culturales del niño, 
de los valores sociales del país en que vive el niño, de las ci-
vilizaciones diferentes de la suya y de los derechos humanos 
y libertades fundamentales;

b) Fomentar y desarrollar en todo lo posible la personalidad, 
las aptitudes y la capacidad mental y física de los jóvenes;

c) Lograr que los jóvenes participen activa y eficazmente en el 
proceso educativo en lugar de ser meros objetos pasivos de 
dicho proceso;

d) Desarrollar actividades que fomenten un sentimiento de 
identidad y pertenencia a la escuela y la comunidad;

e) Alentar a los jóvenes a comprender y respetar opiniones y 
puntos de vista diversos, así como las diferencias culturales 
y de otra índole;

f) Suministrar información y orientación en lo que se refiere a 
la formación profesional, las oportunidades de empleo y 
posibilidades de carrera;

g) Proporcionar apoyo emocional positivo a los jóvenes y evi-
tar el maltrato psicológico;

h) Evitar las medidas disciplinarias severas, en particular los 
castigos corporales.

22. Los sistemas de educación deberán tratar de trabajar en coo-
peración con los padres, las organizaciones comunitarias y los 
organismos que se ocupan de las actividades de los jóvenes.

23. Deberá darse información a los jóvenes y a sus familias sobre 
la ley y sus derechos y obligaciones con respecto a la ley, así como 
sobre el sistema de valores universales, incluidos los instrumen-
tos de las Naciones Unidas.

24. Los sistemas de educación deberán cuidar y atender de ma-
nera especial a los jóvenes que se encuentren en situación de 
riesgo social. Deberán prepararse y utilizarse plenamente pro-
gramas de prevención y materiales didácticos, planes de estudios, 
criterios e instrumentos especializados.
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25. Deberá prestarse especial atención a la adopción de políticas 
y estrategias generales de prevención del uso indebido, por los 
jóvenes, del alcohol, las drogas y otras sustancias. Deberá darse 
formación y dotarse de medios a maestros y otros profesionales 
a fin de prevenir y resolver estos problemas. Deberá darse a los 
estudiantes información sobre el empleo y el uso indebido de 
drogas, incluido el alcohol.

26. Las escuelas deberán servir de centros de información y con-
sulta para prestar atención médica, asesoramiento y otros servi-
cios a los jóvenes, sobre todo a los que están especialmente ne-
cesitados y son objeto de malos tratos, abandono, victimización 
y explotación.

27. Se aplicarán diversos programas educativos para lograr que 
los maestros, otros adultos y los estudiantes comprendan los pro-
blemas, necesidades y preocupaciones de los jóvenes, especial-
mente de aquellos que pertenecen a grupos más necesitados, 
menos favorecidos, a grupos de bajos ingresos y a minorías étni-
cas u otros grupos minoritarios.

28. Los sistemas escolares deberán tratar de alcanzar y promover 
los niveles profesionales y educativos más elevados en lo que 
respecta a programas de estudio, métodos y criterios didácticos 
y de aprendizaje, contratación y formación de personal docente 
capacitado. Deberá practicarse una supervisión y evaluación re-
gulares de los resultados, tarea que se encomendará a las orga-
nizaciones profesionales y a los órganos competentes.

29. En cooperación con grupos de la comunidad, los sistemas 
educativos deberán planificar, organizar y desarrollar actividades 
extracurriculares que sean de interés para los jóvenes.

30. Deberá prestarse ayuda especial a niños y jóvenes que tengan 
dificultades para cumplir las normas de asistencia, así como a los 
que abandonan los estudios.
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31. Las escuelas deberán fomentar la adopción de políticas y nor-
mas equitativas y justas, y los estudiantes estarán representados 
en los órganos encargados de formular la política escolar, inclui-
da la política disciplinaria, y participarán en la adopción de deci-
siones.

C. La comunidad

32. Deberán establecerse servicios y programas de carácter co-
munitario, o fortalecerse los ya existentes, que respondan a las 
necesidades, problemas, intereses e inquietudes especiales de los 
jóvenes y ofrezcan, a ellos y a sus familias, asesoramiento y orien-
tación adecuados.

33. Las comunidades deberán adoptar o reforzar una amplia 
gama de medidas de apoyo comunitario a los jóvenes, incluido el 
establecimiento de centros de desarrollo comunitario, instalacio-
nes y servicios de recreo, a fin de hacer frente a los problemas 
especiales de los menores expuestos a riesgo social. Esta forma 
de ayuda deberá prestarse respetando los derechos individuales.

34. Deberán establecerse servicios especiales para brindar alo-
jamiento adecuado a los jóvenes que no puedan seguir viviendo 
en sus hogares o que carezcan de hogar.

35. Se organizarán diversos servicios y sistemas de ayuda para 
hacer frente a las dificultades que experimentan los jóvenes al 
pasar a la edad adulta. Entre estos servicios deberán figurar pro-
gramas especiales para los jóvenes toxicómanos en los que se dé 
máxima importancia a los cuidados, el asesoramiento, la asisten-
cia y a las medidas de carácter terapéutico.

36. Los gobiernos y otras instituciones deberán dar apoyo finan-
ciero y de otra índole a las organizaciones voluntarias que pres-
tan servicios a los jóvenes.
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37. En el plano local deberán crearse o reforzarse organizacio-
nes juveniles que participen plenamente en la gestión de los 
asuntos comunitarios. Estas organizaciones deberán alentar a 
los jóvenes a organizar proyectos colectivos y voluntarios, en 
particular proyectos cuya finalidad sea prestar ayuda a los jóve-
nes que la necesiten.

38. Los organismos gubernamentales deberán asumir especial-
mente la responsabilidad del cuidado de los niños sin hogar o los 
niños de la calle y de proporcionarles los servicios que necesiten. 
Deberá hacerse fácilmente accesible a los jóvenes la información 
acerca de servicios locales, alojamiento, empleo y otras formas y 
fuentes de ayuda.

39. Deberá organizarse una gran variedad de instalaciones y ser-
vicios recreativos de especial interés para los jóvenes, a los que 
éstos tengan fácil acceso.

D. Los medios de comunicación

40. Deberá alentarse a los medios de comunicación a que garan-
ticen que los jóvenes tengan acceso a información y material pro-
cedentes de diversas fuentes nacionales e internacionales.

41. Deberá alentarse a los medios de comunicación a que den a 
conocer la contribución positiva de los jóvenes a la sociedad.

42. Deberá alentarse a los medios de comunicación a que difun-
dan información relativa a la existencia en la sociedad de servi-
cios, instalaciones y oportunidades destinados a los jóvenes.

43. Deberá instarse a los medios de comunicación en general, y 
a la televisión y al cine en particular, a que reduzcan al mínimo el 
nivel de pornografía, drogadicción y violencia en sus mensajes y 
den una imagen desfavorable de la violencia y la explotación, evi-
ten presentaciones degradantes especialmente de los niños, de 
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la mujer y de las relaciones interpersonales y fomenten los prin-
cipios y modelos de carácter igualitario.

44. Los medios de comunicación deberán percatarse de la impor-
tancia de su función y su responsabilidad sociales, así como de 
su influencia en las comunicaciones relacionadas con el uso in-
debido de drogas y alcohol entre los jóvenes. Deberán utilizar su 
poder para prevenir el uso indebido de drogas mediante mensa-
jes coherentes con un criterio equilibrado. Deberán fomentar 
campañas eficaces de lucha contra las drogas en todos los niveles.

V. POLÍTICA SOCIAL

45. Los organismos gubernamentales deberán asignar elevada 
prioridad a los planes y programas dedicados a los jóvenes y su-
ministrar suficientes fondos y recursos de otro tipo para prestar 
servicios eficaces, proporcionar las instalaciones y el personal 
para brindar servicios adecuados de atención médica, salud men-
tal, nutrición, vivienda y otros servicios necesarios, en particular 
de prevención y tratamiento del uso indebido de drogas y alcohol, 
y cerciorarse de que esos recursos lleguen a los jóvenes y redun-
den realmente en beneficio de ellos.

46. Sólo deberá recluirse a los jóvenes en instituciones como úl-
timo recurso y por el período mínimo necesario, y deberá darse 
máxima importancia a los propios intereses del joven. Los crite-
rios para autorizar una intervención oficial de esta índole deberán 
definirse estrictamente y limitarse a las situaciones siguientes:

a) cuando el niño o joven haya sufrido lesiones físicas causadas 
por los padres o tutores;

b) cuando el niño o joven haya sido víctima de malos tratos 
sexuales, físicos o emocionales por parte de los padres o 
tutores;

c) cuando el niño o joven haya sido descuidado, abandonado 
o explotado por los padres o tutores;
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d) cuando el niño o joven se vea amenazado por un peligro 
físico o moral debido al comportamiento de los padres o 
tutores; y

e) cuando se haya manifestado en el propio comportamiento 
del niño o del joven un grave peligro físico o psicológico 
para el niño o el joven mismo y ni los padres o tutores, ni el 
propio joven ni los servicios comunitarios no residenciales 
puedan hacer frente a dicho peligro por otro medio que no 
sea la reclusión en una institución.

47. Los organismos gubernamentales deberán dar a los jóvenes 
oportunidad de continuar su educación a jornada completa, fi-
nanciada por el Estado cuando los padres o tutores no los puedan 
mantener, y de adquirir experiencia profesional.

48. Los programas de prevención de la delincuencia deberán pla-
nificarse y ejecutarse sobre la base de conclusiones fiables que 
sean resultado de una investigación científica, y periódicamente 
deberán ser supervisados, evaluados y readaptados en consonan-
cia con esas conclusiones.

49. Deberá difundirse entre la comunidad profesional y el públi-
co en general información científica acerca del tipo de compor-
tamiento o de situación que pueda resultar en la victimización de 
los jóvenes, en daños y malos tratos físicos y sicológicos contra 
ellos o en su explotación.

50. La participación en todos los planes y programas deberá ser, 
en general, voluntaria. Los propios jóvenes deberán intervenir en 
su formulación, desarrollo y ejecución.

51. Los gobiernos deberán comenzar a estudiar o seguir estu-
diando, formulando y aplicando políticas, medidas y estrategias 
dentro y fuera del sistema de justicia penal para prevenir la vio-
lencia en el hogar contra los jóvenes o que los afecte, y garantizar 
un trato justo a las víctimas de ese tipo de violencia.



241

DOCUMENTOS INTERNACIONALES

VI. LEGISLACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LA JUSTICIA DE MENORES

52. Los gobiernos deberán promulgar y aplicar leyes y procedi-
mientos especiales para fomentar y proteger los derechos y el 
bienestar de todos los jóvenes.

53. Deberán promulgarse y aplicarse leyes que prohíban la victi-
mización, los malos tratos y la explotación de los niños y jóvenes, 
así como su utilización para actividades delictivas.

54. Ningún niño o joven deberá ser objeto de medidas de correc-
ción o castigo severos o degradantes en el hogar, en la escuela ni 
en ninguna otra institución.

55. Deberán aprobarse y aplicarse leyes para limitar y controlar 
el acceso de los niños y jóvenes a las armas de cualquier tipo.

56. A fin de impedir que prosiga la estigmatización, victimiza-
ción y criminalización de los jóvenes, deberán promulgarse leyes 
que garanticen que ningún acto que no sea considerado delito ni 
sea sancionado cuando lo comete un adulto se considere delito 
ni sea objeto de sanción cuando es cometido por un joven.

57. Debería considerarse la posibilidad de establecer un puesto 
de mediador o un órgano análogo independiente para los jóvenes 
que garantice el respeto de su condición jurídica, sus derechos y 
sus intereses, así como la posibilidad de remitir los casos a los 
servicios disponibles. El mediador u otro órgano designado su-
pervisaría además la aplicación de las Directrices de Riad, las 
Reglas de Beijing y las Reglas para la protección de los menores 
privados de libertad. El mediador u otro órgano publicaría perió-
dicamente un informe sobre los progresos alcanzados y las difi-
cultades encontradas en el proceso de aplicación. Se deberían 
establecer también servicios de defensa jurídica del niño.

58. Deberá capacitarse personal de ambos sexos encargado de 
hacer cumplir la ley y de otras funciones pertinentes para que 
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pueda atender a las necesidades especiales de los jóvenes; ese 
personal deberá estar al corriente de los programas y posibilida-
des de remisión a otros servicios, y recurrir a ellos en la medida 
de lo posible con el fin de sustraer a los jóvenes al sistema de 
justicia penal.

59. Deberán promulgarse y aplicarse estrictamente leyes para 
proteger a los niños y a los jóvenes del uso indebido de drogas y 
de los traficantes de droga.

VII. INVESTIGACIÓN, FORMULACIÓN DE NORMAS Y COORDINACIÓN

60. Se procurará fomentar la interacción y coordinación, con ca-
rácter multidisciplinario e intradisciplinario, de los organismos 
y servicios económicos, sociales, educativos y de salud con el sis-
tema de justicia, los organismos dedicados a los jóvenes, a la co-
munidad y al desarrollo y otras instituciones pertinentes, y de-
berán establecerse los mecanismos apropiados a tal efecto.

61. Deberá intensificarse, en los planos nacional, regional e inter-
nacional, el intercambio de información, experiencia y conoci-
mientos técnicos obtenidos gracias a los proyectos, programas, 
prácticas e iniciativas relacionadas con la delincuencia juvenil, la 
prevención de la delincuencia y la justicia de menores.

62. Deberá promoverse e intensificarse la cooperación regional 
e internacional en asuntos relativos a la delincuencia juvenil, la 
prevención de la delincuencia juvenil y la justicia de menores, con 
la participación de profesionales, expertos y autoridades.

63. Todos los gobiernos, el sistema de las Naciones Unidas y otras 
organizaciones interesadas deberán apoyar firmemente la coo-
peración técnica y científica en asuntos prácticos relacionados 
con la formulación de normas, en particular en los proyectos ex-
perimentales, de capacitación y demostración, sobre cuestiones 
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concretas relativas a la prevención de la delincuencia juvenil y de 
delitos cometidos por jóvenes.

64. Deberá alentarse la colaboración en las actividades de inves-
tigación científica sobre las modalidades eficaces de prevención 
de la delincuencia juvenil y de los delitos cometidos por jóvenes 
y difundirse ampliamente y evaluarse sus conclusiones.

65. Los órganos, institutos, organismos y oficinas competentes 
de las Naciones Unidas deberán mantener una estrecha colabo-
ración y coordinación en distintas cuestiones relacionadas con 
los niños, la justicia de menores y la prevención de la delincuen-
cia juvenil y de los delitos cometidos por jóvenes.

66. Sobre la base de las presentes Directrices, la Secretaría de las 
Naciones Unidas, en cooperación con las instituciones interesa-
das, deberá desempeñar un papel activo de la investigación, co-
laboración científica, formulación de opciones de política, y en el 
examen y supervisión de su aplicación, y servir de fuente de in-
formación fidedigna acerca de modalidades eficaces para la pre-
vención de la delincuencia.
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REGLAS DE LAS NACIONES UNIDAS PARA  
LA PROTECCIÓN DE LOS MENORES PRIVADOS  

DE LA LIBERTAD “REGLAS DE LA HABANA”8

I. PERSPECTIVAS FUNDAMENTALES

1. El sistema de justicia de menores deberá respetar los derechos 
y la seguridad de los menores y fomentar su bienestar físico y 
mental. El encarcelamiento deberá usarse como último recurso.

2. Sólo se podrá privar de libertad a los menores de conformidad 
con los principios y procedimientos establecidos en las presentes 
Reglas, así como en las Reglas mínimas de las Naciones Unidas 
para la administración de la justicia de menores “Reglas de Bei-
jing”. La privación de libertad de un menor deberá decidirse como 
último recurso y por el período mínimo necesario y limitarse a 
casos excepcionales. La duración de la sanción debe ser determi-
nada por la autoridad judicial sin excluir la posibilidad de que el 
menor sea puesto en libertad antes de ese tiempo.

3. El objeto de las presentes Reglas es establecer normas mínimas 
aceptadas por las Naciones Unidas para la protección de los me-
nores privados de libertad en todas sus formas, compatibles con 
los derechos humanos y las libertades fundamentales, con miras 
a contrarrestar los efectos perjudiciales de todo tipo de detención 
y fomentar la integración en la sociedad.

8  Adopción: Asamblea General de la ONU. Resolución 45/113, 14 de diciembre 
de 1990.
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4. Las Reglas deberán aplicarse imparcialmente a todos los me-
nores, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 
edad, idioma, religión, nacionalidad, opinión política o de otra 
índole, prácticas o creencias culturales, patrimonio, nacimiento, 
situación de familia, origen étnico o social o incapacidad. Se de-
berán respetar las creencias religiosas y culturales, así como las 
prácticas y preceptos morales de los menores.

5. Las Reglas están concebidas para servir de patrones prácticos 
de referencia y para brindar alicientes y orientación a los profe-
sionales que participen en la administración del sistema de jus-
ticia de menores.

6. Las Reglas deberán ponerse a disposición del personal de jus-
ticia de menores en sus idiomas nacionales. Los menores que no 
conozcan suficientemente el idioma hablado por el personal del 
establecimiento de detención tendrán derecho a los servicios 
gratuitos de un intérprete siempre que sea necesario, en particu-
lar durante los reconocimientos médicos y las actuaciones disci-
plinarias.

7. Cuando corresponda, los Estados deberán incorporar las pre-
sentes Reglas a su legislación o modificarla en consecuencia y 
establecer recursos eficaces en caso de inobservancia, incluida la 
indemnización en los casos en que se causen perjuicios a los me-
nores. Los Estados deberán además vigilar la aplicación de las 
Reglas.

8. Las autoridades competentes procurarán sensibilizar constan-
temente al público sobre el hecho de que el cuidado de los me-
nores detenidos y su preparación para su reintegración en la 
sociedad constituyen un servicio social de gran importancia y, a 
tal efecto, se deberá adoptar medidas eficaces para fomentar los 
contactos abiertos entre los menores y la comunidad local.

9. Ninguna de las disposiciones contenidas en las presentes Re-
glas deberá interpretarse de manera que excluya la aplicación de 
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los instrumentos y normas pertinentes de las Naciones Unidas ni 
de los referentes a los derechos humanos, reconocidos por la co-
munidad internacional, que velen mejor por los derechos; la aten-
ción y la protección de los menores, de los niños y de todos los 
jóvenes.

10. En el caso de que la aplicación práctica de las reglas específi-
cas contenidas en las secciones II a V, inclusive, sea incompatible 
con las reglas que figuran en la presente sección estas últimas 
prevalecerán sobre las primeras.

II. ALCANCE Y APLICACIÓN DE LAS REGLAS

11. A los efectos de las presentes Reglas, deben aplicarse las de-
finiciones siguientes:

a) Se entiende por menor toda persona de menos de 18 años 
de edad. La edad límite por debajo de la cual no se permiti-
rá privar a un niño de su libertad debe fijarse por ley;

b) Por privación de libertad se entiende toda forma de deten-
ción o encarcelamiento, así como el internamiento en un es-
tablecimiento público o privado del que no se permita salir 
al menor por su propia voluntad, por orden de cualquier au-
toridad judicial, administrativa u otra autoridad pública.

12. La privación de la libertad deberá efectuarse en condiciones 
y circunstancias que garanticen el respeto de los derechos huma-
nos de los menores. Deberá garantizarse a los menores recluidos 
en centros el derecho a disfrutar de actividades y programas úti-
les que sirvan para fomentar y asegurar su sano desarrollo y su 
dignidad, promover su sentido de responsabilidad e infundirles 
actitudes y conocimientos que les ayuden a desarrollar sus posi-
bilidades como miembros de la sociedad.

13. No se deberá negar a los menores privados de libertad, por 
razón de su condición, los derechos civiles, económicos, políticos, 
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sociales o culturales que les correspondan de conformidad con 
la legislación nacional o el derecho internacional y que sean com-
patibles con la privación de la libertad.

14. La protección de los derechos individuales de los menores 
por lo que respecta especialmente a la legalidad de la ejecución 
de las medidas de detención será garantizada por la autoridad 
competente, mientras que los objetivos de integración social de-
berán garantizarse mediante inspecciones regulares y otras for-
mas de control llevadas a cabo, de conformidad con las normas 
internacionales, la legislación y los reglamentos nacionales, por 
un órgano debidamente constituido que esté autorizado para vi-
sitar a los menores y que no pertenezca a la administración del 
centro de detención.

15. Las presentes Reglas se aplican a todos los centros y estable-
cimientos de detención de cualquier clase o tipo en donde haya 
menores privados de libertad. Las partes I, II, IV y V de las Reglas 
se aplican a todos los centros y establecimientos de internamien-
to en donde haya menores detenidos, en tanto que la parte III se 
aplica a menores bajo arresto o en espera de juicio.

16. Las Reglas serán aplicadas en el contexto de las condiciones 
económicas, sociales y culturales imperantes en cada Estado 
Miembro.

III. MENORES DETENIDOS O EN PRISIÓN PREVENTIVA

17. Se presume que los menores detenidos bajo arresto o en es-
pera de juicio son inocentes y deberán ser tratados como tales. 
En la medida de lo posible, deberá evitarse y limitarse a circuns-
tancias excepcionales la detención antes del juicio. En consecuen-
cia, deberá hacerse todo lo posible por aplicar medidas sustitu-
torias. Cuando, a pesar de ello, se recurra a la detención 
preventiva, los tribunales de menores y los órganos de investiga-



249

DOCUMENTOS INTERNACIONALES

ción deberán atribuir máxima prioridad a la más rápida tramita-
ción posible de esos casos a fin de que la detención sea lo más 
breve posible. Los menores detenidos en espera de juicio deberán 
estar separados de los declarados culpables.

18. Las condiciones de detención de un menor que no haya sido 
juzgado deberán ajustarse a las reglas siguientes, y a otras dispo-
siciones concretas que resulten necesarias y apropiadas, dadas 
las exigencias de la presunción de inocencia, la duración de la 
detención y la condición jurídica y circunstancias de los menores. 
Entre esas disposiciones figurarán las siguientes, sin que esta 
enumeración tenga carácter taxativo:

a) Los menores tendrán derecho al asesoramiento jurídico y 
podrán solicitar asistencia jurídica gratuita, cuando ésta 
exista, y comunicarse regularmente con sus asesores jurí-
dicos. Deberá respetarse el carácter privado y confidencial 
de esas comunicaciones;

b) Cuando sea posible, deberá darse a los menores la oportu-
nidad de efectuar un trabajo remunerado y de proseguir sus 
estudios o capacitación, pero no serán obligados a hacerlo. 
En ningún caso se mantendrá la detención por razones de 
trabajo, de estudios o de capacitación;

c) Los menores estarán autorizados a recibir y conservar ma-
terial de entretenimiento y recreo que sea compatible con 
los intereses de la administración de justicia.

IV. LA ADMINISTRACIÓN DE LOS CENTROS DE MENORES

A. Antecedentes

19. Todos los informes, incluidos los registros jurídicos y médi-
cos, las actas de las actuaciones disciplinarias, así como todos los 
demás documentos relacionados con la forma, el contenido y los 
datos del tratamiento deberán formar un expediente personal y 
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confidencial, que deberá ser actualizado, accesible sólo a perso-
nas autorizadas y clasificado de forma que resulte fácilmente 
comprensible. Siempre que sea posible, todo menor tendrá dere-
cho a impugnar cualquier hecho u opinión que figure en su expe-
diente, de manera que se puedan rectificar las afirmaciones in-
exactas, infundadas o injustas. Para el ejercicio de este derecho 
será necesario establecer procedimientos que permitan a un 
tercero apropiado tener acceso al expediente y consultarlo, si así 
lo solicita. Al quedar en libertad un menor su expediente será 
cerrado y, en su debido momento, destruido.

20. Ningún menor deberá ser admitido en un centro de detención 
sin una orden válida de una autoridad judicial o administrativa u 
otra autoridad pública. Los detalles de esta orden deberán con-
signarse inmediatamente en el registro. Ningún menor será de-
tenido en ningún centro en el que no exista ese registro.

B. Ingreso, registro, desplazamiento y traslado

21. En todos los lugares donde haya menores detenidos, deberá 
llevarse un registro completo y fiable de la siguiente información 
relativa a cada uno de los menores admitidos:

a) Datos relativos a la identidad del menor;
b) Las circunstancias del internamiento, así como sus motivos 

y la autoridad con que se ordenó;
c) El día y hora del ingreso, el traslado y la liberación;
d) Detalles de la notificación de cada ingreso, traslado o libe-

ración del menor a los padres o tutores a cuyo cargo estu-
viese en el momento de ser internado;

e) Detalles acerca de los problemas de salud física y mental 
conocidos, incluido el uso indebido de drogas y de alcohol.

22. La información relativa al ingreso, lugar de internamiento, 
traslado y liberación deberá notificarse sin demora a los padres 
o tutores o al pariente más próximo del menor.
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23. Lo antes posible después del ingreso, se prepararán y presen-
tarán a la dirección informes completos y demás información 
pertinente acerca de la situación personal y circunstancias de 
cada menor.

24. En el momento del ingreso, todos los menores deberán recibir 
copia del reglamento que rija el centro de detención y una des-
cripción escrita de sus derechos y obligaciones en un idioma que 
puedan comprender, junto con la dirección de las autoridades 
competentes ante las que puedan formular quejas, así como de 
los organismos y organizaciones públicos o privados que presten 
asistencia jurídica. Para los menores que sean analfabetos o que 
no puedan comprender el idioma en forma escrita, se deberá co-
municar la información de manera que se pueda comprender 
perfectamente.

25. Deberá ayudarse a todos los menores a comprender los re-
glamentos que rigen la organización interna del centro, los obje-
tivos y metodología del tratamiento dispensado, las exigencias y 
procedimientos disciplinarios, otros métodos autorizados para 
obtener información y formular quejas y cualquier otra cuestión 
que les permita comprender cabalmente sus derechos y obliga-
ciones durante el internamiento.

26. El transporte de menores deberá efectuarse a costa de la ad-
ministración, en vehículos debidamente ventilados e iluminados 
y en condiciones que no les impongan de modo alguno sufrimien-
tos físicos o morales. Los menores no serán trasladados arbitra-
riamente de un centro a otro.

C. Clasificación y asignación

27. Una vez admitido un menor, será entrevistado lo antes posible 
y se preparará un informe sicológico y social en el que consten 
los datos pertinentes al tipo y nivel concretos de tratamiento y 
programa que requiera el menor. Este informe, junto con el pre-
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parado por el funcionario médico que haya reconocido al menor 
en el momento del ingreso, deberá presentarse al director a fin 
de decidir el lugar más adecuado para la instalación del menor 
en el centro y determinar el tipo y nivel necesarios de tratamien-
to y de programa que deberán aplicarse. Cuando se requiera tra-
tamiento rehabilitador especial, y si el tiempo de permanencia 
en la institución lo permite, funcionarios calificados de la insti-
tución deberán preparar un plan de tratamiento individual por 
escrito en que se especifiquen los objetivos del tratamiento, el 
plazo y los medios, etapas y fases en que haya que procurar los 
objetivos.

28. La detención de los menores sólo se producirá en condiciones 
que tengan en cuenta plenamente sus necesidades y situaciones 
concretas y los requisitos especiales que exijan su edad, perso-
nalidad, sexo y tipo de delito, así como su salud física y mental, y 
que garanticen su protección contra influencias nocivas y situa-
ciones de riesgo. El criterio principal para separar a los diversos 
grupos de menores privados de libertad deberá ser la prestación 
del tipo de asistencia que mejor se adapte a las necesidades con-
cretas de los interesados y la protección de su bienestar e inte-
gridad físicos, mentales y morales.

29. En todos los centros de detención, los menores deberán estar 
separados de los adultos a menos que pertenezcan a la misma 
familia. En situaciones controladas, podrá reunirse a los menores 
con adultos cuidadosamente seleccionados en el marco de un 
programa especial cuya utilidad para los menores interesados 
haya sido demostrada.

30. Deben organizarse centros de detención abiertos para meno-
res. Se entiende por centros de detención abiertos aquéllos don-
de las medidas de seguridad son escasas o nulas. La población de 
esos centros de detención deberá ser lo menos numerosa posible. 
El número de menores internado en centros cerrados deberá ser 
también suficientemente pequeño a fin de que el tratamiento 
pueda tener carácter individual. Los centros de detención para 
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menores deberán estar descentralizados y tener un tamaño que 
facilite el acceso de las familias de los menores y sus contactos 
con ellas. Convendrá establecer pequeños centros de detención 
e integrarlos en el entorno social, económico y cultural de la co-
munidad.

D. Medio físico y alojamiento

31. Los menores privados de libertad tendrán derecho a contar 
con locales y servicios que satisfagan todas las exigencias de la 
higiene y de la dignidad humana.

32. El diseño de los centros de detención para menores y el medio 
físico deberán responder a su finalidad, es decir, la rehabilitación 
de los menores en tratamiento de internado, teniéndose debida-
mente en cuenta la necesidad del menor de intimidad, de estímu-
los sensoriales, de posibilidades de asociación con sus compañe-
ros y de participación en actividades de esparcimiento. El diseño 
y la estructura de los centros de detención para menores deberán 
ser tales que reduzcan al mínimo el riesgo de incendio y garanti-
cen una evacuación segura de los locales. Deberá haber un siste-
ma eficaz de alarma en los casos de incendio, así como procedi-
mientos establecidos y ejercicios de alerta que garanticen la 
seguridad de los menores. Los centros de detención no estarán 
situados en zonas de riesgos conocidos para la salud o donde 
existan otros peligros.

33. Los locales para dormir deberán consistir normalmente en 
dormitorios para pequeños grupos o en dormitorios individuales, 
teniendo presentes las normas del lugar. Por la noche, todas las 
zonas destinadas a dormitorios colectivos, deberán ser objeto 
de una vigilancia regular y discreta para asegurar la protección de 
todos los menores. Cada menor dispondrá, según los usos locales 
o nacionales, de ropa de cama individual suficiente, que deberá 
entregarse limpia, mantenerse en buen estado y mudarse con 
regularidad por razones de aseo.
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34. Las instalaciones sanitarias deberán ser de un nivel adecuado 
y estar situadas de modo que el menor pueda satisfacer sus ne-
cesidades físicas en la intimidad y en forma aseada y decente.

35. La posesión de efectos personales es un elemento fundamen-
tal del derecho a la intimidad y es indispensable para el bienestar 
sicológico del menor. Deberá reconocerse y respetarse plenamen-
te el derecho de todo menor a poseer efectos personales y a dis-
poner de lugares seguros para guardarlos. Los efectos personales 
del menor que éste decida no conservar o que le sean confiscados 
deberán depositarse en lugar seguro. Se hará un inventario de 
dichos efectos que el menor firmará y se tomarán las medidas 
necesarias para que se conserven en buen estado. Todos estos 
artículos, así como el dinero, deberán restituirse al menor al po-
nerlo en libertad, salvo el dinero que se le haya autorizado a gas-
tar o los objetos que haya remitido al exterior. Si el menor recibe 
medicamentos o se descubre que los posee, el médico deberá 
decidir el uso que deberá hacerse de ellos.

36. En la medida de lo posible, los menores tendrán derecho a 
usar sus propias prendas de vestir. Los centros de detención ve-
larán porque todos los menores dispongan de prendas persona-
les apropiadas al clima y suficientes para mantenerlos en buena 
salud. Dichas prendas no deberán ser en modo alguno degradan-
tes ni humillantes. Los menores que salgan del centro o a quienes 
se autorice a abandonarlo con cualquier fin podrán vestir sus 
propias prendas.

37. Todos los centros de detención deben garantizar que todo 
menor disponga de una alimentación adecuadamente preparada 
y servida a las horas acostumbradas, en calidad y cantidad que 
satisfagan las normas de la dietética, la higiene y la salud y, en 
la medida de lo posible, las exigencias religiosas y culturales. 
Todo menor deberá disponer en todo momento de agua limpia 
y potable.
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E. Educación, formación profesional y trabajo

38. Todo menor en edad de escolaridad obligatoria tendrá derecho 
a recibir una enseñanza adaptada a sus necesidades y capacidades 
y destinada a prepararlo para su reinserción en la sociedad. Siem-
pre que sea posible, esta enseñanza deberá impartirse fuera del 
establecimiento, en escuelas de la comunidad, y en todo caso, a 
cargo de maestros competentes, mediante programas integrados 
en el sistema de instrucción pública, a fin de que, cuando sean 
puestos en libertad, los menores puedan continuar sus estudios 
sin dificultad. La administración de los establecimientos deberá 
prestar especial atención a la enseñanza de los menores de origen 
extranjero o con necesidades culturales o étnicas particulares. Los 
menores analfabetos o que presenten problemas cognitivos o de 
aprendizaje tendrán derecho a enseñanza especial.

39. Deberá autorizarse y alentarse a los menores que hayan su-
perado la edad de escolaridad obligatoria y que deseen continuar 
sus estudios a que lo hagan, y deberá hacerse todo lo posible por 
que tengan acceso a programas de enseñanza adecuados.

40. Los diplomas o certificados de estudios otorgados a los me-
nores durante su detención no deberán indicar en ningún caso 
que los menores han estado recluidos.

41. Todo centro de detención deberá facilitar el acceso de los me-
nores a una biblioteca bien provista de libros y periódicos instruc-
tivos y recreativos que sean adecuados; se deberá estimular y 
permitir que utilicen al máximo los servicios de la biblioteca.

42. Todo menor tendrá derecho a recibir formación para ejercer 
una profesión que lo prepare para un futuro empleo.

43. Teniendo debidamente en cuenta una selección profesional 
racional y las exigencias de la administración del establecimien-
to, los menores deberán poder optar por la clase de trabajo que 
deseen realizar.
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44. Deberán aplicarse a los menores privados de libertad todas 
las normas nacionales e internacionales de protección que se 
aplican al trabajo de los niños y a los trabajadores jóvenes.

45. Siempre que sea posible, deberá darse a los menores la opor-
tunidad de realizar un trabajo remunerado, de ser posible en el 
ámbito de la comunidad local, que complemente la formación 
profesional impartida a fin de aumentar la posibilidad de que 
encuentren un empleo conveniente cuando se reintegren a sus 
comunidades. El tipo de trabajo deberá ser tal que proporcione 
una formación adecuada y útil para los menores después de su 
liberación. La organización y los métodos de trabajo que haya en 
los centros de detención deberán asemejarse lo más posible a los 
de trabajos similares en la comunidad, a fin de preparar a los 
menores para las condiciones laborales normales.

46. Todo menor que efectúe un trabajo tendrá derecho a una re-
muneración justa. El interés de los menores y de su formación 
profesional no deberá subordinarse al propósito de obtener be-
neficios para el centro de detención o para un tercero. Una parte 
de la remuneración del menor debería reservarse de ordinario 
para constituir un fondo de ahorro que le será entregado cuando 
quede en libertad. El menor debería tener derecho a utilizar el 
remanente de esa remuneración para adquirir objetos destinados 
a su uso personal, indemnizar a la víctima perjudicada por su 
delito, o enviarlo a su propia familia o a otras personas fuera del 
centro.

F. Actividades recreativas

47. Todo menor deberá disponer diariamente del tiempo sufi-
ciente para practicar ejercicios físicos al aire libre si el clima lo 
permite, durante el cual se proporcionará normalmente una edu-
cación recreativa y física adecuada. Para estas actividades, se 
pondrán a su disposición terreno suficiente y las instalaciones y 
el equipo necesarios. Todo menor deberá disponer diariamente 
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de tiempo adicional para actividades de esparcimiento, parte de 
las cuales deberán dedicarse, si el menor así lo desea, a desarro-
llar aptitudes en artes y oficios. El centro de detención deberá 
velar porque cada menor esté físicamente en condiciones de par-
ticipar en los programas de educación física disponibles. Deberá 
ofrecerse educación física correctiva y terapéutica, bajo supervi-
sión médica, a los menores que la necesiten.

G. Religión

48. Deberá autorizarse a todo menor a cumplir sus obligaciones 
religiosas y satisfacer sus necesidades espirituales, permitiéndo-
se participar en los servicios o reuniones organizados en el esta-
blecimiento o celebrar sus propios servicios y tener en su poder 
libros u objetos de culto y de instrucción religiosa de su confe-
sión. Si en un centro de detención hay un número suficiente de 
menores que profesan una determinada religión, deberá nom-
brase o admitirse a uno o más representantes autorizados de ese 
culto que estarán autorizados para organizar periódicamente 
servicios religiosos y efectuar visitas pastorales particulares a los 
menores de su religión, previa solicitud de ellos. Todo menor ten-
drá derecho a recibir visitas de un representante calificado de 
cualquier religión de su elección, a no participar en servicios re-
ligiosos y rehusar libremente la enseñanza, el asesoramiento o el 
adoctrinamiento religioso.

H. Atención médica

49. Todo menor deberá recibir atención médica adecuada, tanto 
preventiva como correctiva, incluida atención odontológica, of-
talmológica y de salud mental, así como los productos farmacéu-
ticos y dietas especiales que hayan sido recetados por un médico. 
Normalmente, toda esta atención médica debe prestarse cuando 
sea posible a los jóvenes reclusos por conducto de los servicios 
e instalaciones sanitarios apropiados de la comunidad en que 
esté situado el centro de detención, a fin de evitar que se estig-
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matice al menor y de promover su dignidad personal y su inte-
gración en la comunidad.

50. Todo menor tendrá derecho a ser examinado por un médico 
inmediatamente después de su ingreso en un centro de menores, 
con objeto de hacer constar cualquier prueba de malos tratos 
anteriores y verificar cualquier estado físico o mental que requie-
ra atención médica.

51. Los servicios médicos a disposición de los menores deberán 
tratar de detectar y tratar toda enfermedad física o mental, todo 
uso indebido de sustancias químicas y cualquier otro estado que 
pudiera constituir un obstáculo para la integración del joven en 
la sociedad. Todo centro de detención de menores deberá tener 
acceso inmediato a instalaciones y equipo médicos adecuados 
que guarden relación con el número y las necesidades de sus 
residentes, así como personal capacitado en atención sanitaria 
preventiva y en tratamiento de urgencias médicas. Todo menor 
que esté enfermo, se queje de enfermedad o presente síntomas 
de dificultades físicas o mentales deberá ser examinado rápida-
mente por un funcionario médico.

52. Todo funcionario médico que tenga razones para estimar que 
la salud física o mental de un menor ha sido afectada, o pueda 
serlo, por el internamiento prolongado, una huelga de hambre o 
cualquier circunstancia del internamiento, deberá comunicar in-
mediatamente este hecho al director del establecimiento y a la 
autoridad independiente responsable del bienestar del menor.

53. Todo menor que sufra una enfermedad mental deberá recibir 
tratamiento en una institución especializada bajo supervisión mé-
dica independiente. Se adoptarán medidas, de acuerdo con los 
organismos competentes, para que pueda continuar cualquier 
tratamiento de salud mental que requiera después de la liberación.

54. Los centros de detención de menores deberán organizar pro-
gramas de prevención del uso indebido de drogas y de rehabili-
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tación administrados por personal calificado. Estos programas 
deberán adaptarse a la edad, al sexo y otras circunstancias de los 
menores interesados, y deberán ofrecerse servicios de desintoxi-
cación dotados de personal calificado a los menores toxicómanos 
o alcohólicos.

55. Sólo se administrará medicamentos para un tratamiento ne-
cesario o por razones médicas y, cuando se pueda, después de 
obtener el consentimiento del menor debidamente informado. 
En particular, no se deben administrar para obtener información 
o confesión, ni como sanción o medio de reprimir al menor. Los 
menores nunca servirán como objeto para experimentar el em-
pleo de fármacos o tratamientos. La administración de cualquier 
fármaco deberá ser siempre autorizada y efectuada por personal 
médico calificado.

I. Notificación de enfermedad, accidente y defunción

56. La familia o el tutor de un menor, o cualquier otra persona 
designada por dicho menor, tienen el derecho de ser informados, 
si así lo solicitan, del estado de salud del menor y en el caso de que 
se produzca un cambio importante en él. El director del centro de 
detención deberá notificar inmediatamente a la familia o al tutor 
del menor, o a cualquier otra persona designada por él, en caso de 
fallecimiento, enfermedad que requiera el traslado del menor a 
un centro médico fuera del centro, o un estado que exija un trata-
miento de más de 48 horas en el servicio clínico del centro de 
detención. También se deberá notificar a las autoridades consula-
res del Estado de que sea ciudadano el menor extranjero.

57. En caso de fallecimiento de un menor durante el período de 
privación de libertad, el pariente más próximo tendrá derecho a 
examinar el certificado de defunción, a pedir que le muestren el 
cadáver y disponer su último destino en la forma que decida. En 
caso de fallecimiento de un menor durante su internamiento, de-
berá practicarse una investigación independiente sobre las causas 
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de la defunción, cuyas conclusiones deberán quedar a disposición 
del pariente más próximo. Dicha investigación deberá practicarse 
cuando el fallecimiento del menor se produzca dentro de los seis 
meses siguientes a la fecha de su liberación del centro de deten-
ción y cuando haya motivos para creer que el fallecimiento guar-
da relación con el período de reclusión.

58. Deberá informarse al menor inmediatamente del fallecimien-
to, o de la enfermedad o el accidente graves de un familiar inme-
diato y darle la oportunidad de asistir al funeral del fallecido o, 
en caso de enfermedad grave de un pariente, a visitarle en su 
lecho de enfermo.

J. Contactos con la comunidad en general

59. Se deberán utilizar todos los medios posibles para que los 
menores tengan una comunicación adecuada con el mundo exte-
rior, pues ella es parte integrante del derecho a un tratamiento 
justo y humanitario y es indispensable para preparar la reinser-
ción de los menores en la sociedad. Deberá autorizarse a los me-
nores a comunicarse con sus familiares, sus amigos y otras per-
sonas o representantes de organizaciones prestigiosas del 
exterior, a salir de los centros de detención para visitar su hogar 
y su familia, y se darán permisos especiales para salir del esta-
blecimiento por motivos educativos, profesionales u otras razo-
nes de importancia. En caso de que el menor esté cumpliendo 
una condena, el tiempo transcurrido fuera de un establecimiento 
deberá computarse como parte del período de cumplimiento de 
la sentencia.

60. Todo menor tendrá derecho a recibir visitas regulares y fre-
cuentes, en principio una vez por semana y por lo menos una vez 
al mes, en condiciones que respeten la necesidad de intimidad 
del menor, el contacto y la comunicación sin restricciones con la 
familia y con el abogado defensor.
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61. Todo menor tendrá derecho a comunicarse por escrito o por 
teléfono, al menos dos veces por semana, con la persona de su 
elección, salvo que se le haya prohibido legalmente hacer uso de 
este derecho, y deberá recibir la asistencia necesaria para que 
pueda ejercer eficazmente ese derecho. Todo menor tendrá de-
recho a recibir correspondencia.

62. Los menores deberán tener la oportunidad de informarse 
periódicamente de los acontecimientos por la lectura de diarios, 
revistas u otras publicaciones, mediante el acceso a programas 
de radio y televisión y al cine, así como a través de visitas de los 
representantes de cualquier club u organización de carácter líci-
to en que el menor esté interesado.

K. Limitaciones de la coerción física y del uso de la fuerza

63. Deberá prohibirse el recurso a instrumentos de coerción y a 
la fuerza con cualquier fin, salvo en los casos establecidos en el 
artículo 64 infra.

64. Sólo podrá hacerse uso de la fuerza o de instrumentos de 
coerción en casos excepcionales, cuando se hayan agotado y ha-
yan fracasado todos los demás medios de control y sólo de la 
forma expresamente autorizada y descrita por una ley o un re-
glamento. Esos instrumentos no deberán causar humillación ni 
degradación y deberán emplearse de forma restrictiva y sólo por 
el lapso estrictamente necesario. Por orden del director de la ad-
ministración, podrán utilizarse esos instrumentos para impedir 
que el menor lesione a otros o a sí mismo o cause importantes 
daños materiales. En esos casos, el director deberá consultar in-
mediatamente al personal médico y otro personal competente e 
informar a la autoridad administrativa superior.

65. En todo centro donde haya menores detenidos deberá prohi-
birse al personal portar y utilizar armas.
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L. Procedimientos disciplinarios

66. Todas las medidas y procedimientos disciplinarios deberán 
contribuir a la seguridad y a una vida comunitaria ordenada y 
ser compatibles con el respeto de la dignidad inherente del me-
nor y con el objetivo fundamental del tratamiento institucional, 
a saber, infundir un sentimiento de justicia y de respeto por uno 
mismo y por los derechos fundamentales de toda persona.

67. Estarán estrictamente prohibidas todas las medidas discipli-
narias que constituyan un trato cruel, inhumano o degradante, 
incluidos los castigos corporales, la reclusión en celda oscura y 
las penas de aislamiento o de celda solitaria, así como cualquier 
otra sanción que pueda poner en peligro la salud física o mental 
del menor. Estarán prohibidas, cualquiera que sea su finalidad, la 
reducción de alimentos y la restricción o denegación de contacto 
con familiares. El trabajo será considerado siempre un instru-
mento de educación y un medio de promover el respeto del me-
nor por sí mismo, como preparación para su reinserción en la 
comunidad, y nunca deberá imponerse a título de sanción disci-
plinaria. No deberá sancionarse a ningún menor más de una vez 
por la misma infracción disciplinaria. Deberán prohibirse las 
sanciones colectivas.

68. Las leyes o reglamentos aprobados por la autoridad adminis-
trativa competente deberán establecer normas relativas a los 
siguientes elementos, teniendo plenamente en cuenta las carac-
terísticas, necesidades y derechos fundamentales del menor:

a) La conducta que constituye una infracción a la disciplina;
b) El carácter y la duración de las sanciones disciplinarias que 

se pueden aplicar;
c) La autoridad competente para imponer esas sanciones;
d) La autoridad competente en grado de apelación.
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69. Los informes de mala conducta serán presentados de inme-
diato a la autoridad competente, la cual deberá decidir al respec-
to sin demoras injustificadas. La autoridad competente deberá 
examinar el caso con detenimiento.

70. Ningún menor estará sujeto a sanciones disciplinarias que no 
se ajusten estrictamente a lo dispuesto en las leyes o los regla-
mentos en vigor. No deberá sancionarse a ningún menor a menos 
que haya sido informado debidamente de la infracción que le es 
imputada, en forma que el menor comprenda cabalmente, y que 
se le haya dado la oportunidad de presentar su defensa, incluido 
el derecho de apelar a una autoridad imparcial competente. De-
berá levantarse un acta completa de todas las actuaciones disci-
plinarias.

71. Ningún menor deberá tener a su cargo funciones disciplina-
rias, salvo en lo referente a la supervisión de ciertas actividades 
sociales, educativas o deportivas o programas de autogestión.

M. Inspección y reclamaciones

72. Los inspectores calificados o una autoridad debidamente 
constituida de nivel equivalente que no pertenezca a la adminis-
tración del centro deberán estar facultados para efectuar visitas 
periódicas, y a hacerlas sin previo aviso, por iniciativa propia, y 
para gozar de plenas garantías de independencia en el ejercicio 
de esta función. Los inspectores deberán tener acceso sin restric-
ciones a todas las personas empleadas o que trabajen en los es-
tablecimientos o instalaciones donde haya o pueda haber meno-
res privados de libertad, a todos los menores y a toda la 
documentación de los establecimientos.

73. En las inspecciones deberán participar funcionarios médicos 
especializados adscritos a la entidad inspectora o al servicio de 
salud pública, quienes evaluarán el cumplimiento de las reglas 
relativas al ambiente físico, la higiene, el alojamiento, la comida, 
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el ejercicio y los servicios médicos, así como cualesquiera otros 
aspectos o condiciones de la vida del centro que afecten a la salud 
física y mental de los menores. Todos los menores tendrán dere-
cho a hablar confidencialmente con los inspectores.

74. Terminada la inspección, el inspector deberá presentar un 
informe sobre sus conclusiones. Este informe incluirá una eva-
luación de la forma en que el centro de detención observa las 
presentes Reglas y las disposiciones pertinentes de la legislación 
nacional, así como recomendaciones acerca de las medidas que 
se consideren necesarias para garantizar su observancia. Todo 
hecho descubierto por un inspector que parezca indicar que se 
ha producido una violación de las disposiciones legales relativas 
a los derechos de los menores o al funcionamiento del centro de 
detención para menores deberá comunicarse a las autoridades 
competentes para que lo investigue y exija las responsabilidades 
correspondientes.

75. Todo menor deberá tener la oportunidad de presentar en 
todo momento peticiones o quejas al director del establecimien-
to o a su representante autorizado.

76. Todo menor tendrá derecho a dirigir, por la vía prescrita y sin 
censura en cuanto al fondo, una petición o queja a la administra-
ción central de los establecimientos para menores, a la autoridad 
judicial o cualquier otra autoridad competente, y a ser informado 
sin demora de la respuesta.

77. Debería procurarse la creación de un cargo independiente de 
mediador, facultado para recibir e investigar las quejas formula-
das por los menores privados de libertad y ayudar a la consecu-
ción de soluciones equitativas.

78. A los efectos de formular una queja, todo menor tendrá dere-
cho a solicitar asistencia a miembros de su familia, asesores jurí-
dicos, grupos humanitarios u otros cuando sea posible. Se pres-
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tará asistencia a los menores analfabetos cuando necesiten 
recurrir a los servicios de organismos u organizaciones públicos 
o privados que brindan asesoramiento jurídico o que son com-
petentes para recibir reclamaciones.

N. Reintegración en la comunidad

79. Todos los menores deberán beneficiarse de medidas conce-
bidas para ayudarles a reintegrarse en la sociedad, la vida fami-
liar y la educación o el trabajo después de ser puestos en libertad. 
A tal fin se deberán establecer procedimientos, inclusive la liber-
tad anticipada, y cursos especiales.

80. Las autoridades competentes deberán crear o recurrir a ser-
vicios que ayuden a los menores a reintegrarse en la sociedad y 
contribuyan a atenuar los prejuicios que existen contra esos me-
nores. Estos servicios, en la medida de lo posible, deberán pro-
porcionar al menor alojamiento, trabajo y vestidos convenientes, 
así como los medios necesarios para que pueda mantenerse des-
pués de su liberación para facilitar su feliz reintegración. Los re-
presentantes de organismos que prestan estos servicios deberán 
ser consultados y tener acceso a los menores durante su interna-
miento con miras a la asistencia que les presten para su reinser-
ción en la comunidad.

V. PERSONAL

81. El personal deberá ser competente y contar con un número 
suficiente de especialistas, como educadores, instructores profe-
sionales, asesores, asistentes sociales, siquiatras y sicólogos. Nor-
malmente, esos funcionarios y otros especialistas deberán formar 
parte del personal permanente, pero ello no excluirá los auxilia-
res a tiempo parcial o voluntarios cuando resulte apropiado y 
beneficioso por el nivel de apoyo y formación que puedan prestar. 
Los centros de detención deberán aprovechar todas las posibili-
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dades y modalidades de asistencia correctivas, educativas, mo-
rales, espirituales y de otra índole disponibles en la comunidad 
y que sean idóneas, en función de las necesidades y los problemas 
particulares de los menores recluidos.

82. La administración deberá seleccionar y contratar cuidadosa-
mente al personal de todas las clases y categorías, por cuanto la 
buena marcha de los centros de detención depende de su integri-
dad, actitud humanitaria, capacidad y competencia profesional 
para tratar con menores, así como de sus dotes personales para 
el trabajo.

83. Para alcanzar estos objetivos, deberán designarse funciona-
rios profesionales con una remuneración suficiente para atraer 
y retener a hombres y mujeres capaces. Deberá darse en todo 
momento estímulos a los funcionarios de los centros de deten-
ción de menores para que desempeñen sus funciones y obliga-
ciones profesionales en forma humanitaria, dedicada, profesional, 
justa y eficaz, se comporten en todo momento de manera tal que 
merezca y obtenga el respeto de los menores y brinden a éstos 
un modelo y una perspectiva positivos.

84. La administración deberá adoptar formas de organización y 
gestión que faciliten la comunicación entre las diferentes catego-
rías del personal de cada centro de detención para intensificar la 
cooperación entre los diversos servicios dedicados a la atención 
de los menores, así como entre el personal y la administración, 
con miras a conseguir que el personal que está en contacto direc-
to con los menores pueda actuar en condiciones que favorezcan 
el desempeño eficaz de sus tareas.

85. El personal deberá recibir una formación que le permita des-
empeñar eficazmente sus funciones, en particular la capacitación 
en sicología infantil, protección de la infancia y criterios y normas 
internacionales de derechos humanos y derechos del niño, inclui-
das las presentes Reglas. El personal deberá mantener y perfec-
cionar sus conocimientos y capacidad profesional asistiendo a 
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cursos de formación en el servicio que se organizarán a interva-
los apropiados durante toda su carrera.

86. El director del centro deberá estar debidamente calificado 
para su función por su capacidad administrativa, una formación 
adecuada y su experiencia en la materia y deberá dedicar todo su 
tiempo a su función oficial.

87. En el desempeño de sus funciones, el personal de los centros 
de detención deberá respetar y proteger la dignidad y los dere-
chos humanos fundamentales de todos los menores y, en especial:

a) Ningún funcionario del centro de detención o de la institución 
podrá infligir, instigar o tolerar acto alguno de tortura ni forma 
alguna de trato, castigo o medida correctiva o disciplinaria seve-
ro, cruel, inhumano o degradante bajo ningún pretexto o circuns-
tancia de cualquier tipo;

b) Todo el personal deberá impedir y combatir severamente todo 
acto de corrupción, comunicándolo sin demora a las autoridades 
competentes;

c) Todo el personal deberá respetar las presentes Reglas. Cuando 
tenga motivos para estimar que estas Reglas han sido gravemen-
te violadas o puedan serlo, deberá comunicarlo a sus autoridades 
superiores u órganos competentes facultados para supervisar o 
remediar la situación;

d) Todo el personal deberá velar por la cabal protección de la 
salud física y mental de los menores, incluida la protección contra 
la explotación y el maltrato físico, sexual y emocional, y deberá 
adoptar con urgencia medidas para que reciban atención médica 
siempre que sea necesario;

e) Todo el personal deberá respetar el derecho de los menores a 
la intimidad y, en particular, deberá respetar todas las cuestiones 



268

NORMATIVIDAD NACIONAL E INTERNACIONAL EN MATERIA DE JUSTICIA
PARA ADOLESCENTES QUE INFRINGEN LA LEY PENAL (I)

confidenciales relativas a los menores o sus familias que lleguen 
a conocer en el ejercicio de su actividad profesional;

f) Todo el personal deberá tratar de reducir al mínimo las dife-
rencias entre la vida dentro y fuera del centro de detención que 
tiendan a disminuir el respeto debido a la dignidad de los meno-
res como seres humanos.
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